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La Constitución Política de Colombia propugna por la conservación, la 
promoción y la protección de la educación como un derecho social con 
responsabilidad compartida, de acuerdo con su concepción como un 
Estado social de derecho. Como derecho fundamental, la educación 
exige responsabilidad estatal; empero, las políticas educativas nacio-
nales, tomadas de las políticas educativas internacionales, muestran 
en las últimas dos décadas una tendencia regresiva por las prácticas 
de empresarización de la educación –para nuestro interés, la educa-
ción superior– que priorizan la lógica administrativa por encima de la 
racionalidad académica y de beneficio de una sociedad y una nación 
que requieren elevar los niveles de formación de sus pobladores para 
asumir con idoneidad los retos científicos, técnicos y culturales que el 
modelo de desarrollo global supone. La garantía del derecho pareciera 
insuficiente frente a la presión que la economía de los servicios –entre 
ellos la educación como parte de esa tercerización– ejerce en el con-
texto de competitividad y alto rendimiento que el capital financiero 
transnacional registra en sus altos índices de rentabilidad y crecimiento.
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Introducción

La educación es un derecho humano intrínseco  
y un medio para la realización de otros derechos humanos

Santiago León

 

La Constitución Política de Colombia propugna la conservación, la promoción 
y la protección de la educación como un derecho social con responsabilidad 
compartida, de acuerdo con su concepción como un Estado social de derecho. 
Como derecho fundamental, la educación exige responsabilidad estatal; empero, 
las políticas educativas nacionales, tomadas de las políticas educativas interna-
cionales, muestran en las últimas dos décadas una tendencia regresiva por las 
prácticas de empresarización de la educación –para nuestro interés, la educación 
superior– que priorizan la lógica administrativa por encima de la racionalidad 
académica y de beneficio de una sociedad y una nación que requieren elevar 
los niveles de formación de sus pobladores para asumir con idoneidad los retos 
científicos, técnicos y culturales que el modelo de desarrollo global supone. La 
garantía del derecho pareciera insuficiente frente a la presión que la economía 
de los servicios –entre ellos la educación como parte de esa tercerización– ejerce 
en el contexto de competitividad y alto rendimiento que el capital financiero 
transnacional registra en sus altos índices de rentabilidad y crecimiento. Al 
respecto, Pinilla (2009) conceptúa:

Desafortunadamente, el comienzo del siglo XXI ha marcado una ruta regresiva, 
pues a cambio del reconocimiento de la educación como derecho fundamental, lo 
cual genera la universalidad y la exigibilidad de su responsabilidad al Estado, se 
inauguró la práctica intensiva de la focalización, ficción basada en la atención 
de unos mínimos constitucionales de carácter exclusivamente cuantitativo que 
ocultan sus limitaciones en la magnitud de operaciones y recursos que involucran 
(p. 1). 
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Según Pinilla, el consenso de la educación como derecho sigue siendo precario 
en el comportamiento cultural y político de las instituciones que representan 
este escenario formal formativo. Ello implica la necesidad de visibilizar esa 
precariedad a fin de socializar la urgencia de que se cumplan los mandatos fun-
damentales de un Estado de derecho como se posiciona Colombia en términos 
de democracia moderna.

Son evidencias de universalización el Informe Lebret, que inspira el primer plan 
quinquenal de educación y reconoce la educación como derecho fundamental del 
hombre y deber fundamental del Estado, obligado a “asegurar la enseñanza a todos 
los ciudadanos y la formación a que tienen derecho”, principio que se mantiene 
hasta el Salto Social para el cual “la universalización de la educación básica y el 
mejoramiento de la calidad de la educación constituyen los retos principales del 
sector (2009, p. 6). 

En una rápida revisión de antecedentes legales internacionales se encuentra el 
Pacto Internacional de Derechos Económicos Sociales y Culturales, el cual dedica 
los artículos 13 y 14 a este derecho. El primero de ellos es la disposición más 
extensa de ese pacto. Al respecto León Gómez expresa:

En el preámbulo de este instrumento se explica la relación intrínseca de los derechos 
económicos, sociales y culturales con la dignidad humana, siendo por tanto irre-
levante la discusión de si se trata de un derecho de primera o segunda generación 
para determinar su exigibilidad. Esta relación con la dignidad humana se encuentre 
desde el preámbulo (León, s.f., párrafo 3).

También se considera la función de la enseñanza superior como accesible a todos: 

[…] sobre la base de la capacidad de las personas y en particular por la implantación 
progresiva de la enseñanza gratuita; se debe proseguir activamente el desarrollo del 
sistema escolar en todos los ciclos de la enseñanza, implantar un sistema adecuado 
de becas, y mejorar continuamente las condiciones materiales del cuerpo docente 
(párrafo 10).

El hecho de que los economistas hayan incidido en la elaboración de las políticas 
públicas educativas como réplica mecánica de las determinaciones económicas, 
afecta la aplicación de la educación como un derecho fundamental y parte 
constitutiva de la dignidad humana: 

Estas problemáticas llevadas al ámbito educativo, han determinado que la educación 
no se reconozca como un derecho y a que su realización dependa de la capacidad 
de las familias. Concretamente las tendencias de las políticas educativas hacia una 
educación que se puede comprar y vender libremente en el mercado, se traduce en 
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la negación del derecho a la educación, en especial de los grupos poblacionales de 
menores recursos y los más vulnerables en su interrelación con el mercado (Pérez 
2007, p. 4). 

Las controversias surgidas en el Estado moderno (de pretensión democrática) 
entre juristas y economistas dan cuenta de las diferentes visiones que se tienen 
de esta problemática, lo cual se traduce en las políticas públicas educativas 
superiores como un exceso de derecho o una sobredeterminación y magnifi-
cencia del ejercicio equitativo que promulgan los derechos sociales, políticos y 
culturales en todo el tejido social y humano de una nación. Así mismo, Pérez 
(2007) presenta tres puntos importantes: 1. Los lineamientos generales de la 
políticas educativas. 2. El contenido del derecho a la educación y obligaciones 
del Estado y 3. Los indicadores para el monitoreo de la política educativas desde 
la perspectiva del derecho a la educación.

Al analizar esta problemática se evidencia el riesgo de perder el derecho a la 
educación como una perspectiva de dignidad humana y se hace necesario develar 
el contexto regional. Autores como Moreno (2010) ilustran lo que sucede hoy 
por hoy en América Latina: 

Las universidades han generado políticas de tipo empresarial que buscan un mejor 
manejo de los recursos adquiridos (políticas no privativas de este campo social, sino 
presente en todas las esferas de la vida humana), ya sea por medios propios o por 
otros medios, en algunos casos entregados por la nación, y en otros por las empresas 
privadas. Esta mirada empresarial ha dejado como consecuencia la pérdida de un 
estatus académico que en el pasado las universidades consideraban como uno de 
sus mayores logros (p. 10).

Entonces, ¿cómo la educación superior en Latinoamérica dejó de ser una 
posibilidad democrática inclusiva y se tornó en una dificultad financiera en la 
política pública del Estado y es presentada con otros servicios como la salud, la 
cultura y la recreación en el denominado “gasto social” como insostenible? ¿Es 
una realidad o una conjetura engañosa construida transfinancieramente para 
lograr un mayor rendimiento económico a partir de las necesidades sociales 
creadas en las sociedades contemporáneas? Al respecto, Moreno (2010) nos 
invita a pensar: 

Aunado a esto cabe señalar que las universidades latinoamericanas presentan 
ciertas características que las hacen especiales: por un lado siguen los modelos 
impuestos por occidente; pero por otro lado han intentado por años tener un estilo 
propio que responda a sus necesidades y a sus identidades culturales. Sin embar-
go, esta situación especial ha generado una especie de frenada en seco que no ha 
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permitido ni posicionarse como grandes y prominentes universidades dentro del 
circuito internacional occidental, ni poseer la riqueza cultural que su naturaleza 
y su identidad posee (p. 11).

En esta misma línea de argumentación se encuentra Tünnermann (citado por 
Moreno 2010), quien reproducía una advertencia que hiciera en el foro ibe-
roamericano el educador brasileño Buarque: “[…] necesitamos competitividad 
económica pero, sobre todo, necesitamos dignidad social. Nada asegura que la 
primera lleva a la segunda. La competitividad no debe conducirnos a dejar de 
lado la equidad” (p. 24). Esta situación se presenta porque el crecimiento de la 
exclusión educativa es tan vertiginoso, que amenaza con perpetuar las falacias 
inclusivas del sistema y por qué no, las posibilidades del mercado.

Desde los años ochenta hasta el 2010 las políticas educativas internacionales 
han tenido un efecto multiplicador en las nuevas legislaciones, que han asumido 
sus enfoques y las perspectivas de planeación y gestión educativa, lo cual se 
evidencia en forma particular en los procesos de calidad de la educación superior 
como medida de integración regional del mercado educativo. 

Al respecto, es inevitable visibilizar los vínculos entre educación-sociedad-
política y economía, máxime en un mundo con pretensiones hegemónicas de 
globalización; o dicho de otro modo, en una tendencia neocolonial reformada 
para la nueva reorganización geopolítica del mundo por hemisferios de poder y 
tratados de libre comercio: Unión Europea, los tigres asiáticos, el Alca, el tlc. De 
forma complementaria y paradójica se promueve una democracia mundial que 
se espera transmitir en todas las instituciones sociales donde el agenciamiento 
del poder es más fuerte, como son las universidades.

A lo largo del siglo XX, Colombia transitó por la vía de la imposición de mo-
delos pedagógicos, primero europeos con la escuela activa y posteriormente 
estadounidenses, con la tecnología educativa de enfoque taylorista. Esta última 
como consecuencia del proceso de dependencia económica de Colombia frente 
a Estados Unidos. 

Hoy, como lo sostienen varios autores, es necesario una vinculación más pro-
funda entre la universidad y la empresa que transforme las prácticas de admi-
nistración y de gestión académica. El desplazamiento de lo académico por la 
injerencia del mercado es evidente.

Las universidades deben, entonces, replicar el modelo a partir de sus determina-
ciones político-económicas y articular las variadas lógicas de la normatividad y 
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la gobernabilidad con las del mercado. La política les impone regularse interna-
cionalmente, sustentar la economía y hacerla rentable, practicar una formación 
y convivencia democráticas a partir de la gobernabilidad, formar profesionales y 
posprofesionales competentes y desde el enfoque de la pedagogía universitaria, 
transformar sus modelos tradicionales en didácticas disciplinarias.

Obviamente, si se investiga la historia de las universidades y en particular en 
Colombia (fase inevitable de esta investigación) se encuentra que estas tensiones 
forman parte de las viejas discusiones de los planes de desarrollo de los gobiernos 
colombianos, planteados en los años setenta a partir de Las cuatro estrategias, 
hasta el de la época de la prosperidad educativa que el actual gobierno de Juan 
Manuel Santos promueve mediante un modelo de gobernabilidad denominado 
La tercera vía, de clara influencia inglesa y basado en el desarrollo compensado 
entre lo económico y lo social. 

Actualmente, la problemática se repite y se intensifica, pues el contexto econó-
mico exige que los egresados de las instituciones de educación superior (ies) se 
fortalezcan en virtud de una formación competente laboralmente y al servicio 
de un esquema de desarrollo que ignora que la díada sociedad-mercado sin 
democracia, equidad y reconocimiento del otro es imposible en un país pleno 
de desigualdades. Autores como Norbert Bilbeny muestran que los fenómenos 
actuales de anestesia y apoliticismo son responsables de la ausencia de pensa-
miento alrededor de los derechos educativos y sociales, los cuales no se pueden 
perder a causa de la tendencia ciega propia de la mano invisible del mercado de 
vender todo lo que la humanidad ha construido como derecho; en este caso, 
el derecho a una educación de calidad en un entorno justo, democrático y con 
equidad como el de la educación superior en Colombia: 

Un problema de la política es hoy la apraxia, que está entre las causas del apoli-
ticismo y consiste en la crisis de los modos de hacer política basados en el modelo 
del “paso a la acción”. Por otra parte, uno de los principales problemas de la ética 
es hoy el que proviene, contrariamente, de la dificultad de seguir el modelo del 
“pararse a pensar”. Puede ser llamado alogia o ausencia de pensamiento […] falta 
de disposición para usar la propia inteligencia y sentir sus posibles contradicciones. 
Es el fenómeno que se esconde tras la característica “amoralidad” de los individuos 
antisociales [...] En muchos casos esta conducta amoral presenta en sus orígenes 
una carencia o inmadurez emocional y sensitiva del sujeto. Y éste es el fenómeno, 
la anestesia o clausura de la sensibilidad, que una cultura muy baja en interacción 
directa podría acabar desarrollando como nuevo factor de crisis, tanto de la ética 
como de la política (Bilbeny, 1997, pp. 9-30). 
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Cuando se revisan otros autores que ameritan un nivel más profundo de consulta 
y reflexión (propósito de una de las fases de esta propuesta), se encuentra que 
Colombia aparece como uno de los peores países latinoamericanos en asuntos 
de desigualdad en educación superior y presencia de situaciones conflictivas 
en ese contexto. Paradójicamente, en cuestiones como el crédito educativo 
Colombia ha sido modelo para el resto de países, particularidad extraña en un 
entorno donde dominan la desigualdad y el analfabetismo. 

En cuanto su regulación normativa, desde hace diecinueve años la educación 
superior se rige por los preceptos de la Ley 30 de 1992, que busca un nivel de 
formación para la inclusión comercial y preferentemente científica de las Ins-
tituciones educativas superiores en el país. 

[…] con la ley 30 de 1992 se crea el Consejo Nacional de Acreditación (cna) el 
cual establece diversos parámetros que conducen hacia una educación de calidad 
a través de diferentes mecanismos, como la acreditación de los programas y la 
autoevaluación. No obstante, se considera un desafío de la universidad colom-
biana educar dentro de una concepción disciplinar y transdisciplinar, puesto que 
su importancia no se centra en los contenidos específicamente sino en la praxis, 
generando con ello búsquedas de saber, movilizaciones del conocimiento, creación 
artística, estudio de problemas sociales, tecnológicos, ambientales y el avance hacia 
los procesos de investigación. Así mismo, la Comisión Nacional Intersectorial de 
Aseguramiento de la Calidad de la Educación (Conaces) coordina y orienta el 
aseguramiento de la calidad de la educación superior, la evaluación del cumpli-
miento de los requisitos para la creación de instituciones de educación superior, su 
transformación y redefinición, sus programas académicos y demás funciones que 
le sean asignadas por el Gobierno nacional. Lo anterior sin prejuicio del ejercicio 
de las funciones propias de cada uno de sus miembros (Conaces, Ministerio de 
Educacion Nacional, 2010).

En el contexto de las sociedades del control, el sistema económico actual ejerce 
su poder en el cuerpo social a través de las prácticas universitarias con pretextos 
de legalidad, pero también de desarrollo en un nuevo metarrelato discursivo 
como es el de la ciencia, la tecnología y la innovación, formas precisas de alcan-
zar indicadores de progreso. Por ello, sus sistemas de ordenamiento jurídico se 
preparan y expresan en este sentido, bajo una figura de contención educativa 
como es la formación permanente y la cualificación posgradual. La Ley 30 de 
1992, la Ley 115 de 1994, el Decreto 2566 de 2003 y el Decreto 1295 de 2010, 
no son más que una muestra de estos controles voluntarios de calidad hacia 
la movilidad social que la educación superior sigue prometiendo, pero que no 
logran cumplirse con equidad social y mucho menos con respeto democrático. 
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Negri y Hard consideran que en las sociedades de control el poder es ejercido 
por medio de máquinas que directamente organizan las mentes y los cuerpos. 
Se da una intensificación y generalización de los aparatos normalizadores del 
disciplinamiento que animan internamente las prácticas comunes y cotidianas. 
Este control se extiende por fuera de los sitios estructurados de las instituciones 
sociales por medio de redes flexibles y fluctuantes.

Esta investigación y su texto final es una invitación a reflexionar sobre la 
educación superior como un derecho inalienable del pueblo colombiano al 
que no se puede renunciar en tiempos de imposición del capitalismo cognitivo 
internacional.

Claudia Vélez de la Calle.
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Capítulo 1

La educación como derecho. 
Un análisis desde el  
punto de vista legal

Claudia Vélez de la Calle



Investigación interinstitucional llevada a cabo entre el Doctorado en 
Educación de la usta y el proyecto de Doctorado en Educación de la 
Universidad de San Buenaventura Cali, con la participación de los 
investigadores de la Maestría en Alta Dirección y Servicios Educativos y 
la Maestría en Educación: Desarrollo Humano. Investigador principal: 
Mauricio Montoya (usta). Coinvestigadores (usb): Claudia Vélez de la 
Calle, equipo de auxiliares de investigación Madse: maestrandos Mónica 
Pérez, Ferney Patiño y el medh: maestrandos Hernán Castillo y Napoleón 
Quintero, Universidad de San Buenaventura Cali.
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Necesitamos competitividad económica pero, sobre todo, necesitamos dignidad 
social. Nada asegura que la primera lleve a la segunda. La competitividad no debe 

conducirnos a dejar de lado la equidad (Tünnermann Bernheim, 1998). 

Un recorrido por el marco normativo de la educación asume dos fuentes primor-
diales: los planes de desarrollo de los gobiernos de las últimas cuatro décadas 
y las normatividades surgidas como producto de su efecto en el ordenamiento 
jurídico de la educación en el país.

En relación con las normatividades, el Observatorio de Buenas Prácticas en 
Educación Superior, Informe Colombia (2011),1 aporta un resumen de segui-
miento que de forma sistemática da cuenta de los continuum de leyes, decretos 
y resoluciones que conforman el actual contexto legal de la educación superior 
(ver Cuadro 1).

En contraste con esta información, los planes de gobierno no aportan necesa-
riamente nada nuevo sobre políticas públicas en educación ni sobre educación 
superior como de carácter estatutario, sino que la educación aparece como 
un eje estratégico de los planes con la accidentalidad de la concepción que el 
gobierno de turno asume en su plataforma programática (ver Cuadro 2). 

Los estudios que alrededor de las políticas públicas se viene haciendo reseñan 
varios documentos particulares sobre el problema que coinciden en el inventario 
de derechos aplicados a la educación, sin diferencia de niveles ni gobiernos. 
Ellos son (Lerma, 2007): Derecho a la disponibilidad: obligación de asequibi-
lidad. Derecho de acceso al sistema: obligación de accesibilidad. Derecho a la 
permanencia: obligación de adaptabilidad. Derecho a la calidad: obligación de 
aceptabilidad”.

1. Red de observatorios de buenas prácticas de dirección estratégica universitaria en América 
Latina y Europa. Informe Colombia, mayo de 2011. Universidad de los Andes, Universidad 
del Norte, Universidad del Valle y Pontificia Universidad Javeriana.
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Más adelante se profundizará en los informes de seguimiento y se validará su 
cumplimiento y de forma audaz afirmamos que no lo serán debido a que las 
condiciones sociales, económicas y políticas no pueden garantizar los derechos 
que promulgan, pese a que en relación con la infancia Colombia haya firmado 

Cuadro 1
Política educativa para la educación superior

Ley Objeto Observaciones

 Ley 30 de 1992

Organiza el servicio público de la 
educación superior en Colombia.

Modificó notablemente 
las prácticas en las ies en 
Colombia especialmente 
en control, supervisión y 
certificación de la calidad.

Ley 115 de 1994
Define las normas generales para regu-
lar el servicio público de la educación 
en Colombia.

Aporta en lo relacionado 
con el derecho a la educa-
ción como servicio público.

Ley 749 de 2002

Organiza el servicio público de la 
educación superior en las modalidades 
de formación técnica profesional y tec-
nológica, y reglamenta estos niveles.

Incluye la educación tec-
nológica en el ámbito de la 
educación superior. 

Ley 1188 de 2008

Regula el registro calificado de los 
programas de educación superior. El 
registro calificado es el instrumento del 
sistema de aseguramiento de la calidad 
de la educación superior mediante el 
cual el Estado verifica el cumplimiento 
de las condiciones de calidad.

Ratifica el ámbito de la 
calidad en educación 
superior. 

Decreto 1295 de 2010

Reglamenta el registro calificado de 
que trata la Ley 1188 de 2008 y la 
oferta y desarrollo de programas acadé-
micos de educación superior.

Se encuentra vigente para 
los programas de pregrado 
y para nuestro caso los 
de posgrado maestrías y 
doctorados. 

Ley 1286 de 2009 

Por medio de la cual se transforma 
jurídicamente a Colciencias, se forta-
lece el Sistema Nacional de Ciencia, 
Tecnología e Innovación y se dictan 
otras disposiciones en relación con el 
manejo de recursos para actividades 
de I+D.

Para nuestra investigación 
de aportes de los doctora-
dos es fundamental dado 
que modificó notoriamente 
la ruta de Colciencias y 
con ello la producción 
investigativa de las ies y los 
doctorados. 

Versión: Vélez, 2012. Fuente: Observatorio de Buenas Prácticas en Educación Superior (2011).
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Programa de desarrollo (gobierno y fecha) Concepto y directrices para la educación
La revolución pacífica 1990-1994.
(Plan de Desarrollo de César Gaviria)

El plan sectorial de educación se denominó 
Apertura educativa y en él se concibe la edu-
cación en estrecha relación con la acumu-
lación de capital humano y el mejoramiento 
de la capacidad de productividad del sistema 
económico.

El salto social 1994-1998 (plan de desarrollo 
de Ernesto Samper ) 

Se denominó al plan sectorial El salto educa-
tivo y cultural. En él se sustenta la educa-
ción como pieza fundamental del desarrollo 
humano sostenible y se propone como base 
de la formación de un nuevo ciudadano, 
participativo, tolerante y capaz de interpretar 
los códigos de la modernidad.
La política general que propone el plan es: a. 
1. Universalizar la educación básica y mejorar 
su calidad. 2. Ampliar el promedio de escola-
ridad de los colombianos. 3. Ampliar la tasa 
de permanencia escolar.

Cambio para construir la paz 1998-2002 
(plan de desarrollo de Andrés Pastrana)

El gobierno de Andrés Pastrana propuso 
como políticas educativas1. Movilización 
social por la educación y adhesión de toda la 
sociedad en torno a los objetivos y metas de 
la educación. 2. Política de equidad: financia-
ción, ampliación del acceso y la permanencia. 
3. Consolidación de la descentralización. 
4. Eficiencia de la prestación del servicio 
educativo. 5. Mejoramiento y exigibilidad de 
la calidad educativa.

Hacia un Estado comunitario 2002-2006 
(plan de desarrollo de Álvaro Uribe Vélez)

La revolución educativa concibe la educa-
ción como un factor del desarrollo humano, 
social y económico y como instrumento para 
construir la equidad social.

Cuadro 2
Los planes de desarrollo y las políticas educativas

Elaboró: Vélez (2012). Fuente: Lerma (2007). 

la Convención Internacional por los Derechos de la Infancia, en 1989, la cual 
incorporó a la legislación nacional al año siguiente. 

Con respecto al derecho a la disponibilidad, en Colombia hace más de una 
década se viola permanentemente el derecho a la educación, ya que muchos de 
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sus habitantes no pueden tener acceso a ella (en todos los niveles) y cuando lo 
hacen no pueden permanecer en ella. Indudablemente, la cobertura no se logra 
con un porcentaje de satisfacción ni equidad. Tanto el Informe Colombia como 
Pinilla (2008) coinciden en que la educación, como derecho o como servicio, 
no aporta al mejoramiento de la sociedad colombiana bien sea en términos 
plurales o singulares:

Se encuentra, entonces, que la garantía del derecho es en extremo insuficiente, no 
cumple los principios constitucionales, no se ajusta a los fines de la educación, ésta 
no se ha convertido en la gran transformadora de la sociedad como se predica de 
ella, y los principios de igualdad, pertinencia, relevancia, gratuidad, obligatoriedad, 
diversidad, inclusión, carecen de contenido programático y dejan ver una inmensa 
precariedad en su realización concreta (Pinilla, 2009, p. 2). 

Fuentes como las que a continuación se detallan (Cuadro 3) se pueden consultar 
de forma más específica para dar cuenta de las causas que impiden al Estado 
garantizar la educación como derecho. Por supuesto, la educación superior no es 
considerada como subsidiada sino en las universidades públicas y se encuentra 
igual de afectada por este panorama de descarga de protección educativa en la 
función del Estado (Lerma, 2007):

Cuadro 3
Política educativa

Nombre del estudio Autor y fecha
El derecho a la educación: en la Constitución, la jurispruden-
cia y los instrumentos internacionales.

Defensoría del Pueblo en el 
(2003)

Políticas educativas y derecho a la educación: análisis de 
experiencias nacionales e internacionales y Modelo de 
indicadores para monitorear y evaluar las políticas educativas 
desde la perspectiva del derecho a la educación.

IDEP, 2003

Informe sobre el disfrute del derecho a la educación en 
Colombia. 

Naciones Unidas, 2006

El derecho a la educación: la educación en la perspectiva de 
los derechos humanos.

Procuraduría General de la 
Nación, 2006

Elaboró: Vélez, 2012. 

En la dimensión internacional la normatividad jurídica colombiana no irrumpe 
como un acto de altruismo nacional, sino como resultado del compromiso que 
el país y sus gobernantes han adquirido en las convenciones internacionales 
relacionadas con el respeto al derecho a la educación como beneficio adquirido, 
de manera especial para la infancia y juventud nacional. Estos marcos legales 
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internacionales, desde la perspectiva de cumplimiento y garantías de derecho que 
han tenido mayor incidencia en el paisaje nacional, se detallan en el Cuadro 4. 

Cuadro 4
Política educativa

Nombre del convenio o pacto Fecha
Pacto internacional de derechos económicos, sociales 
y culturales.

29 de octubre de 1969

Pacto internacional de derechos civiles y políticos. 29 de octubre de 1969 

Protocolo facultativo del pacto internacional de dere-
chos civiles y políticos.

29 de octubre de 1969

Segundo protocolo facultativo destinado a abolir la 
pena de muerte.

5 agosto de 1997

convención internacional sobre eliminación de todas 
las formas de discriminación racial.

2 de septiembre de 1981

Convención internacional sobre eliminación de todas 
las formas de discriminación contra la mujer.

19 de enero de 1982

Convención contra la tortura y otros tratos o penas 
crueles, inhumanos, degradantes.

8 de diciembre de 1987

Convención sobre derechos del niño. 28 de enero de 1991

Constitución Política de 1991. Nota:
La educación no está contenida 
dentro del capítulo relativo a los 
derechos fundamentales, pero apa-
rece en el capítulo de los derechos 
sociales, económicos y culturales, 
donde es considerada un derecho 
fundamental de los niños y niñas 
(artículos 44 y 67) 

Elaboró: Vélez, 2012. 

Contexto legal desde la perspectiva de derechos
La Constitución de 1991 considera como derecho fundamental el derecho a 
la educación. En contraste, el proyecto de reforma de la Ley 30 de 2011 co-
mienza su propuesta denominando la educación como un servicio y no como 
un derecho, lo que de aprobarse facultaría a la sociedad para mercantilizarla 
en un contexto de tercerización de la economía, en el cual los derechos como 
servicios pueden ser comercializables: “Este era el horizonte que servía de guía 
a la educación colombiana, construido alrededor de los principios acogidos 



24 Las políticas en educación superior en Colombia (1992-2010)

por la Constitución de 1991, producto y origen de los debates, experiencias, 
reflexiones y acumulados anteriores y posteriores a ella”. (Pinilla, 2009, p. 1).

Cuando se analiza la forma como la educación superior se ha afectado en el 
sentido de una fuerte disminución de cobertura y por lo tanto de accesibilidad, 
debido al presupuesto cada vez menor de las universidades públicas y a la crisis 
que el desmonte del Estado de bienestar ha suscitado, no resulta tan obvio (de 
forma perceptiva) que el país haya cualificado su sistema de educación profe-
sional y posprofesional, pese a la intención de las directrices legales descritas 
en la primera página. 

De nuevo, el Observatorio de Buenas Prácticas en Educación Superior (2011) 
nos reporta una información distinta en este sentido. El supuesto en el que se 
basa el informe es que las instituciones de educación superior se han transfor-
mado en virtud de la Ley 30 y han variado su naturaleza al organizarse como 
instituciones de educación técnica, tecnológica y universitarias. Ahora, con 
el proyecto de reforma se estrecha aún más la categoría de universidades y se 
limita a unas pocas en el país entre públicas y privadas. En la Ley 30 de 1992 
aún se declaraba que las ies podían ser privadas o públicas, siempre y cuando no 
tuvieran ánimo de lucro, pero con la reforma se derrumba este criterio restrictivo. 

Se confirma así que la reforma de la educación superior en Colombia forma parte 
de una estrategia política en educación internacional que consiste en aplicar 
las reformas a los sistemas educacionales, como sucedió en Chile, Costa Rica y 
Brasil, países con los que compartimos medidas como la acreditación, el cambio 
de lugar del Estado en relación con su responsabilidad financiera y política en 
el gasto social y la cualificación de los docentes: 

Ese sustrato incluye, entre otros imperativos: replantearse el rol del Estado en la 
provisión de educación y conocimiento, desarrollar mecanismos de monitoreo y 
evaluación periódica de logros en el aprendizaje de los educandos, reformular los 
mecanismos de financiamiento del sistema educacional con mayor participación del 
sector privado, reformar los contenidos y prácticas pedagógicas en función de los 
nuevos soportes del conocimiento y los cambios en el mundo del trabajo, repensar 
el papel y la formación docentes, e introducir en las escuelas las nuevas tecnologías 
de información y conocimiento (tic) (Cepal, 2003). 

Con base en lo anterior, se interpreta que la reforma de la Ley 30 iniciada en 
el 2011 y los anteriores ajustes, obedecen a medidas pensadas para instancias 
industriales y financieras que requieren transmutar los derechos a servicios 
sociales, considerados estos últimos como fuentes de ingreso que deben ser 
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acumulados como objetos comerciales con la intención de hacer que América 
Latina ingrese a la competitividad del mercado de los anteriores, así sea como 
consumidor potencial.

La reforma educativa de Chile, iniciada a comienzos de la década pasada, ha 
tenido como instrumentos principales la descentralización del sistema, el subsidio 
a la demanda y la focalización de programas especiales de apoyo. En Costa Rica 
y en Perú, la reforma busca, sobre todo, cerrar las brechas entre la calidad de 
la educación rural-urbana, marginal-urbana y urbana no marginal y pública-
privada. En Uruguay y en Honduras (países tan disímiles en perfil educativo de la 
población), existe actualmente una fuerte preocupación por actualizar capacidades 
docentes. Hoy, la región enfrenta un doble desafío. De una parte, superar rezagos 
endémicos en materia de deserción escolar, bajos logros educativos y segregación 
en dichos logros por estratos socioeconómicos y por corte rural-urbano. Por otro 
lado, mejorar la calidad y pertinencia del sistema educacional a fin de que éste 
cumpla un papel estratégico en el tránsito de las sociedades nacionales hacia un 
orden global, competitivo y altamente interconectado, centrado en el paradigma 
de la sociedad del conocimiento (Hopenhayn, 2003, p. 4). 

La Ley 30 de 1992 en su versión de diciembre 28 asume en sus primeros artículos 
que la educación es un servicio público social y cultural inherente a la función 
del Estado (artículo 2) y en el artículo tercero atribuye al mismo ente funciones 
de vigilancia de la autonomía universitaria, de conformidad con lo que reza 
en la Constitución. Lo anterior amerita una mirada reflexiva sobre las causas 
y consecuencias de la Ley 30 en las ies en el país a partir de su promulgación y 
en los últimos dieciséis años. 

De manera general, se observa que el sistema de la calidad se complejizó pero 
la cobertura, ni el nivel de inclusión, ni la accesibilidad de grupos poblacionales 
con dificultades aumentaron.2 La respuesta formal dice que desaparecieron las 
universidades que no pudieron cumplir con los estándares de calidad (ni en la 
figura del registro calificado de Conaces, ni en los procedimientos de acredita-
ción voluntaria de calidad del cna). Sin embargo, tomando esto como cierto, la 
paradoja consecuente es ¿de qué nos sirven ofertas universitarias de muy buena 
calidad si no pueden acceder a ellas grandes grupos poblacionales que debieran 
ser alfabetizados científicamente para aportar de manera inclusiva al desarrollo? 
Este interrogante no supone el contrario: no se esperan universidades de mala 
calidad con amplia cobertura. Lo que se interroga es la proveniencia del discur-
so de la calidad y las barreras económicas y sociales que evitan el surgimiento 

2. Confirmar los datos del snies al 2011.
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de otras que pueden influir en la monopolización del conocimiento de élites 
académicas (nuevas oligarquías académicas) excluyentes. 

Cerca de once millones de estudiantes asisten a los niveles de preescolar, básica y 
media y millón y medio a educación superior; el Estado destina el año 2009 más 
de dos billones de pesos a la educación superior pública y más de doce billones de 
pesos del Sistema General de Participaciones a la atención de la población matrí-
culada en preescolar, básica y media. En total, en 2008 la educación preescolar 
cuenta con 45.450 establecimientos (jornadas) oficiales y privados, la primaria con 
54.993, la secundaria con 17.484 y la media con 12.537, atendidos por 432.166 
docentes (Pinilla, 2009, p. 1).

El número de instituciones de educación superior a finales del 2011 se registran 
en el cuadro siguiente:

Cuadro 5
Número de instituciones y su carácter 

Tipo de instituciones y carácter Número
Institución técnica profesional 42

Institución tecnológica 51

Institución universitaria 109

Universidad 80

Elaboró: Vélez (2012). Fuente: snies 2011. 

En los últimos ocho años han aumentado más las universidades privadas que 
las públicas: según el snies, 71 % públicas y el 29 % privadas (ver los informes 
del Obpes3 (2011). El número de las públicas es mayor en relación con el nú-
mero de oferta y de evolución en los últimos años gracias a sus condiciones de 
accesibilidad e inclusión, las cuales se han adaptado en un porcentaje relativo 
a los cambios de la época.

En un país de de 42 millones de habitantes como el nuestro (según el censo 
poblacional del dane, 2005) solo hay 1.570.447 estudiantes matrículados en el 
sistema de educación superior en el nivel de posgrados. El informe reporta un 
descenso posterior al año 2002. El número de estudiantes de maestría y docto-
rado sigue siendo relativamente bajo para el 2009 (equivalente en doctorados 
a 1.631 estudiantes, según el snies). En estos sistemas organizacionales prima 
el discurso de lo administrativo sobre lo académico y se ha ido cerrando el sis-

3. Observatorio de Buenas Prácticas en Educación Superior (OBPES). 
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tema, lo cual va en contravía con una época que demanda mayor accesibilidad 
democrática en lugar de enclaustramiento. 

En el 2011 se esperaba incrementar la cobertura y la accesibilidad con respecto 
a la que se presentaba en primera mitad del siglo XX en Colombia tal como lo 
señala Lerma (2007):

Durante la primera mitad del siglo XX en Colombia, la educación se caracterizó 
por la baja tasa de escolaridad, la falta de maestros su escasa o nula preparación, 
una alta tasa de analfabetismo, la poca inversión y prioridad en los diferentes 
gobiernos, la influencia de la Iglesia católica, la preponderancia de la educación 
privada fundamentalmente en la secundaria) y la oscilación entre las políticas 
reformas educativas descentralistas y centralistas (p. 9).

En consecuencia se prometió que para el quinquenio que seguía a los años 
cincuenta la educación mejoraría notablemente en este aspecto:

Entre 1976 y 1991 la preocupación de los gobiernos se centrará en mejorar los 
indicadores poniendo el énfasis en la capacidad cuantitativa del sistema para res-
ponder y atender la demanda (número de establecimientos, número de maestros, 
número de estudiantes matrículados, etcétera (p. 10).

Herrera de la Hoz (2010) subordina la cuestión de la financiación de la educación 
superior pública a un asunto secundario y deposita todo su interés en estrategias 
de privatización y continuidad de la estandarización de las universidades por 
medio de las medidas de acreditación de calidad.

Históricamente, Colombia ha replegado a un segundo plano el papel que tienen 
sus universidades en la construcción de una sociedad moderna. En la actualidad la 
tendencia no es diferente. Con respecto a los demás países latinoamericanos, sigue 
rezagado en temas fundamentales como el gasto público y privado en investigación 
y desarrollo, el número de científicos e investigadores por cada millón de habitantes 
y la cantidad de publicaciones técnicas registradas en revistas de impacto mundial 
sobre ciencia y tecnología (p. 1).

En consecuencia, el aporte en producción científica del país es bajo y el Go-
bierno busca subsanar esta deficiencia con enfoques comerciales del sistema 
en ciencia-tecnología-innovación-desarrollo, esperanzado en que la inversión 
privada participe con perspectivas de lucro en este aspecto.

Otro enfoques de apoyo mixto en empresas sociales y comunitarias, que con-
tribuyan tanto en el aspecto formativo como investigativo de punta vinculado 
a la construcción de sociedad y a la resolución de problemáticas de equidad, 
accesibilidad e inclusión no son mirados con optimismo, aunque el movimiento 
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y enfoque de ciencia, tecnología y sociedad ha sido aplicado desde los años se-
tenta en otros países, con un logro significativo en cuanto al mejoramiento de 
la democratización de la ciencia en algunas naciones de la región latinoameri-
cana. Algunos países encontraron que si vinculaban e invertían en el desarrollo 
educativo de sus pobladores se mejoraban sustancialmente las condiciones de 
vida y el ingreso per cápita de sus ciudadanos, con consecuencias directas en 
el mejoramiento del capital social y humano.

Ante esta realidad, no es sorprendente que Colombia origine menos del 2 % de la 
producción científica de las instituciones de educación superior en Iberoamérica 
(escalafón iberoamericano Scimago, 2010). Las universidades de España, Brasil, 
Portugal, México, Argentina y Chile agrupan más del 90 % de dicha producción. 
Tampoco es asombroso que las instituciones de educación superior colombianas no 
figuren en los primeros puestos de los escalafones mundiales que miden la calidad 
(Herrera de la Hoz, 2010, p. 1).

Contrario al esquema actual que promueve el vínculo de la empresa con la 
educación superior en los aspectos de la investigación y el desarrollo, algunos 
estudiosos opinan que ello no es tan factible como lo anuncia el Gobierno ac-
tual y suponen sus antecesores. Moreno (2010) consulta autores como Decibe 
y Canela (2003), quienes dan cuenta de lo anterior de la siguiente manera:

El sector privado demanda escasa Investigación y Desarrollo. El principal pro-
blema que desalienta el avance científico y tecnológico en el país es un ambiente 
económico y productivo en el cual el sector privado se orienta hacia una especia-
lización productiva que tiende a simplificarse más que a agregar valor basado en 
el conocimiento, como lo simbolizan tanto la expansión creciente de la producción 
y exportación de soja, como la relación entre los bienes que se importan -de alta 
incorporación de conocimiento- y los que se exporta -de baja incorporación de 
conocimiento. Ello se refleja en la inversión equivalente a un porcentaje ínfimo de 
sus ventas en Investigación y Desarrollo (Decibe y Canela, 2003; citados por 
Moreno, 2010 p. 10).

El autor sigue exponiendo las razones por las cuales las universidades latinoa-
mericanas no pueden competir con las del primer mundo en sus vínculos y 
potencias productivas:

Grandes grupos económicos de las empresas militares, tecnológicas, químicas 
[…] han empezado a incorporar investigadores de las universidades […] Las 
universidades de esta manera, sí son el nuevo circuito del conocimiento, pero no 
precisamente las latinoamericanas. Las grandes universidades como Yale, Cornell, 
MIT, Duke, Washington, Stanford, Columbia, Harvard, Johns Hopkins y Penns-
ylvania, entre las más importantes, son las escogidas por las multinacionales para 
generar y desarrollar el nuevo conocimiento (Moreno, 2010, p. 11).
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Esta realidad contundente sobre la que se basa el argumento de reforma de la 
Ley 30 de 1992, dibuja un horizonte no muy promisorio para la relación cti+d 
que afecta las expectativas de movilidad social de los profesionales que termi-
nan sus estudios de pregrado y posgrado en el país. Para las poblaciones que 
no logran acceder a la universidad el panorama es aún más desalentador. Estas 
terminan por constituirse en una masa mal cualificada que ingresa la mayoría 
de las veces al mercado laboral informal.

Cabe concluir este aparte con una cita del informe por El derecho a la educación. 
La educación en la perspectiva de los derechos humanos, publicado por la Procura-
duría General de la Nación, en el 2006, con el apoyo de Usaid:

La educación, siempre ha servido de bandera para los sectores políticos, que reco-
nocen en el discurso que de su plena realización depende en gran medida el proceso 
de paz y reconciliación que todos añoramos. No obstante, más de dos millones 
de menores excluidos del sistema educativo, más de un millón de niños y jóvenes 
que no aprueba el grado que está cursando, cerca de cuatro millones que obtienen 
resultados medio-bajos y bajos en los exámenes de Estado y en competencias 
ciudadanas, alrededor de un millón de niños desplazados que sufren la discrimi-
nación y la exclusión en la escuela dada la ausencia de currículos adaptados a sus 
necesidades y 7.89 % de colombianos de quince y más años de edad analfabetas, 
además de preocupantes índices de baja calidad en los programas de educación 
superior evidencian una situación que reclama con urgencia atención prioritaria 
por parte del Estado y de la sociedad (Pinilla Pacheco, 2006, p. 14).

La Ley 30 de 1992. Causas y consecuencias  
de desarrollo en las transformaciones de la  
educación superior en Colombia 
La Ley 30 –promulgada el 28 de diciembre de 1992– tuvo como fin la organiza-
ción del servicio público de la educación superior y al ser posterior a la Consti-
tución de 1991 debería cumplir en sus enunciados los derechos fundamentales 
que el pueblo, como constituyente soberano, pactó. 

En su artículo segundo dejó claro que la educación superior es un servicio 
público, cultural e inherente a la finalidad social del Estado. Sin embargo, si 
bien es cierto que garantiza la autonomía universitaria, no lo es menos el he-
cho de que se reserva el papel de veedora de su calidad al ejercer la función de 
inspección y vigilancia. Según lo dispuesto por la Carta Política, básicamente 
la educación si bien es catalogada como un derecho social fundamental, no es 
objeto de protección por parte de la Constitución debido al carácter concreto 
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de la acción de tutela y la abstracción del derecho a la educación. De ahí que 
la Corte Constitucional suponga que la protección de dicho derecho se debe 
llevar a cabo mediante la adopción de políticas legislativas o reglamentarias 
(Carrillo González y Patarroyo Rengifo, 2009). Por ello, no hacer explícitas las 
condiciones de protección sino por la adopción de políticas deja huérfanos a los 
usuarios del derecho de los mecanismos de respaldo y sustentación necesarios 
a su cumplimiento.

De igual forma, el artículo quinto plantea las condiciones de accesibilidad para 
los que posean las capacidades requeridas y cumplan con las condiciones aca-
démicas. No se exponen aquí límites de ingreso por dificultades económicas o 
diferencias culturales o étnicas excluyentes. Se deduce que no hay posibilidad 
alguna de discriminación por razones de clase social, ingresos o raza. Sin embargo, 
Carrillo González y Patarroyo Rengifo (2009) afirman que no es tan evidente 
el hecho de que el Estado proteja el cumplimiento de los derechos sociales de 
los colombianos –como es el del ingreso a la educación superior– en razón a sus 
capacidades estrictamente académicas.

Frente a la omisión estatal en derechos sociales, basta recordar la preocupación 
expresada por algunas organizaciones afrocolombianas que evidencian un índice 
crítico de sus integrantes en las instituciones de educación superior, a pesar de la 
existencia de mandatos constitucionales, sentencias de la Corte Constitucional, 
leyes vigentes y recomendaciones de organismos internacionales que exigen acciones 
afirmativas de las directivas de los programas educativos, dirigidas a permitir el 
acceso y la permanencia en la educación superior de la población afrocolombiana 
[…] (p. 4).

Guzmán et al (2008), hacen constar que la segunda causa de abandono obe-
dece a causas básicamente socioeconómicas, pero señalan, igualmente, que las 
primeras razones son de índole académica:

Los recientes resultados del seguimiento de la deserción estudiantil en educación 
superior demuestran que el principal factor determinante del abandono de estudios 
en Colombia se sitúa en la dimensión académica: está asociado al potencial o capital 
cultural y académico con el cual ingresan los estudiantes a la educación superior. 
Los factores financieros y socioeconómicos están a continuación, seguidos por los 
institucionales y los de orientación vocacional y profesional (p. 7).

Resulta sospechoso que se haga esta salvedad en un país con altos índices de 
pobreza e indigencia, según lo reportado por el último informe del pnud (2010) 
en tres cuartas partes de la población colombiana. De otro lado, considerar la 
dimensión académica asociada al capital cultural, genera de por sí una diferen-
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cia de posibilidades de acceso según los capitales culturales (simbólicos) que 
posean los grupos homogenizados en el estándar de saber urbano incluyente 
y los grupos que se encuentran por fuera de estos referentes. La pretensión de 
universalización del artículo quinto en lugar de ser democrática termina por 
centrarse en un estándar académico-cultural aparente normalizado en un país 
pluriétnico y cultural, como se califica a Colombia en la Constitución del 91. 
¿Paradoja de la ley o de la realidad nacional educativa?

El reporte es contradictorio. Por un lado, señala que desde los años de enun-
ciación de la Ley 30 (1992) hasta la fecha del documento (2009) aumentó la 
cobertura de ingreso de estudiantes al nivel de educación superior; pero de otro, 
se abandona muy tempranamente. Podría preguntarse reflexivamente en este 
sentido, entonces, si aumentó la cobertura o es solo apariencia dado el ingreso 
en masa a los primeros semestres de la formación de grado:

Uno de los principales problemas que enfrenta el sistema de educación superior 
colombiano concierne a los altos niveles de deserción académica en el pregrado. Pese 
a que los últimos años se han caracterizado por aumentos de cobertura e ingreso de 
estudiantes nuevos, el número de alumnos que logra culminar sus estudios superiores 
no es alto, dejando entrever con ello que una gran parte de estos abandona sus 
estudios, principalmente en los primeros semestres. Según estadísticas del Ministerio 
de Educación Nacional, de cada cien estudiantes que ingresan a una institución 
de educación superior cerca de la mitad no logra culminar su ciclo académico y 
obtener la graduación (Guzmán et al, 2008, pp. 9-11).

En los párrafos subsiguientes los autores subrayan la importancia de asumir esta 
problemática, porque una cobertura con calidad y equidad en los reportes de 
matrícula (solo de matrícula; no de permanencia ni graduación) sin el control de 
los índices de deserción disminuyen el impacto de crecimiento y mejoramiento 
del nivel, a lo cual se suma que los costos de las pérdidas financieras y sociales 
son altos para la sociedad.

Indirectamente, se ratifica que no ha habido un crecimiento de la cobertura en 
el sistema –como lo reportó el informe del Observatorio de las Buenas Prácticas 
en Educación Superior–4 ni en los programas de grado ni en los de posgrado. 
De otro lado, se valida con este testimonio que los factores socioculturales y 
económicos inciden en el acceso-permanencia en la educación superior por 

4. Red de observatorios de buenas prácticas de dirección estratégica universitaria en América 
Latina y Europa. Informe Colombia. Mayo de 2011. Universidad de los Andes, Universidad 
del Norte, Universidad del Valle y Pontificia Universidad Javeriana. Bogotá, Mayo de 2011. 
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parte de los colombianos. Los datos de matrícula cuando no se cruzan con los 
de permanencia y grado, pueden resultar engañosos o, dicho de otra forma, 
parcializados y por ello inexactos.

En el estudio de la Ley 30 y sus vínculos con el suspendido proyecto de reforma 
por la presión ejercida por el movimiento estudiantil, se comparan los enunciados 
que visibilizan la tendencia de privatización del servicio en lo que antes era un 
derecho (Constitución de 1886 y Constitución de 1991) y se explica que desde 
la Ley 30 se preparaba el texto para su liberalización y flexibilización económica 
del su fomento y financiación (Cuadro 6): 

Cuadro 6
Política educativa

Ley 30 de 1992 Proyecto de reforma (2011)
Por la cual se organiza el servicio público de 
la educación superior.

Por la cual se organiza el sistema de educa-
ción superior y se regula la prestación del 
servicio pública de la educación superior. 

Art 1. La educación superior es un proceso 
permanente que posibilita el desarrollo de 
las potencialidades del ser humano de una 
manera integral.

Art 1. La educación superior es un derecho, 
un bien público basado en el mérito y la 
vocación y un servicio público inherente a la 
finalidad social del Estado.

Art. 2. La educación superior es un servicio 
público cultural, inherente a la finalidad 
social del Estado.

Art 2. La presente ley organiza el sistema 
de educación superior, define sus principios, 
fines y componentes y regula la prestación del 
servicio público de la educación superior bajo 
el marco de la Constitución Política y la ley.

Art. 3 El estado[…] garantiza la autonomía 
universitaria y vela por la calidad del servicio 
educativo a través del ejercicio de la suprema 
inspección y vigilancia de la educación 
superior. 

El Estado, de conformidad con la Constitu-
ción Política de Colombia y con la presente 
ley, vela por la calidad y continuidad del 
servicio educativo, fomenta el acceso y la
graduación de los estudiantes y garantiza la 
autonomía de las instituciones de educación
superior.

Art 5. La educación superior será accesible 
a quien demuestre poseer las capacidades 
requeridas y cumpla con las condiciones 
académicas exigidas en cada caso. 

Art 5. El Gobierno nacional, con la participa-
ción activa de quienes conforman el sistema, 
establecerá las políticas y reglamentará la 
prestación del servicio de educación superior; 
implementará permanentes y eficientes 
mecanismos de interrelación entre todas las 
entidades e instituciones que conforman el 
sistema y con los demás organismos del Esta-
do y de la sociedad; velará por la calidad de la 
prestación del servicio y adelantará acciones 
para el fomento de la educación superior.

Elaboró: Vélez, 2012. 
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Para Vergara (2009), la Ley 30 representa una proclamación clara de la auto-
nomía universitaria, tanto con el respaldo de la Constitución de 1991 como 
con la dimensión legal y de jurisprudencia, las cuales dan al contexto legal una 
dimensión de apertura y posibilidades democráticas.

Desde la Constitución de 1991 y la Ley 30 de 1992, esta autonomía está refe-
rida a las formas particulares de organizar el servicio, la elección de directivas 
y representantes y los planes de estudio en las universidades públicas. Esta au-
tonomía se encuentra asimismo cuestionada por los indicadores de calidad que 
bajo la figura de acreditación voluntaria generan un perfil idóneo de calidad, el 
cual sugiere currículos disciplinares hegemónicos que posibiliten la acreditación 
internacional.

Cabe recordar que la Ley 30 en uno de sus artículos da origen a los procesos de 
calidad, preparando de esta forma la educación superior para que se establezca 
una competencia de mercado educativo con base en la estratificación que la 
certificación de calidad implica. Vergara (2009) menciona tres tipos de jurispru-
dencia que visibilizan el éxito de la figura en términos de la constitucionalidad 
que ella implica en la visión de derecho positivo :

Como se puede observar, la proclamación de la autonomía universitaria ha te-
nido en el derecho positivo colombiano, durante los años que tiene de vigencia la 
Constitución actual, un desarrollo que podríamos calificar de formidable…Esta 
realidad jurídica contrasta con hechos legislativos o normativos que empiezan a 
vislumbrarse desde hace aproximadamente siete años. En este período hemos asis-
tido a un sistemático desmonte del reconocimiento constitucional de la autonomía 
universitaria y para ello no se ha modificado la Carta Política de la cual se han 
derivado los avances que antes se describieron, sino que más bien ello se ha hecho 
a partir de la expedición de normas, leyes y decretos del ejecutivo, que de un modo 
casi imperceptible para la ciudadanía en general, han propiciado vejámenes a tal 
garantía (p. 5).

A esta paradoja de la educación superior se la ha denominado “autonomía 
regulada o vigilada”, explicada de forma elocuente por los representantes del 
Estado en relación con la función de inspección y vigilancia que le compete al 
Viceministerio de Educación Nacional, como parte responsable del Ministerio 
de Educación Nacional. 

Por lo descrito hasta el momento, se puede arriesgar como supuesto que la 
Ley 30 no ha sido asimilada en su eficacia social en sus sentidos democrático, 
asequible, inclusiva, autónoma y en su funcionamiento institucional. 
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Continúa Vergara ilustrando este supuesto al poner como ejemplos la Ley 
749 de 2002, que postula la evaluación de los resultados de formación de la 
educación superior (Ecaes) y pensada, según algunos autores, para financiar el 
Icfes en la función de evaluador de la calidad formativa; y otras, como la que 
hoy es recogida en forma única por el Decreto 1295 de abril de 2010 en el cual 
se regulan unas condiciones para definir el permiso legal que permite que un 
programa profesional o posgradual pueda ser ofrecido.

Los procesos y propósitos de la evaluación de la calidad, que asumió el Consejo 
Nacional de Acreditación, exigían una normativa que los regulara y armoni-
zara lo general/particular de cada autonomía universitaria, en un contexto 
internacional tendiente a los currículos únicos para poder generar movilidad 
entre naciones y hemisferios. Muchos fallos de la Corte Constitucional han 
favorecido la pervivencia de este principio de la Ley 30, lo que según Vergara 
ha enfrentado la rama legislativa y ejecutiva:

No obstante, resulta lamentable la manera cómo las exigencias de la Corte tratan 
de satisfacerse con esta ley; da la impresión de que la misma fue expedida más por 
cumplir con la formalidad de que aspectos fundamentales de la educación superior 
universitaria, como es el caso de la evaluación, sean regulados directamente por el 
legislador y no por el ejecutivo (Vergara, 2009, p. 6).

Wolff et al. (2008) en sintonía con lo hasta aquí dicho, citan:

El enfoque basado en el desarrollo humano y la “autonomía”, que es un elemento 
central de la noción de “sociedades del conocimiento”, debería permitir una mejor 
puesta en práctica de los derechos universales y las libertades fundamentales, me-
jorando al mismo tiempo la eficacia de la lucha contra la pobreza y la eficacia de 
las políticas de desarrollo. La dinámica política, económica y social subyacente al 
desarrollo de las sociedades del conocimiento pone de manifiesto la íntima relación 
que existe entre la lucha contra la pobreza y la promoción de las libertades civiles 
y políticas (p. 2). 

Y esto precisamente es lo que se intenta identificar con el diagnóstico de la Ley 
30 de 1992, vale decir, el nivel de coherencia que en la práctica institucional 
universitaria ha tenido en términos de contexto, derechos educativos, acceso, 
inclusión y equidad, porque en el plano del ordenamiento jurídico la norma 
puede cumplir con la legalidad democrática en forma eficaz, pero sus impactos 
sociales y el efecto de las libertades que promulga no son eficientes socialmente. 
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Las políticas públicas en educación  
y su relación con la educación superior
Los conceptos y prácticas de diseño de las políticas públicas se han vuelto un 
lugar común en el discurso de los actores sociales del país y se adscriben a dife-
rentes enfoques técnicos y políticos enfocados más en la forma de organizar la 
incipiente y casi inexistente sociedad civil colombiana para su participación en la 
formulación, consenso y diálogo con las entidades gubernamentales respectivas. 
Según Aranguren (2011), “[…] la circulación o no de esta información (la de 
las denuncias o movimientos sociales) da paso al tabú que se registra alrededor 
de este agente que comenta, medita y negocia contratos o pactos con los centros 
de poder político y económico”.

El ámbito de la educación no es la excepción y a este respecto Colombia ha hecho 
eco a las políticas públicas que en América Latina se han venido promoviendo 
desde los años ochenta. El hábito político nacional de esa época no consistía 
en planear la economía o la política. Se trataba más bien de formular planes 
y programas coyunturales cuya duración era la del cuatrienio presidencial de 
turno y diseñados por funcionarios formados en el exterior del país, quienes 
copiaban muy bien las tendencias foráneas sin consultar las necesidades de los 
contextos nacionales.

En 1979 la Unesco concibe el proyecto principal de educación a largo plazo 
(año 2000) en consideración al llamado mundial a nivelar la cobertura de alfa-
betización de la población de todo el mundo, como lo preconizó por esa misma 
década Jack Dèlors en el famoso discurso La educación encierra un tesoro, cuya 
prioridad era continuar ejecutando el plan “educación para todos”. 

En el 2001 (veinte años después) se reconoce que los ministros concibieron 
esta política como “una apuesta que ayudaría a resolver no solo los problemas 
educativos, sino que también procuraría la equidad social, consolidaría la demo-
cracia, sentaría las bases de un desarrollo duradero y alcanzaría la integración 
regional” (Unesco/Oreal, 2001. Cita de Pulido et al., 2008, p. 30). 

Un breve recorrido por las últimas tres décadas de la historia de nuestro país 
confirma que las políticas públicas en educación casi siempre se han gestado en 
relación con el efecto que las políticas públicas internacionales han causado en el 
comportamiento político nacional en las relaciones de dependencia económica, 
social y política que el país ha tenido con relevancia en las formas actuales de 
determinismos corporativos transnacionales como la banca multilateral.
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De lo anterior da fe el informe que el Banco Mundial publicó en el año 2002 con 
el título de Construir sociedades de conocimiento: nuevos desafíos para la educación 
terciaria en el que consigna que: 

[…] si se analizan los préstamos del Banco Mundial de las últimas tres décadas 
destinados a la educación, se observa que cerca de una cuarta parte del portafolio 
global de educación se ha destinado en forma sistemática a proyectos de educa-
ción terciaria. Antes del año 2000 los beneficiarios de préstamos para educación 
terciaria eran por lo general países de ingresos medios; clientes como Argentina, 
China e Indonesia, recibieron algunos de los préstamos más importantes para este 
fin (Banco Mundial, 2002). 

Es evidente que el conocimiento se constituye actualmente en un medio de 
producción que agrega capital (riqueza) a la sociedad actual y por ello emergen 
las categorías de capital social, capital humano, capital intelectual y capital 
cognitivo, con el objetivo de incentivar en la sociedad consumidora de discursos 
los nuevos aprendizajes requeridos para enfrentar las tic y los vínculos de las 
redes sociales como factor de acumulación de valor. El Banco Mundial se pro-
nunció acerca de la nueva sociedad económica, cognitiva y social que empezó 
treinta atrás años y hoy se visibiliza gracias a las crisis económicas de las bancas 
nacionales (EE. UU., España, Italia, Portugal, Grecia y Chipre, entre otros):

La educación terciaria es fundamental no solo para crear la capacidad intelectual 
de la cual dependen la producción y la utilización del conocimiento, sino también 
para promover las prácticas del aprendizaje continuo necesarias para actualizar en 
forma permanente los conocimientos y destrezas individuales (BM, 2002, p. 17).

Al nuevo poder corporativo financiero transnacional no le interesa el sentimien-
to de identidad educativa nacional ni las soberanías, más allá de la posibilidad 
de generar sectores de mercado que aprehendan rápidamente la alfabetización 
digital contemporánea para apropiar con competencia las necesidades del con-
sumo informático, mediático y económico que de allí se derivan.

Haciendo un símil que puede parecer forzado para algunos, cuando nace la im-
prenta de Guttenberg y con ello la Iglesia dejó de ser la depositaria de los saberes, 
se satanizó primero al libro y a sus epílogos y luego, de forma concomitante, 
se generaron centros de estudio y aprendizaje de lectura con el fin de habilitar 
a un público masivo en esta nueva racionalidad industrial y del conocimiento 
que respaldó el Renacimiento, el nacimiento de la escuela, la modernización y 
la democratización del saber. 
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De vuelta a las reflexiones anteriores sobre identidad educativa, cabe afirmar 
que estas incidencias son válidas tanto para la educación inicial, media y voca-
cional, como para el nivel de educación superior. No es atrevido opinar sobre 
la condición de orfandad de identidad nacional y apropiación de la idea de país 
educativo, con el argumento de que su inexistencia se debe a lazos de dependen-
cia muy fuertes que parten de la Conquista y perviven en la contemporaneidad. 
La nación de los últimos dos siglos no se encuentra arraigada ni en nuestros 
hábitos gubernamentales ni en los vínculos sociales débiles.

Así, es posible señalar que estos límites de las universidades latinoamericanas se 
relacionan con varios factores, entre ellos: que no es posible un verdadero sistema 
educativo debido a una falta de idea o proyecto de país; que no se ha logrado ge-
nerar una “universidad latinoamericana” sino que esta ha sido históricamente un 
trasplante de universidad occidental; y por último, el doble juego internacional y 
nacional que ha generado que las grandes universidades de los países de América 
Latina sean a la vez centrales y periféricas: centrales a nivel nacional y periféricas 
a nivel internacional (Moreno, 2010, p. 11). 

Pulido (2008) lo reseña en el texto realizado con otros autores: Conceptos, opinio-
nes y directrices para la formulación de una política pública participativa en educación 
solidaria, referido a todo el sistema educativo nacional, pero en términos de que 
la figura permanente de reestructuración del sistema, los cambios en la legisla-
ción, los planes de desarrollo (en apariencia participativos como el Plan Decenal 
de Educación) los planes de estudio y los proyectos institucionales educativos, 
son una forma de replicar estas influencias y determinaciones situadas en los 
centros de poder externos (órdenes externos ) en la vida educativa colombiana 
desde los años ochenta.

Estas políticas se han implementado gradualmente a través de la proliferación 
de leyes y normas como la Ley 30 de 1992, la Ley 60 de 1993, la ley 115 de 
1994, la Ley 715 de 2001, el Decreto 1278 de 2002 y otras de regulación como 
el ya mencionado Decreto 1295 de 2010.

La intención de las políticas educativas que se promueven se repite en buscar 
focalización para atender a toda la población, en especial a los más vulnerables 
y excluidos por efecto de la concentración del capital en el Estado patrimonial 
que Colombia ha sido, como lo expresa Alfredo Molano. Con base en ello se 
busca que estas políticas –como indicadores de legitimidad– sean, en efecto, 
protectoras de derechos sociales y culturales como el de la educación y se cen-
tren en asequibilidad, aceptabilidad, adaptabilidad, accesibilidad e inclusión 
(Tomasevski, 2004).
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El objetivo de la última década (motivo de este texto y producto de la investiga-
ción interinstitucional referida) fue identificar y resumir los siguientes eventos 
de modificación del contexto de regulación y polarización de los conflictos en 
educación superior entre el sector público, el sector privado, las asociaciones 
de universidades, Fecode, los docentes universitarios y el reciente movimiento 
estudiantil, el cual marcó un hito en los movimientos sociales de resistencia de 
esta segunda década del siglo XXI (el movimiento estudiantil chileno es también 
referente de vanguardia de esta época), en busca de hacer extensivo el derecho 
a la educación superior gratuita por parte del Estado colombiano como uno 
de los requisitos de democratización del saber para el desempeño competente, 
posible e inclusive en la globalización y la mundialización de la cultura, desde 
la producción simbólica de capitales de conocimiento propios y alternos.

Las políticas públicas en educación  
en América Latina
Desde los años ochenta, el proceso de modernización y autorregulación vigilada 
de la educación superior se ha desarrollado con sutiles diferencias en todos los 
países de América Latina. Las figuras organizacionales y normativas se repiten 
en relación con la formación de docentes altamente calificados, la apropiación 
de la cultura de autoevaluación, los planes de mejoramiento, la calidad de la 
educación superior y el desarrollo investigativo y científico, para promover el 
progreso, la equidad, la inclusión en el sistema y el financiamiento mixto de 
las universidades.

En los años ochenta, la característica de democratización de la educación su-
perior fue la expansión de universidades privadas que hicieron crecer el sistema 
en términos de cantidad y crear una accesibilidad a la población estudiantil 
que no alcanzaba a ingresar a la limitada oferta de la universidad pública. De 
otro lado, se buscó estratificar el sistema en los años noventa y caracterizarlo 
con base en la enseñanza para carreras técnicas, tecnológicas, profesionales y 
posprofesionales, tratando de ilustrar con ello que para cada público y condición 
socioeconómica había una oportunidad de formación e inserción en el ámbito 
laboral especializado.

De otro lado, se diversificaron las modalidades de formación en metodologías 
de educación presencial y a distancia, con la derivación práctica que muchas 
universidades implementaron en los programas de grado y posgrado como fue 
la semipresencialidad, que si bien no existía jurídicamente se aplicó como una 
presencialidad concentrada en la cual los públicos juveniles adultos vinculados 
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laboralmente pudieran seguir cualificándose, ya que el paradigma de educación 
permanente y continua así lo promulgaba, en el sentido de que quien no se titule 
con un posgrado no es competente ni académicamente ni productivamente. 

Como ilustra Rama (2006),

[…] las profundas transformaciones ocurridas en las universidades latinoame-
ricanas se hicieron visibles gracias a un proceso de masificación, feminización, 
privatización, regionalización, diferenciación y segmentación, que se sumó a los 
propios cambios de esas sociedades, transformadas por la urbanización, la revolu-
ción productiva y la apertura económica que variaron sustancialmente el rol y las 
características de los estudiantes (p. 43). 

Si bien los países australes de la región se habían librado en esa década de los 
pesos de las dictaduras que controlaban y cerraban el sistema en términos de 
accesibilidad y libertad de cátedra o autonomía universitaria, los países andinos 
quedaron atrapados económicamente en la continuidad de gobiernos partidistas 
que poco invirtieron en salud y educación, dilapidando el erario en campañas 
proselitistas de partido y en preparar los cambios en la conformación del Estado, 
para abrirse a los mercados de Estados Unidos y Canadá mediante la moderni-
zación de sus constituciones y la pacificación del país gracias a negociaciones 
con los grupos en conflicto (Colombia y Perú).

Simultáneamente, el mundo occidental ingresaba a la etapa capitalista de la 
tercerización de la economía y asumía que los servicios educativos, culturales, 
recreativos, de alimentación y transporte reemplazaban la comercialización de 
los bienes de capital y financieros que eran de dominio exclusivo de los países 
del primer mundo. Lo anterior volcó la atención de la banca multilateral en 
la educación y la salud como sectores objeto de privatización y financiación 
potencialmente rentables, además de viables en la integración cultural de los 
países del tercer mundo con los del primero.

Las crisis financieras no se hicieron esperar. Fenómenos de enriquecimiento 
ilícito como el narcotráfico, inundaron rápidamente los mercados de capital 
de Colombia, Perú, Bolivia y Centro América con el subsecuente caos político, 
social y económico. Universidades privadas en Colombia no fueron ajenas en 
su financiación a estos dineros y en medio de una tensión económica fuerte se 
vivió una inflación incontrolable propia del gasto comercial.

La región se debatía entre los países que inauguraban tímidamente la democra-
cia y los que intentaban sostener formas incipientes de ella, con la presión de 
modernizarse rápidamente para poder ser incluidos en los flujos comerciales de 
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los tratados de libre comercio. El promisorio mercado de la educación superior 
era pensado en función de diversos modelos universitarios como el napoleónico 
y el americano y una búsqueda de identidad latinoamericana hacía tránsito 
desde la experiencia de las universidades públicas a la floreciente y vertiginosa 
oferta privada que en la primera mitad del siglo XX era solo exclusividad de las 
comunidades religiosas.

La proclama colectiva por la calidad de la educación superior circuló ampliamen-
te en los escenarios estatales administrativos y académicos en pos de resolver el 
triángulo identificado por Rama (2006) como calidad-costos-cobertura:

Estas tres variables están altamente correlacionadas en una ecuación educativa 
de tipo presencial, de tipo suma cero. Constituyen las aristas de un triángulo en 
equilibrio inestable, que establece una relación entre la cobertura –y por ende, 
los criterios y determinantes del acceso–,el nivel de calidad de la enseñanza, que 
determina sus estándares y definiciones, y los costos, que pautan las modalidades 
y posibilidades de su financiación por el Estado o los particulares (p. 47). 

Casanova (1999) da cuenta de este contexto, pero especialmente se ejemplariza 
el abanico de estudiosos de las políticas públicas en educación comparada:

Ha de considerarse que los estudios comparativos sobre América Latina y el Caribe 
son relativamente recientes [...] existen otras interpretaciones que, surgidas de los 
propios actores de los procesos de decisión en la educación en la educación superior 
no rebasan el nivel descriptivo o de promoción oficial [...] (p. 158).

En un primer comentario concluyente sobre este asunto, que amerita ser pro-
fundizado por la argumentación visible del supuesto enunciado en este escrito 
acerca de la determinación de las políticas educativas internacionales sobre las 
nacionales expresada por una de sus investigadoras (Vélez, 2012), queda claro 
que la región en medio de la homogeneidad de la aplicación de la política con-
serva una heterogeneidad de los ritmos y formas como fueron implementadas 
en las últimas dos décadas del siglo XX y en la primera del XXI.

Casanova (1999) nos muestra, igualmente, cómo la educación superior ha estado 
en manos del Estado y de las oligarquías académicas religiosas y privadas desde 
los años ochenta y es objeto de una alta presión por parte de las nuevas normas 
para que se inscriba rápidamente en las lógicas del mercado, con excepciones 
prudentes como las que se presentan en Argentina, México y Brasil. 

El autor de forma rápida describe cómo se dio el proceso en los diferentes países, 
cuya síntesis se muestra en el Cuadro 7. 
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Cuadro 7
Reformas de política educativa en Latinoamérica 

País Breve recuento del proceso de modernización Hechos significativos 
México A partir de 1970 se da un cambio vertiginoso que 

continuó en 1990, el cual buscaba adecuar los 
modelos nacionales a intercambios más amplios. 
Implementación en 1982 del sistema nacional de 
planeación democrática. 

Crecimiento.
Diversificación. 
Disposiciones de regulación.
Redefinición de los aspectos de 
financiación de la educación 
superior.
Incremento del control burocrático 
y político.
Creación de la comisión Nacional 
de evaluación (Conaeva) 

Chile En los años ochenta la dictadura militar reglamen-
tó los cambios en el sistema
organización de la educación superior por niveles. 
Formas mixtas de ejecutar la inversión pública y 
privada.
Liberalización de las normas para incentivar la 
creación de universidades privadas o mixtas. 

Diversificación del sistema en 
todos sus niveles, modalidades y 
extensiones.
Diversificación de las modalidades 
de financiamiento.
Diversificación de la oferta privada.
Creación de la Ley orgánica Consti-
tucional de Educación en 1990. 
Creación de la Comisión de Estudio 
y el Consejo Superior de Educación 
para la evaluación de la calidad.

Argentina Luego de la dictadura, se restituyen en 1983 
el sistema colegiado de administración de las 
universidades, 
la apertura del acceso a estudiantes y
la gratuidad de la enseñanza, como parte de las 
figuras democráticas recién comenzadas.
A partir de 1993, las reformas se han ido sucedien-
do de forma más amplia. 
Con el gobierno de los Kischner, después de la 
crisis del “corralito argentino” se han apoyado y 
difundido nuevas formas de financiación y subsidio 
estatal a la educación superior pública (más de 
veinte universidades públicas nacionales) y el 
Estado asumió nuevamente el gasto social que los 
europeos conservaron, especialmente en Inglaterra 
donde nunca liberalizaron sus mercados y reestruc-
turaron un capitalismo de Estado. 

En 1989 empieza el proceso de 
modernización.
Se debate acerca de formas mixtas 
de financiación e ingresos a las 
universidades por costos asumidos 
por los estudiantes.
Creación de la Secretaría de Políti-
ca Universitaria.
Flexibilización del régimen salarial 
de los docentes. 
Se establece por decreto la 
autonomía académica en aquellas 
universidades que hayan cumplido 
más de quince años. 
Creación de consejos regionales de 
planificación universitaria.

Brasil La dictadura cae en 1985.
En 1988 se promulga un decreto gubernamental 
que otorga la autonomía universitaria. 
Se enuncia la ley de educación que establece las 
directrices y bases de la educación nacional entre 
1992 y 1993.

Modernización, apertura, liberali-
zación.

Costa Rica En la década de los ochenta, luego de acordar que 
el país fuera paradigma de desarrollo educativo 
y tecnológico, se dio una gran expansión de la 
inversión privada.
Compromisos de financiación mixta estatal y 
privada. 

Elaboró: Vélez, 2012. Fuente: Casanova, 1999.
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Como se observa, hay una réplica en cadena de las figuras legales de democra-
tización de la educación superior, pero los datos que respaldarían la legitimidad 
de la accesibilidad, la equidad y la inclusión, deben consultarse con el objeto de 
determinar si la modernización y la cualificación de la diversificación aportaron 
a los niveles de participación en la formación gradual y posgradual de la región 
y por ende, en el mejoramiento de las condiciones de vida ciudadana. 

Rama (2006) hace su ejercicio de modo sólido –siete años después– en el 
mismo sentido de Casanova (1999) y demuestra que la última década, ha sido 
propicia –en cuanto a educación superior– para la expansión de los organismos 
reguladores del Estado, que han sido el soporte institucional para la formulación 
e instrumentación de las políticas públicas. Señala, además, que en todos los 
países de la región –sin excepciones– se está reforzando la capacidad regulatoria 
del Estado mediante la creación de una nueva institucionalidad y la implemen-
tación de políticas públicas en la gestión de la cuestión universitaria, con base 
en una nueva concepción –basada en el bien público– de la relación entre la 
autonomía universitaria y la libertad de enseñanza (Cuadro 8). 

Cuadro 8
Política educativa en Latinoamérica

País Características de emergencia
Colombia Reorganización del sector público. Creación del Viceministerio de Educa-

ción Superior, nuevo organismo de acreditación de estándares mínimos.
Bolivia Fondo de mejoramiento de la calidad. Creación del Viceministerio de Edu-

cación Superior y de una agencia de aseguramiento de la calidad.
Centroamérica Establecimiento de una agencia acreditadora regional y una agencia acredi-

tadora de posgrados. 
 Brasil Nuevo proyecto de ley de educación superior. Mecanismos de medición de 

la calidad. Agencia de evaluación de la calidad a nivel de pregrado. Políticas 
de incorporación a las universidades de los afrodescendientes.

Chile Proyecto de Ley. Fondos de mejoramiento de la calidad. 
Internacionalización activa de la educación superior. Amplios sistemas de 
becas públicas para promover la equidad. 

Cuba Municipalización de la educación superior a partir de un vasto programa de 
creación de carreras cortas.

Costa Rica Creación de la agencia de aseguramiento de la calidad (Sinaes). Estableci-
miento de acuerdos quinquenales entre las universidades públicas autóno-
mas y el Gobierno para establecer pautas y compromisos

Honduras Ley de transformación de la Universidad Nacional Autónoma de Honduras. 
Venezuela Normas constitucionales y creación del Ministerio de Educación Superior. 

Creación de un sistema público paralelo. Nuevas formas de integración 
universitaria a través de las aldeas universitarias. 

Versión: Vélez, 2012. Fuente: Rama, 2006.
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El proceso anterior se da también en Uruguay, Paraguay, Ecuador, México, El 
Salvador, Panamá, Perú, Trinidad y Tobago y Jamaica (Rama, 2006).

La generalización de la medida confirma que el Banco Mundial generó en el 
año 2007 junto con la Unesco un informe según el cual la educación terciaria 
es importante para fortalecer la gestión y reducir la pobreza: 

[...] el banco aspira aplicar su extensa base de conocimientos y recursos financieros 
[...] al incrementar su capacidad para responder con flexibilidad a las nuevas exi-
gencias de las sociedades del conocimiento, las instituciones de educación terciaria 
aumentarán su contribución a la reducción de la pobreza, gracias a los efectos 
económicos de largo plazo y a los beneficios asociados al bienestar generados por 
un crecimiento sostenido (Banco Mundial, 2007, p. 23). 

Es decir, se esperaba que el mismo proceso de privatización de la educación 
superior generara empleo, capital e ingresos para subsanar las problemáticas 
de pobreza, de acuerdo con el axioma falaz de la economía capitalista de que a 
mayores necesidades, mayores satisfacciones materiales, mayor capital y mayor 
riqueza. Esto implica la creación de mecanismos autosostenibles de financia-
miento de la educación superior avalados por las transformaciones normativas, 
como lo señala Casanova (1999): “Las reformas emergentes en la región han 
tendido a redefinir las formas de financiamiento (nuevos mecanismos de distri-
bución y diversificación de fuentes) y han dado lugar a la creación de múltiples 
mecanismos y entidades de evaluación y acreditación” (p. 162). 

Lo que preocupaba al Banco Mundial desde 1995 era el hecho de que el Es-
tado había excedido sus funciones en el sector de la educación terciaria y era 
el momento de expandir aún más la autonomía del sector privado, dado que 
la educación, al igual que los servicios de cultura, recreación y salud, eran 
requeridos por los ciudadanos de finales del siglo XX, comoquiera que podrían 
transformarse en fuente de ingresos, al igual que el esquema de los derechos 
sociales, políticos y culturales en estas nacientes economías del siglo XXI. ¿ Había 
una determinación de la economía para modificar la norma y el discurso en las 
prácticas de educación superior para los países de desarrollo moderado? Todo 
parece indicar que sí. Es decir, de manera anticipada las políticas educativas 
superiores –mal llamadas públicas– no nacen en el contexto de las determina-
ciones de las políticas sociales de una pretendida sociedad civil que reclama 
el derecho a una educación terciaria con calidad, sino que es un pretexto del 
sector financiero y privado para generar una necesidad pecuniaria y por ende 
una demanda de servicios que se ofertan como mercancías imprescindibles si 
se quiere participar del círculo (¿virtuoso?) del mercado.
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Las premisas que según Casanova (1999) se exigían para la próxima década 
en este sector y región eran: un marco coherente de políticas (condiciones 
mínimas, acreditación de alta calidad, etc.); apoyo con incentivos orientados al 
mercado (políticas del Icetex o privatización del crédito educativo); y autonomía 
universitaria (regulada y vigilada por el Viceministerio de Educación Superior, 
que cambia su función al igual que el Icfes), las cuales, de forma repetida, se 
convierten en el discurso exasperantey multisituado de una mejor educación 
superior con menos posibilidades de accesibilidad en las prácticas reales, como 
se profundizará en el capítulo siguiente.

La conclusión que se avizora es delicada. No hay un consenso de la política 
pública en educación superior; no es el resultado de una concertación entre 
sociedad civil y Estado; no hay una mejora en el sentido de asumir este modelo 
de evaluación y estratificación de la oferta educativa. El sector privado no puede 
resolver el déficit fiscal de la educación pública y no es cierto aquello de que a 
mayor investigación o vinculación con el sector empresarial, mayor calidad y 
mayores ingresos.

El modelo implementado solo permite monopolizar como renglón de la economía 
la oferta privada de la educación superior, del mismo modo como inicia en el 
siglo XVI en América Latina la primera universidad regida por los dominicos 
en República Dominicana. Nuevamente, se trata de financiar y privilegiar la 
educación de las elites; enclaustrar los saberes científicos y tecnológicos ac-
tuales como en el medioevo lo hicieran los poderes eclesiásticos o los grandes 
señores feudales que poseían la tierra y patrocinaban a los pocos escribientes 
que necesitaban.

Tal vez la reforma la hacen aquellos requieren democratizar la ciencia, la tecno-
logía y el desarrollo, para aumentar las competencias alfabetizadas digitales de 
los futuros consumidores de una información que circula gracias a la mediática/
telemática de los portales de acumulación de la ciencia/información en su forma 
más digerible de producción de conocimiento como bases de datos. 

En el capítulo siguiente se dará cuenta de las metáforas y representaciones con 
las que las instituciones de educación superior asumen estos discursos normati-
vos y jurídicos, con el fin de generar discursos de resistencia y alternativos a los 
conceptos de calidad, democracia, equidad, accesibilidad posibles y legítimos 
para el grupo poblacional que casi siempre queda excluido de estas tendencias 
de concentración de la riqueza, que en este caso aparece como la ciencia y la 
tecnología transmitida y titulada por uno de los centros de institucionalidad 
llamada universidad.
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Antecedentes históricos de la educación superior  
en el siglo XX en Colombia y América Latina
La tradición latinoamericana del siglo XX en educación superior está marca-
da profundamente por la simbiosis Iglesia-Estado-mercado. En sus inicios, la 
religión católica sirvió como modelo para imponer el estilo de educación que 
requería la colonización española; actualmente, es la empresa la que genera el 
discurso administrativo de la rentabilidad que reemplaza el saber académico 
por el de la gestión. 

Lo anterior ha definido un destino de desarrollo de la universidad latinoameri-
cana actual, de tipo hegemónico y orientado por estándares de funcionamiento 
y calidad que no posibilitan la coexistencia alternativa de otros enfoques y 
dimensiones. La laicización educativa, pese a sus cuarenta y siete años de reco-
rrido, no resuelve la necesidad de formación de toda la población colombiana; 
solo se logró un naciente proceso de secularización en la década de los treinta 
“[…] en que apenas en 1935, Colombia logra fundar una universidad pública 
divorciada de la Iglesia” (Kent, 2002, p. 11). 

A su vez, se volvió un lugar común considerar que la formación profesional 
generaba movilidad social y por ende empleo automático. Igualmente, se com-
partió el prejuicio de que con el convencimiento dado por el pensamiento de la 
modernidad y transmitido por medio de la titulación que la educación superior 
ofrece, se lograba el acceso al desarrollo concebido como sociedad de bienestar 
donde se puede estar incluido solo por efecto de la democracia social con respecto 
a los beneficios del mundo de la ciencia y la tecnología en la segunda mitad y 
finales del siglo XX y la tensión entre educación superior pública y educación 
superior privada “[…] esto, es lo que, inclusive, justifica su control por el Estado, 
así como su financiamiento por el poder público” (Kent, 2002, p. 11).

La modernización de la sociedad implantó medidas que definieron los comienzos 
de las formas reestructuradas de financiamiento privado o mixto, la autonomía 
universitaria, la estructura disciplinar bajo control de las actividades académicas 
y la apariencia de la legitimidad social en los espacios consultivos y proyección 
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política de las instituciones de educación superior, como se describió en la parte 
final del capítulo anterior.

El modelo de educación superior que se ha conocido y defendido en cincuenta 
años se define como: “[...] un sistema orientado a la enseñanza” (Kent: 2002, 
p. 12) cuya postura académica se basa en la cátedra libre que sustenta la do-
cencia/docente, posicionada en su ejercicio de magistralidad como si tuviera la 
“verdad”; es decir, el maestro universitario en su diálogo cerrado con el saber. El 
desarrollo de las demás funciones sustantivas (investigación, proyección social, 
bienestar, etc.) son de reciente aparición en nuestras universidades (finales de 
los años noventa). 

A partir de los años sesenta, las universidades se orientaron hacia la formación 
profesional en carreras tradicionales (medicina, derecho, ingenierías, etc.) que 
según el pensamiento de la época, eran necesarias para los proyectos de desa-
rrollo de las “subdesarrolladas” repúblicas latinoamericanas en las que reposaba 
un imaginario colectivo de prestigio disciplinar y ocupacional. 

Schwartzman (1993) citado por Kent (2002), explica cómo las universidades 
latinoamericanas del siglo XX “[…] se organizaron como federaciones de escue-
las profesionales dotadas de gran autonomía, que impartían carreras específicas, 
por lo cual no había espacio para una formación general no profesional, ni para 
la investigación básica” (p. 12). 

Otra característica de las instituciones de educación superior caracterizadas fue 
la fuerte politización de la vida académica promovida por las organizaciones 
estudiantiles de corte izquierdista, ya que se juzgaba que a través de la educación 
superior se lograría la transformación social y el ingreso de los países latinoa-
mericanos en la modernidad civilizadora: “El movimiento estudiantil agitó la 
vida universitaria y se constituyó como actor político de gran importancia en los 
procesos de transformación no solo de la educación superior, sino de regímenes 
políticos dictatoriales e incluso de la sociedad en general” (Kent, 2002, p. 13).

Si se busca definir el sector de la educación terciaria como precedente a la pri-
mera década del siglo XXI en América Latina, se podría afirmar que la época 
de la postguerra en Europa marcó un cambio en los paradigmas bajo los cuales 
se había desarrollado el discurso de la modernidad democrática, incentivado 
en décadas posteriores, el surgimiento de nuevas formas de compresión de la 
realidad, que en el caso latinoamericano se puso de presente cuando los hijos 
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ilustres de la burguesía criolla regresaron de estudiar en el extranjero. Así, el 
mundo académico se vió traspasado por las nuevas corrientes de pensamiento:

Durante el correr del siglo, los cambios demográficos, la masificación de la educación 
media, la urbanización y la creciente importancia económica del conocimiento y 
de las destrezas, técnicas y profesiones y el incremento de la competencia de los 
mercados laborales cada vez más exigentes contribuyeron en conjunto a que la 
educación superior dejara de ser una institución educativa accesible a una elite y 
se convirtiera así en un factor vital para los planes de desarrollo nacionales y de 
movilización social (Rama, 2006, p. 37). 

La guerra fría se trasladó a los escenarios universitarios y se alimentaba de la 
inconformidad política y económica que suscitaban los gobiernos criollos mo-
nopolizadores de los privilegios nacionales y de movilidad internacional, que en 
un panorama de analfabetismo letrado amplio sirvió de caldo de cultivo para 
imaginar el cambio social a partir del cambio de las instituciones educativas de 
segundo y tercer ciclo:

En la década de 1960, al calor de la Revolución cubana y de una amplia concien-
cia universitaria, se produjeron fuertes eclosiones estudiantiles en toda la región, 
el movimiento estudiantil organizado defendió claramente propuestas políticas 
asociadas al cambio social, asumió una actitud radicalizada y tomo la senda de la 
acción política (Rama, 2006, p. 42).

Interpretados estos sucesos cincuenta años después, es factible juzgar que la 
liberalidad estudiantil a su vez reprodujera la petición de modernización de las 
universidades latinoamericanas como un esfuerzo por democratizarla, con el 
argumento de que el imperialismo norteamericano impedía el desarrollo de la 
autonomía universitaria. Por ello, “[…] su principal bandera fue la cogestión, y 
del otro lado, los líderes científicos e intelectuales defienden la investigación y 
la transformación de la estructura y de las funciones de la universidad” (Kent, 
2002, p. 15). 

Los años sesenta y setenta fueron el periodo de las conquistas laborales democrá-
ticas actuadas por estudiantes, profesores y obreros, las cuales se vienen flexibi-
lizando desde finales de la primera década del siglo XX; en sintonía con un país 
que requería industrializarse para dar cabida a las importaciones provenientes 
de Estados Unidos, Canadá y Europa. La educación superior experimentó estas 
demandas de la economía como el surgimiento de una nueva clase media urba-
na asalariada, para la cual la universidad representaba un importante canal de 
ascenso social, legitimación de nuevas posiciones y acceso a un nuevo mercado 



52 Las políticas en educación superior en Colombia (1992-2010)

de trabajo (Kent: 2002). Asimismo, la década de los setenta se caracterizó por 
la aparición de nuevas universidades, tanto públicas como privadas.

Al corriente de esta lógica, las reformas en educación se asociaron con el periodo 
de desarrollo económico de crecimiento y se presentó una gran expansión de 
la matrícula. Los años ochenta fueron conocidos por los historiadores sociales 
y educativos como la década perdida en el pensamiento de resistencia en el 
país. Docentes, estudiantes e intelectuales desencantados de los movimientos 
contraculturales de los sesenta y setenta, vieron con desilusión la elitización de 
la educación privada y la conservación del statu quo de una clase política domi-
nante cuyas familias se perpetuaban con base en el prestigio que la formación 
en el exterior, sustentada en becas externas, otorgaba.

En contraste con lo anterior, Rama (2006) explica los motivos por los cuales el 
modelo elitista que había identificado tradicionalmente al mundo de la educa-
ción superior, desapareció: 

La crisis económica de los Estados latinoamericanos fue tal vez la variable domi-
nante que determinó la incapacidad del mantenimiento del modelo universitario 
exclusivista, en tanto el crecimiento de la demanda estudiantil no pudo ser cubierto 
por los limitados ingresos públicos. Este escenario abrió el camino a un nuevo modelo 
educativo, marcado por la mercantilización, la expansión de la educación privada y 
la diferenciación a través del aumento de las instituciones no universitarias (p. 46). 

En la década de los ochenta, los distintos planes de desarrollo de los gobiernos 
colombianos de turno llamaron la atención sobre

[…] las bajas tasas de escolaridad, la ausencia de actividades de investigación 
y de extensión a la comunidad, la concentración de la oferta, la inequidad en la 
distribución de los aportes estatales, la desconexión con el sector productivo, la falta 
de articulación con los otros niveles educativos y los altos índices de desempleo, 
como los problemas más agudos de la educación superior (Caro, 1993, p. 15).

Aunque aumentaron las instituciones de educación superior de carácter privado, 
las universidades públicas reconfiguraron los niveles de exigencia para el ingreso 
de nuevas cohortes, por eso: “[…] el acceso a las instituciones de educación 
superior públicas se ha tornado más inequitativo con el establecimiento de 
barreras de ingreso y diversas restricciones al acceso irrestricto en base a cupos, 
exámenes e inclusive aranceles” (Rama, 2006, p. 72). 

Se anunciaban de esta forma los argumentos contextuales para definir las 
nuevas políticas de modernización del sector educativo terciario y con ello la 
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necesidad de financiarlo (endeudarlo) para reestructurarlo y hacerlo susceptible 
a las figuras de modernización necesarias para ingresar al nuevo mercado. El 
concepto de calidad de las universidades americanas vinculadas a la empresa 
fue ganando presencia en la discursividad de las directivas académicas. La 
fórmula parecía clara:

Educación con calidad+investigación+relación con la empresa = desarrollo.

A continuación, el derramamiento hacia las capas poblacionales excluidas 
era fácil: o con su ingreso a niveles de formación técnica o tecnológica en 
cadena de formación, que les permitiera insertarse en el mercado laboral para 
luego profesionalizarse y posgraduarse (ciclos propedéuticos), o en permanente 
cualificación, en el esquema de educación no formal ahora llamado “educación 
para el trabajo y el desarrollo humano”.

De otro lado, se buscaron formas de desconcentrar la oferta tanto con el fomen-
to de las instituciones de educación superior privadas, como con la expansión 
de la regionalización en la modalidad de la educación a distancia y el apoyo a 
centros regionales de formación en educación superior (Ceres). En las últimas 
dos décadas del siglo XX, se dio un cambio sustancial en la forma de concebir el 
acceso a la educación superior, al pasar de “[…] el modelo tradicional universi-
tario del siglo XX, que vivió en los años de 1980 y de 1990 un vigoroso proceso 
de transformación debido al incremento de los establecimientos privados, a la 
diferenciación y regionalización de las instituciones, al aumento de la matrícula 
y a la reducción relativa del peso de la educación superior pública” (Rama, 2006, 
p. 62). Como consecuencia de lo anterior y fruto de la ampliación de la cobertura 
con la regionalización y creación de nuevas instituciones de educación superior 
(ie) muchas de ellas motivadas por intereses políticos que lograron la aprobación 
de universidades con varias seccionales por parte del Estado colombiano (tal 
es el caso de las universidades Antonio Nariño y Cooperativa de Colombia, 
para citar solo dos instituciones), generaron una nueva forma de entender el 
mercado de la educación superior en Colombia.

La educación se tornó más profesionalizada con la expansión privada, por cuanto 
en estas universidades –con honrosas excepciones– se produce poca investigación. 
Su actividad se orienta exclusivamente a la docencia dados los costos de inversión 
menores en el modelo de atención masiva magistral. En relación con la proyección 
social y las labores de extensión la oferta de cursos cortos, estos son resultado de 
nichos de demanda y no de la presencia de procesos académicos internos que se 
expresen por la creación de conocimientos especializados e innovadores, lo cual 
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refuerza el hecho de que sus docentes sean mayoritariamente de tiempo parcial y 
estén asociados al ejercicio profesional y no a la investigación (Rama, 2006, p. 74).

Otros de los fenómenos emergentes que la educación superior de la actualidad 
ha respaldado son la flexibilización en horarios, modalidades, criterios de ingreso, 
currículos móviles y cambios de modelos extensivos de formación por intensivos. 
El sector se volvió dinámico socialmente y económicamente en su diversidad 
produciendo así altas tasas de rentabilidad y dando lugar al nacimiento de una 
de las figuras de mayor influencia en la vigilancia y regulación del sector: el 
tecnócrata educativo. 

En la década de los ochenta, la función política que se atribuía a la universidad 
tradicional (formación de la élite política dirigente) fue reemplazada por una 
función económica de formación de la moderna tecnocracia que requería la 
economía y en particular, del mercado de trabajo. La inversión en educación 
pasó a ser considerada, entonces, como inversión en capital humano con alta 
rentabilidad social. El proceso modernizador trajo consigo un crecimiento 
vertiginoso del sistema y el acceso de nuevos grupos sociales a la educación 
superior (Caro, 1993, p. 11).

Las jóvenes intituciones de educación superior (ie) privadas entraron a competir 
con las llamadas universidades tradicionales (Andes, Javeriana, Santo Tomás, 
etc.) y al ampliarse el espectro de instituciones de educación superior se hizo 
necesario ofrecer otras modalidades de educación diferentes de la presencial. 
Esta explosión de programas

[…] obligó a buscar nuevas alternativas curriculares para la creciente demanda 
por educación superior de parte de grupos sociales medios y populares como pro-
ducto de la modernización. Este fenómeno produjo lo que se ha llamado el paso 
de la universidad moderna a la universidad de masa, a través de los programas de 
carácter intermedio, los tecnológicos, los nocturnos y los programas de educación 
a distancia (Caro, 1993, p. 15).

La proliferación de la oferta a su vez fue interrumpida por la competencia desme-
dida que se presentó en el mercado universitario, donde se hizo urgente (como 
argumento) regular la calidad de las instituciones para que no amenazaran la 
estabilidad de las tradicionales corporatividades educativas de las comunidades 
religiosas o las élites políticas, con lo cual se depuró el sector y se conservó el 
ejercicio del monopolio y la tradición. 

Este breve recorrido permite ilustrar la forma como América Latina –y en 
nuestro caso, Colombia– asumió las recomendaciones de los órdenes externos 
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económicos y políticos. Cabe preguntarse, entonces, ¿realmente la calidad 
educativa permite el desarrollo y fomenta la equidad? Esta concepción estanda-
rizada de calidad ¿es coherente con las condiciones contextuales de la población 
colombiana? ¿Cómo insertar al país en un enfoque sostenido de crecimiento 
y mejoramiento de la educación universitaria sin elitizar nuevamente este 
servicio? ¿Será que la educación técnica y tecnológica superior permite mayor 
accesibilidad y coadyuva a cerrar la brecha? A continuación, como parte de la 
forma como las prácticas institucionales universitarias incluyeron los efectos 
de la Ley 30 de 1992, se analizarán los cambios de este nivel. 

La educación técnica y tecnológica en Colombia 
después de la Ley 30
Definir la concepción y lugar que ocupa la oferta de la educación tecnológica 
y técnica en el país en la primera década del siglo XXI, significa asumir dos 
enfoques comprensivos, a saber: el legal y el académico. Para algunos aún no es 
clara su forma de inserción en el proceso de profesionalización ya que sobre la 
educación a distancia pesa el prejuicio de ser considerada como formación de 
segunda calidad. La educación técnica y tecnológica es una modalidad educativa 
de formación para el trabajo que en Colombia tiene un enfoque más de tipo 
“[…] curricular e institucionalmente ha estado separada de las ingenierías y de 
las ciencias naturales” (Gómez, 1995, p. 45). Esta modalidad busca la formación 
de un talento humano calificado que tanto necesita el país para su desarrollo 
económico y social. 

La propuesta no es nueva después de la Ley 30 de l992. De hecho proviene 
de la década de los setenta, cuando a partir de la expansión de la tecnología 
educativa se dio fuerza a la creación y desarrollo de los inem y los politécnicos 
nacionales a fin de formar una mano de obra calificada que pudiera operar los 
bienes de capital y tecnológicos que ingresaban al país en su momento de indus-
trialización y desarrollo: “Los institutos politécnicos que nacieron a comienzos 
de los años setenta, comenzaron a ofrecer las llamadas carreras intermedias o 
de corta duración, las cuales fueron incluidas en las estadísticas del sector en 
1975 como programas tecnológicos” (Caro, 1993, p. 21).

Empero, aunque se han depositado muchas esperanzas en que la formación tec-
nológica y técnica apoye el desarrollo científico del país, a excepción del sena hay 
una inercia burocrática y un imaginario social de desprestigio que no potencia 
este tipo de formación, como sí sucede en Estados Unidos, Canadá y Europa. 
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En países como el nuestro,

[…] las posibilidades de progreso dependen fundamentalmente de la generación de 
su capacidad científica y tecnológica, como condición no solo para la apropiación 
creativa del conocimiento más avanzado a nivel internacional y su adecuación a las 
características económicas, sociales y culturales particulares, sino principalmente 
para la generación de nuevos conocimientos derivados de la capacidad endógena de 
investigación y desarrollo en el contexto único de esas características particulares 
(Gómez, 1995, p. 8).

Por lo anterior, es imperativo que la educación terciaria dé peso específico a 
esta modalidad formativa.

La oferta reciente que nace de los decretos 2566 de 2005 y 1295 del 2010 que 
reemplazó al anterior, fue una oportunidad para transformar el esquema educa-
tivo cerrado de titulación profesional de cinco años por ciclos propedéuticos, lo 
que produjo el acceso masivo que se esperaba pese a la poca maleabilidad de los 
programas profesionales en ciencias administrativas, comerciales e ingenierías, 
como nichos de continuidad formativa que buscaban hacer realidad el paradigma 
de educación permanente con el ritmo proyectado.

Las universidades tradicionales miran de forma peyorativa este tipo de formación 
y los “especialistas en el tema” atribuyen la baja calidad de esta educación a la 
ausencia de fundamentación conceptual en la diferenciación de la modalidad 
técnica de la tecnológica y a la ausencia de formulación de objetivos curriculares 
y pedagógicos que se persiguen en cada una. Este es el segmento de la educación 
superior en el que prevalece un sinnúmero de instituciones privadas de dudosa 
calidad, orientadas más por el principio del “negocio”, que por una preocupación 
real de preparar los técnicos o tecnólogos que necesita el país. 

Lo anterior ha hecho que la formación tecnológica presente varias debilidades 
de percepción de prestigio como son: que sea sinónimo de formación técnica 
no formal; que la mayoría (más del 60 %) de los programas tecnológicos se 
relacionen con áreas del conocimiento que nada tienen que ver con la pro-
ducción de tecnologías (administración, artes, educación, humanidades, etc.); 
y por último, que la mitad de los programas tecnológicos sean ofrecidos como 
programas nocturnos y a distancia (Caro, 1993).

No obstante este imaginario de minusvalidez científica, la educación tecnológica 
ha permanecido estable en su crecimiento dentro de la modalidad de educación 
superior y con tendencia a la expansión (Tabla 1):
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La rápida expansión ha estado apoyada en un conjunto de expectativas sobre su 
contribución al desarrollo económico, a la productividad laboral, a la mayor ade-
cuación entre la educación superior y la estructura ocupacional, a la diversificación 
de la oferta curricular y a la democratización del acceso social a la educación 
superior (Gómez, 1995, p. 10).

Tabla 1
Evolución de las ie según tipología

Tipo de institución
2000 2009

No.  % No.  %
Institución técnica profesional 43 17 % 42 15 %

Institución tecnológica 48 19 % 51 18 %

Institución universitaria 85 34 % 109 39 %

Universidad 77 30 % 80 28 %

Total 253 100 % 282 100 %

Elaboró: Vélez, 2012. Fuente: Gómez, 1995.

Finalmente, poco se conoce sobre la calidad de la formación de los tecnólogos 
que egresan de las ie colombianas:

No se han verificado los supuestos sobre la identidad profesional del tecnólogo, ni 
sobre su demanda o necesidad ocupacional, ni sobre sus diferencias con el nivel 
técnico. Tampoco se han clarificado sus relaciones ocupacionales con el ingeniero 
y el científico y la justificación ocupacional del tecnólogo formado en el país no es 
convincente (Gómez, 1995, p. 10).

Tipificación de las instituciones de  
educación superior en Colombia
Según la Ley 30 de 1992, la educación superior en Colombia se ofrece en dos 
niveles: el nivel de pregrado y el nivel de postgrado. El nivel de pregrado tiene 
tres subniveles de formación, así:

 – Nivel técnico profesional. 

 – Nivel tecnológico.

 – Nivel profesional. 

Pueden ingresar a los programas formales de educación superior a nivel de 
pregrado, quienes certifiquen ser bachilleres y hayan presentado el examen 
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de Estado. La constante en el siglo XX de este nivel y de otras modalidades 
fue su diversificación. Se pasó de un modelo exclusivista universitario a un 
modelo donde “[…] la masificación se dio más por la vía de las instituciones 
y los programas tecnológicos y el crecimiento de los programas nocturnos y a 
distancia. Entre 1975 y 1990, los programas nocturnos crecieron en un 125 % 
y los programas a distancia en un 39 %” (Caro, 1993, p. 13).

En el Sistema Nacional de Información de la Educación Superior (snies), periodo 
2000-2009, podemos constatar el incremento de las instituciones universitarias 
pero sumando las técnicas profesionales y tecnológica (93). Las instituciones 
de educación superior han sido una buena opción para que las anteriores evo-
lucionen en su naturaleza, lo que evidencia en las 85 instituciones en el 2000 
que pasaron a 109 en el 2009; además, se dio un leve crecimiento en el número 
de universidades que pasaron de ser 77 en el 2000 a 80 en el 2009.

Tabla 2 
Evolución de las ies según tipología

Tipo de institución
2000 2009

No.  % No.  %
Institución técnica profesional 43 17 % 42 15 %

Institución tecnológica 48 19 % 51 18 %

Institución universitaria 85 34 % 109 39 %

Universidad 77 30 % 80 28 %

Total 253 100 % 282 100 %

Fuente: Sistema Nacional de Información de la E.S. (snies) – men. 2012.

Según el snies, el 71 % de las ie son privadas y el 29 % públicas. En los últimos 
diez años las ie privadas han aumentado en un 17 %. 

Como efecto de las dinámicas analizadas después de la expedición de la Ley 30 
y dado el impacto que las políticas públicas en educación superior ha generado, 
se presenta un crecimiento de la oferta privada consecuente con la tendencia 
de privatización del sector (Tabla 3).

Concomitantemente se presenta el fenómeno propio de la cobertura de acceso 
a los estratos 1, 2, y 3 que ofrece la universidad pública. Así las cosas, aunque 
el número de ie privadas es mayor, la matrícula es superior en las ie públicas. 
Durante el periodo analizado, la matrícula evolucionó en las públicas de forma 
aumentativa. El cubrimiento de las ie estatales ha aumentó en contraste con 



59Prácticas institucionales universitarias a partir de la Ley 30 de 1992

la participación de las privadas, por el interés del Gobierno de incrementar su 
cobertura de atención. La matrícula ha crecido en forma constante gracias al 
aumento en el número de egresados de la educación media, que ha sido expo-
nencial. Pero también debido a la potenciación del recurso público en educación 
y al llamado del Gobierno para que las universidades públicas diversifiquen su 
ingreso con ventas de servicios educativos que se constituyan en capital propio, 
de acuerdo con la tendencia de privatización de la universidad pública y la 
descarga del Estado de su exclusiva financiación (Tabla 4).

Tabla 4
Matrícula por sector

Año Oficial Privado Total Oficial (%) Privada (%)

2002 416.722 583.426 1.000.148 41,67 % 58,33 %

2003 470.532 579.500 1.050.032 44,81 % 55,19 %

2004 541.274 572.452 1.113.726 48,60 % 51,40 %

2005 588.051 608.639 1.196.690 49,14 % 50,86 %

2006 661.612 622.453 1.284.065 51,52 % 48,48 %

2007 739.468 621.680 1.361.148 54,33 % 45,67 %

2008 827.259 665.035 1.492.294 55,44 % 44,56 %

2009 877.346 707.949 1.585.295 55,34 % 44,66 %

Fuente: snies-men, 2012.

Igualmente, se puede hacer el análisis de los efectos de estas determinaciones 
normativas con base en la matrícula por nivel de formación. En los datos 
suministrados por el snies (2012), los colombianos siguen prefiriendo los pro-
gramas profesionales por encima de la formación técnica y tecnológica. Las 
especializaciones han tenido una fuerte disminución desde el año 2003 en la 
presentación de nuevos registros ya que las maestrías proporcionan más rendi-
mientos económicos y académicos; las ie han reducido su oferta académica de 

Tabla 3
Evolución de las ie según su naturaleza jurídica

2000 2001 2002 2003 2004 2005 2006 2007 2008 2009

Oficial 79 79 80 81 81 74 74 81 81 81 29 %

Privado 174 182 187 189 190 190 196 197 201 201 71 %

Total 253 261 267 270 271 264 270 278 282 282 100 %

Fuente: snies-men, 2012.
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especializaciones, en parte por las políticas nacionales que privilegian las maes-
trías como programa de larga vida y formación científica, las cuales demuestran 
un crecimiento sostenido; sigue siendo preocupante el número de doctores que 
se forman en el país, el cuál, pese a la enunciación de su necesidad, no logra el 
estándar deseado para la fecha 

Tabla 5
Matrícula por nivel de formación

Año Doctorado Especialización Maestría
Técnica 

profesional Tecnológica Universitaria Total
2002 350 55.023 6.776 54.806 128.177 755.016 1.000.148

2003 583 43.845 8.978 84.657 130.116 781.853 1.050.032

2004 675 39.977 9.975 120.496 142.394 800.209 1.113.726

2005 968 46.045 11.980 136.490 158.573 842.634 1.196.690

2006 1.122 47.513 13.107 171.338 175.748 875237 1.284.065

2007 1.433 41.204 14.390 206.791 186.789 910.541 1.361.148

2008 1.546 46.349 16.617 224.024 239.798 963960 1.492.294

2009 1.807 57.685 19.660 185.826 315.311 1.005.006 1.585.295

Fuente: snies-men, 2012.

Al contrario de las fortalezas que imponen las tic y la sociedad del conocimien-
to, la educación presencial sigue siendo fuerte en relación con la educación a 
distancia o virtual. Son muy pocas las ie que le están apostando a la educación 
virtual cuando en el contexto internacional es lo que se impone, ya sea por 
desconfianza hacia esta modalidad de formación la cual va interrelacionada 
con la internacionalización de las universidades nacionales hacia las regiones 
latinoamericanas e iberoamericanas en primera instancia o por inexperiencia 
tecnológica. En este ítem se trata de responder al desafío no solo tecnológico, 
sino también organizacional y cultural de comprender que los centros de apren-
dizaje hace más de una década se están alejando de las formas presenciales de 
control académico tradicional.

Deserción
La deserción es un asunto a todas luces preocupante, más en un país caracte-
rizado por las inequidades sociales que hacen que unos pocos logren graduarse 
de una universidad. En la Tabla 7 se observa una disminución progresiva de la 
deserción cada semestre/año. La percepción de las ie la sitúa entre el primero 
y tercer semestre en un 52 % aproximadamente y en todo el proceso en un  
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12 % (¿contradicción de la información?). De todas maneras llama la atención 
el hecho de que la mitad de los que se matriculan en un programa no lo ter-
minan satisfactoriamente. La meta que tiene el men para el año 2019 es llegar 
a una tasa del 25 %, razón por la cual está financiando una convocatoria para 
las ie que demuestren proyectos exitosos en la permanencia de los estudiantes.

Tabla 7
Deserción en educación superior

2002 2003 2004 2005 2006 2007 2008 2009

Semestral N.D. 16,5 % 15,8 % 13,1 % 11,5 % 10,7 % 12,1 % 12,4 %

Cohorte 52,6 % 51,6 % 48,4 % 48,3 % 47,8 % 46,4 % 44,9 % 45,3 %

Fuente: Fuente: snies-men, 2012.

Flexibilidad laboral de los docentes
El sector educativo no es el único que está cambiando sus reglas de juego 
laborales. La tensión registrada alrededor de las demandas de la sociedad del 
conocimiento de flexibilizar las formas de trabajo se ha convertido en una ten-
dencia difícil de ignorar. Uno de los problemas estructurales que ha afectado 
a las universidades en el sentido de asumir cambios como el teletrabajo y la 
teleformación es la forma como se han orientado los procesos académicos: “La 
educación superior se ha centrado más en la distribución de conocimientos que 
en la generación o producción de ellos. La docencia universitaria así entendida 

Tabla 6
Matrícula por metodología

Año
A distancia  
(tradicional)

A distancia 
(virtual) Presencial Total

2002 86.107 2.782 911.259 1.000.148

2003 83.820 2.426 963.786 1.050.032

2004 89.483 3.049 1.021.194 1.113.726

2005 100.845 2.926 1.092.919 1.196.690

2006 96.654 4.456 1.182.955 1.284.065

2007 122.286 6.063 1.232.799 1.361.148

2008 144.373 7.429 1.340.492 1.492.294

2009 175.920 9.909 1.399.466 1.585.295

2010* 188.012 10.180 1.493.605 1.691.797

Fuente: Fuente: snies-men.
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y practicada se traduce en capacitación o entrenamiento (no en educación o 
formación) para la producción de profesionales” (Caro, 1993, p. 15).

Pareciera que lo importante en el pensamiento de los directivos de las universi-
dades fuera lo disciplinar y no lo pedagógico y desde esa perspectiva tradicional 
“[…] las metodologías pedagógicas no son tema central en las discusiones sobre 
la educación superior, cuando de ellas depende que se fomente o no el espíritu 
innovador, creativo y crítico, la curiosidad científica y la capacidad de resolución 
de problemas” (Caro, 1993, p. 20).

Según Moreno (2010) Colombia y Bolivia ocupan los más bajos lugares del coe-
ficiente Gini en la región latinoamericana en cuanto a los sueldos y condiciones 
laborales de los docentes universitarios:

Figura 1
Listado de los países con mayor desigualdad según el coeficiente de Gini

Fuente: Medina y Galván (2008).

Fuente: Cáculos de los autores sobre la base de datos de las encuestas de hogares.

Igualmente, en comparación con los estándares en EE. UU. y Europa, las jor-
nadas de trabajo de los docentes en Colombia y Bolivia tienen una sobrecarga 
de nueve y veintidós horas, respectivamente.

Estrato de desigualdad Países Coeficiente de Gini
Bajo (0,451-0,470) Uruguay 0,451

Costa Rica 0,470
Medio (0,471-0,510) Venezuela 0,490

El Salvador 0,493
Alto (0,511-0,559) Chile 0,520

Argentina 0,526
México 0,528
Ecuador 0,531
Paraguay 0,536
Guatemala 0,543
Panamá 0,545

Muy Alto (0,560 y más) Bolivia 0,561
Colombia 0,564
Brasil 0,568
Rep. Dominicana 0,569
Nicaragua 0,579
Honduras 0,587

Promedio simple 0,533



63Prácticas institucionales universitarias a partir de la Ley 30 de 1992

En este nuevo marco donde prima la mercantilización de la educación supe-
rior, los docentes se han transformado en unos obreros del conocimiento que 
deben desempeñarse prácticamente como mercenarios que trabajan en varias 
universidades para completar una salario mínimamente digno: “La expansión 
del sistema de educación privada ha masificado en esa área el mecanismo de 
vinculación por horas (sic) de docencia, y la ausencia de sistemas de seguridad 
para los docentes, que se han transformado sin desearlo en empresas uninomi-
nales” (Rama, 2006, p. 64).

Así mismo, se han encontrado unos componentes contradictorios en el sistema 
de cualificación de la educación superior: mientras las universidades públicas 
y privadas se certifican, las condiciones laborales de estabilidad y salario de los 
docentes ocasionales o de cátedra empeoran. Esto nos lleva a plantearnos pre-
guntas acerca de cómo se ejerce a este respecto el papel de vigilancia y control 
de la calidad a las ie por parte del Estado.

La respuesta es que parece nulo o invisible, sobre todo en un contexto en el 
cual bajo el argumento de la libertad de enseñanza

[…] se permitió una amplia creación de instituciones de educación superior, muchas 
de las cuales ejercieron prácticas perversas que derivaron en una libertad absoluta para 
abrir o cerrar programas, contratar profesores sin concursos ni credenciales, carencia 
de carreras docentes, aumento de los precios de las matrículas de manera arbitraria 
e incumplimiento de los mínimos requisitos de infraestructura (Rama, 2006, p. 68).

Caro (1993) nos presenta algunas cifras que muestran el grado de pauperización 
en que se encuentra la profesión docente desde hace más de cuarenta años. 
Entre 1970 y 1990 el número de docentes se incrementó en un 409 %, aumento 
mucho mayor en el sector privado (634 % frente al 248 % del sector oficial), 
el cual pasó de participar con el 42 % del total en 1970 al 60 % en 1990. Sin 
embargo, mientras la mayoría de los docentes del sector privado son de hora 
cátedra, en el sector oficial son de tiempo completo. No obstante, esa proporción 
ha venido en declive (59 % en 1975 y 46 % en 1990) en favor de los docentes 
de hora cátedra (30 % en 1975 y 43 % en 1990).

En las tablas 8 y 9 podemos ver que la mayoría de los docentes son de hora 
cátedra y no tienen un título de doctorado. Solo algunas universidades de las 
tradicionales poseen un grupo significativo de doctores y su número no tiende 
a aumentar.
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Tabla 8
Docentes por nivel de formación

2002 2003 2004 2005 2006 2007 2008 2009
Doctores 2.445 2.617 2.871 3.193 3.540 3.522 4.105 4.578

No doctores 80.897 87.686 89.666 95.143 97.066 98.623 105.539 105.910

Total 83.342 90.303 92.537 98.336 100.606 102.145 109.644 110.488
Fuente: snies-men, 2012.

Tabla 9
Docentes según su dedicación

Dedicación 2002 2003 2004 2005 2006 2007 2008 2009
Tiempo  
completo

19.745 21.435 23.053 24.415 27.099 29.431 33.098 33.288

Medio 
tiempo

9.289 9.852 10.528 11.377 11.855 13.243 141.77 15.028

Catedráticos 54.308 59.016 58.956 62.544 61.652 59.471 62.369 62.172

Total 83.342 90.303 92.537 98.336 100.606 102.145 109.644 110.488

Fuente: snies-men, 2012.

Investigación
La investigación en nuestras universidades sigue siendo su talón de Aquiles, ya 
que investigar es costoso porque exige docentes de tiempo completo dedicados 
a desarrollar las líneas de investigación. “Una modalidad de medición del grado 
de desarrollo de la investigación está dado por la existencia de doctorados y 
maestrías. Sin embargo, la región tiene un nivel muy bajo de matrícula en estos 
niveles (Rama, 2006, p. 75).

Se han ensayado varias formas de invertir en investigación sin incrementar 
los costos. Mientras los docentes se sobrecargan con la función, el sistema de 
ciencia y tecnología del país se sofistica y hace inalcanzables los altos estándares 
de posicionamiento científico con base en los indicadores internacionales, tanto 
para grupos de investigación como para publicaciones indexadas. 

Luego de expedida la Ley 30 de 1992, se generaron conceptos y diferenciacio-
nes sobre la investigación propiamente dicha (científica) y la formativa. El cna 
estableció en sus primeros momentos las distinciones entre ambas, replicando 
un poco y con la debida diferencia, las que existen entre ciencias básicas y 
ciencias aplicadas.
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Las universidades tienen poca de la primera y mucha sin sistematizar de la segun-
da. Desde el 2000 y hasta el 2012, la consigna para las universidades privadas en 
Colombia era investigar, clasificarse en Colciencias, producir escritura, visibilizar 
la producción de saber y publicar. El engranaje se ha ensamblado rápidamente 
en el discurso administrativo/académico, pero en la práctica no se cuenta con 
los recursos financieros y el talento cualificado y vinculado para dedicarse con 
solvencia a esta tarea. A su vez, se enuncia tanto un discurso administrativo 
para cumplir con los criterios de calidad como para evidenciar que se es visible 
en el mundo académico nacional e internacional; sin embargo, ambas posturas 
son sospechosas por su intensidad.

Después de la Ley 30, las problemáticas en investigación como prácticas insti-
tucionales son variadas y ameritan una mirada atenta y cuidadosa. Finalmente, 
se puede afirmar con Rama que aunque tecnológicamente hemos avanzado en 
la apropiación de nuevas tecnologías, no ocurre lo mismo en nuestras univer-
sidades,

[...] las cuales asumen que la labor de investigación se sigue gestionando en 
función de modalidades tradicionales, que no toman en cuenta los cambios en los 
paradigmas tecnológicos, ni en las determinaciones que genera la nueva sociedad 
del conocimiento [...] El poder universitario sigue estando asociado a la matrícula 
y a las facultades, en desmedro de los elementos vinculados con la investigación y 
a la calidad de la docencia (Rama: 2006, p. 76).

Y tras una radiografía perfecta de nuestra situación agrega: 

[...] Hoy la investigación en la región está asociada en las universidades públicas 
y privadas a la existencia de fondos concursables por parte de los organismos o 
de fondos nacionales de ciencia y tecnología, a los cuales las universidades y los 
centros de investigación, tanto públicos como privados, acceden en competencia. 
La contribución estatal a “investigación y desarrollo” es mínima y uno de los 
problemas centrales lo constituye la baja ciencia y tecnología local por parte del 
sector privado, que simplemente importa sus requerimientos (Rama, 2006, p. 76).

Conclusiones
La intención de estas aproximaciones era generar argumentos para alimentar 
una resistencia conceptual de carácter ethopolítico al desdibujamiento legal y 
práctico de la educación superior como un derecho inalienable de la humanidad 
desde el punto de vista de la necesidad de transmitir cultura, saber acumulado 
científico y técnico en todas las capas sociales y de generación en generación, 
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como un modo imprescindible de conocer para poder estar incluidos visible-
mente en este mundo. 

La posibilidad de adquirir la condición social de joven universitario, de estudiante, 
se ha vuelto más accesible, y aún cuando perviven fuertes injusticias en el ingreso, 
se han multiplicado enormemente las oportunidades de acceso, permanencia y 
egreso de la educación superior (Rama, 2006, p. 43).

Igualmente, aunque se reconoce que la pluralidad de ofertas en educación 
superior por criterios de modalidad, nivel y condición son una riqueza en un 
contexto de democratización de la educación superior, es necesario vigilar que 
estas potencialidades estén disponibles para toda la población colombiana en 
igualdad de condiciones de equidad, inclusión y acceso con calidad.

La educación superior cambió como resultado de la evolución de las instituciones 
hacia la multiplicación, la regionalización y la diferenciación de la creciente 
participación del sector institucional privado, la ampliación y diversificación del 
cuerpo docente, así como del aumento del número y variedad de los graduados 
(Rama, 2006).

Se trata, entonces, de armonizar las condiciones culturales con formas de saber/
conocer diversas, con oportunidades inclusivas y respetando las diferencias de 
sujetos y colectividades para que se adquieran todos los acumulados de conoci-
miento, tecnología, arte y cultura que los seres humanos requieren para vivir en 
esta época con grados de movilidad creciente para todos los actores educativos. 

Por estas mismas condiciones la internacionalización debería poderse leer 
(¿utopía?) exenta de las relaciones de dependencia que se han generado entre el 
primer mundo y el mundo llamado no alineado o de desarrollo moderado, como 
un intercambio de capitales intelectuales y humanos que apoyan la reconstruc-
ción de tejidos sociales entre culturas y naciones a la luz de los lineamientos 
planteados de forma universal por la educación superior intercultural y diversa. 

Ello implica la coexistencia de modalidades, niveles y articulaciones que se dise-
ñen de forma flexible para acomodarse a los cambios vertiginosos de la sociedad 
del conocimiento, pero armonizando las tensiones que el desarrollo y los flujos 
de mercados corporativos financieros generan. Se trata de buscar el concepto y 
la práctica de la justicia y la democracia, aplicados al sector educativo terciario.

Finalmente, las políticas públicas en educación superior no pueden darse por 
mandato de la banca multilateral. Es la oportunidad de construir y consolidar 
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las necesidades, opciones y expectativas a nivel de la educación superior de una 
sociedad civil débil como es la colombiana, para desarrollarla como un diálogo 
entre Estado, sociedad e instancias políticas que permita generar leyes estatuta-
rias alrededor de la educación superior para identificar de manera soberana sus 
aplicaciones y proyecciones de acuerdo con el diálogo global norte-sur, sur-sur. 

Tal como lo expresa Rama (2006): 

La nueva realidad de la educación superior está marcada por el inicio de la educa-
ción transnacional, que comienza a imponer un modelo tripartito donde coexisten la 
educación pública, la privada nacional y la privada externa. Una porción significa-
tiva de la nueva dinámica se caracteriza por el desarrollo de una educación virtual 
que al tiempo que incorpora las nuevas tecnologías de información y educación, 
formula nuevas concepciones pedagógicas basadas en modelos de simulación y un 
nuevo rol de los docentes (p. 144).
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En el presente capítulo el lector encontrará un análisis descriptivo en torno a 
las características que definen tanto la teoría neoclásica en economía como sus 
repercusiones en los estudios políticos, dentro de un enfoque que ha sido deno-
minado el neoinstitucionalismo. Aquí se asume la comprensión de las premisas 
básicas de la teoría económica neoclásica y del neoinstitucionalismo con el fin 
de hacer el análisis de tres aspectos: la manera como esta concepción de desa-
rrollo afecta la política educativa en Colombia; la manera como la perspectiva 
de desarrollo –entendido como crecimiento económico– introduce el concepto 
de capital humano; y la relación entre las políticas educativas de la ocde y lo que 
en las últimas tres décadas se ha denominado la constitución de la geografía de 
la economía y su relación con la perspectiva de innovación, ciencia y tecnología 
fomentada por la nueva política de la investigación en el país. 

Elementos básicos de la teoría neoclásica 
Como nos explican Arnsperger y Varoufakis (2006), la denominación de teo-
rías neoclásicas se hace extensiva a las del equilibrio general, las evoluciones 
de las teorías de juegos, del equilibrio walrasiano, de la elección social (Social 
Choice Theory), de la industria económica, de la geografía económica, de la 
neoeconomía política (New Political Economy), del marxismo analítico, de la 
elección pública en economía (Public Choice Economics), y en general, de las 
teorías ortodoxas o mainstream approaches. 

De acuerdo con Roll (2008), los fundadores contemporáneos de la nueva 
economía clásica son Robert Lucas y Robert Barro (universidad de Chicago) 
y Thomas Sargent (Universidad de Minnesota), aunque pueden encontrarse 
antecedentes en J. F. Muth. Roll considera que una de las fuentes fundamentales 
de los neoclásicos se encuentra en el concepto de conducta racional. En Wieser, 
la esencia del agente económico es la elección racional; en Mises y Hayek el 
término “conducta racional” es la base de la comprensión de la realidad eco-
nómica. El postulado básico consiste en la determinación de la “expectativa 
racional” que resulta de analizar la conducta individual a partir del interés 
egoísta de satisfacer sus propios intereses: 
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La “expectativa racional” es la proposición de que los pronósticos afectan los resul-
tados y estos las expectativas, causando así una “gratificación” de expectativas a 
expectativas. Los “agentes económicos” notarán en algún momento si cometieron 
algún error e intentarán revisar sus métodos de predicción hasta lograr el equili-
brio, es decir, una situación en la que de hecho hayan dado forma a expectativas 
racionales (Roll, 2008, p. 557). 

Para Roll, este presupuesto tuvo origen en la teoría de la clarificación del 
mercado de Adam Smith, modificada por Walras y representada en la actua-
lidad por Arrow y Debreu. La importancia del principio de Walras es tal que 
Schumpeter ha dicho que este planteamiento es la carta magna de la teoría 
económica dado que permite abordar el problema central de la economía, el 
cual consiste en: “determinar las condiciones del equilibrio general” (Roll, 
2008, p. 559). En consecuencia, este presupuesto de la expectativa racional 
se relaciona intrínsecamente con otro: la idea de que los agentes económicos 
racionales toman decisiones con base en la mejor información disponible, de tal 
manera que las decisiones que finalmente son implementadas son imparciales 
y racionalmente motivadas. 

La doctrina pura del equilibrio macroeconómico y la teoría de las expectativas 
racionales conducen a que la teoría neoclásica defienda la existencia de un 
laissez faire extremo. En consecuencia, podemos afirmar que la teoría neoclásica 
asume una postura no intervencionista en el plano de la economía política. El 
argumento es explicado por Roll de la siguiente forma: 

En términos teóricos, el nexo entre la nueva formulación de la tendencia inevitable 
de los mercados hacia una posición de equilibrio, y la proposición de las expecta-
tivas racionales (que la intervención de la autoridad es inútil, particularmente en 
política monetaria, pus inevitablemente será –¿tarde o temprano?– frustrada por 
los agentes económicos actuando bajo expectativas racionales) fundamenta un 
completo cuerpo de teoría no intervencionista (Roll, 2008, p. 558). 

Desde una perspectiva complementaria, Arnsperger y Varoufakis (2006) asumen 
que las teorías neoclásicas defienden principalmente tres axiomas: 1. El indivi-
dualismo metodológico (Methodological Individualism); 2. El instrumentalismo 
metodológico (Methodological Instrumentalism); y 3. El equilibrio metodológico 
(Methodological Equilibration). 

En primer lugar, el individualismo metodológico se basa en una estructura de tipo 
analítico-sintética. Esto es, para analizar el fenómeno se parte de la racionalidad 
de los individuos con el fin de comprender la complejidad social a partir de su 
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síntesis. En otras palabras, la perspectiva neoclásica de la economía acepta la teo-
ría del relojero que apunta a que los fenómenos funcionan como los engranajes 
y las ruedas de un reloj. Es importante mencionar que la teoría del relojero está 
basada en la premisa teórica de William Paley (2009) de que el funcionamiento 
del mundo debe interpretarse de manera análoga a como funcionan las partes 
de un reloj y en la perspectiva darwiniana de la selección natural. En general, 
las doctrinas neoclásicas asumen el individualismo metodológico como una 
explicación socioeconómica que debe buscarse en el agente individual. Esta 
característica hace que las teorías neoclásicas se encuentren en plena sintonía 
con el individualismo liberal anglo-céltico que establece de manera axiomática 
una separación entre el agente y la estructura. Esto determina, entonces, la 
interpretación de que las explicaciones socioeconómicas van del análisis del 
individuo a la estructura social. 

En segundo lugar, de acuerdo con Arnsperger y Varoufakis (2006) tenemos el 
individualismo metodológico que gira en torno a la idea de que el comporta-
miento humano se fundamenta en el principio utilitarista de la búsqueda de la 
satisfacción mediante la maximización de las preferencias (maximising preference-
satisfaction). Las preferencias se encuentran plenamente determinadas por los 
medios empleados y las creencias; simplemente, le ayudan al agente a determinar 
los resultados. Todo lo que los agentes expresan y hacen son instrumentos deter-
minados por las preferencias y la búsqueda de satisfacción de los agentes. En este 
sentido, la teoría neoclásica es altamente consecuencialista5 en sus presupuestos 
ético-políticos, razón por la cual las teorías de David Hume que pregonan que 
los procesos de toma de decisiones se basan en las pasiones, las creencias y la 
razón; junto al principio de la búsqueda de la máxima utilidad del utilitarismo 
de Bentham6 y Mill son antecedentes directos de la teoría neoclásica económica. 

5. Podemos afirmar con Smart. J. J. C y Williams (1981) que el consecuencialismo es la doc-
trina según la cual la bondad o maldad de una acción se establece a partir del análisis y 
el cálculo de las consecuencias de una acción sin importar si estas se aplican a prácticas 
establecidas, instituciones o leyes. Así, el consecuencialismo parte de las preferencias sub-
jetivas de los agentes que toman las decisiones, pero su pretensión es normativa en cuanto 
cree que lo correcto depende directamente del bienestar resultante de una acción y no de 
la existencia o de la defensa de principios morales y políticos preestablecidos o tenidos por 
válidos en forma universal.

6. La piedra angular del utilitarismo fue formulada por Bentham en su obra Fragmento sobre el 
gobierno. Se trata de la famosa frase: “la mayor felicidad del mayor número es la medida de lo 
justo y lo injusto” (Bentham, 1973, p. 3). Es decir, Bentham cree que es posible realizar una 
reforma moral si se concibe la máxima utilitarista como el principio de la ciencia política, de 
la economía política y en general del derecho. Para Bentham, la sistematización de las mate-
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En tercer lugar, encontramos el equilibrio metodológico. La teoría neoclásica 
se basa en la imposición axiomática de la búsqueda del equilibrio producto 
de la transformación del individualismo metodológico en instrumentalismo 
metodológico. Ahora bien, en este último la determinación del comportamiento 
humano en torno a sus preferencias requiere un proceso de instrumentalización. 
Si el comportamiento humano es coordinado de tal manera que el comporta-
miento agregado proporcione una regularidad suficiente, es posible obtener 
predicciones sólidas. El equilibrio surge “naturalmente” como consecuencia 
de la instrumentalización de las elecciones racionales de los agentes y como 
corolario, la teoría neoclásica asume que el comportamiento humano oscila 
alrededor de un equilibrio analíticamente descubierto y el ejercicio investigativo 
consiste en cuestionarse acerca de la probabilidad de obtener el equilibrio debido 
a la tendencia del sistema de quedarse quieto o alejarse según las acciones y 
reacciones existentes. 

Estos elementos de teoría económica conducen al fortalecimiento de una pers-
pectiva de análisis y formulación de política pública denominada neoinstitucio-
nalismo. Ciertamente, no existe una versión unívoca del neoinstitucionalismo; 
sin embargo, una de sus características principales consiste en la aceptación 
de las premisas básicas de la teoría neoclásica, incluida la teoría del agente 
principal. Esta tiene como meta la búsqueda de la eficiencia de las acciones de 
las instituciones bajo la premisa de bajar los costos de transacción mediante la 
eliminación de la mayor cantidad posible de incertidumbre y la implementa-
ción de un sistema que permita monitorear y controlar las transacciones de la 
manera más expedita posible (Parsons, 2007). A continuación se describen las 
características del neoinstitucionalismo como enfoque de análisis politológico 
y se analizan algunas consecuencias directas de su implementación en materia 
de política educativa en Colombia. 

El neoinstitucionalismo
Roth (2009) sostiene que el institucionalismo tradicional ha sido fuertemente 
criticado por sus principios estáticos y lineales. La premisa de búsqueda de esta-

rias de cualquier ciencia puede ser denominada natural cuando se toman en consideración 
aquellas cualidades resultantes de las generalidades naturales al hombre. De tal manera, si 
consideramos que la búsqueda de la felicidad y del bienestar es el fin que todos los seres 
humanos persiguen, lo natural sería, entonces, que las decisiones políticas, económicas y 
jurídicas se basen en dicho principio para alcanzar la sociedad más justa.
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bilidad traía consigo serias limitaciones al no apropiarse en forma adecuada del 
flujo constante de la vida política, de las transformaciones mismas que requerían 
las instituciones y en general, porque limitaba las posibilidades de innovación. 
Por el contrario, el enfoque neoinstitucional se caracteriza por el estudio de las 
instituciones como el marco en el que se desarrollan las actividades individuales, 
la acción colectiva y las políticas públicas dentro de un marco de innovación 
institucional, técnica y económica. 

De esta manera, en la actualidad y de acuerdo con Roth, se da un movimiento 
que intenta superar la perspectiva tradicional del institucionalismo enfocada 
en el estudio de los entes político-administrativos, desplazando su interés de 
análisis de una concepción state centered hacia un horizonte teórico de interde-
pendencia entre los diferentes actores que intervienen en una política pública. 
En consecuencia, para el neoinstitucionalismo una institución es entendida no 
solo como una estructura formal, sino como “[...] las reglas de procedimiento, 
los dispositivos de decisión, la forma de organización, las rutinas y el tratamiento 
de la información, sino también las creencias, paradigmas, culturas, tecnologías 
y saberes que sostienen, elaboran y a veces contradicen estas reglas y rutinas” 
(p. 37).

Sin embargo, no es posible hablar de neoinstitucionalismo como un enfoque 
unificado. Este posee al menos, cuatro grandes perspectivas que podemos 
identificar de la siguiente forma: el neoinstitucionalismo histórico; (el neoins-
titucionalismo de la elección racional;7 el neoinstitucionalismo económico; y 
el neoinstitucionalismo sociológico. 

El neoinstitucionalismo histórico asume que el objetivo de las reformas del 
Estado debe focalizarse en los rendimientos crecientes (Weyland (2008). Este, 
a su vez, se basa en el presupuesto según el cual es necesario crear y mantener 
las instituciones en un horizonte de larga duración y para cumplir sus fines las 
instituciones requieren, primero, de su consolidación. Aunque el neoinstitu-
cionalismo histórico contiene un elemento fundamental y es la generación de 
hábitos y costumbres alrededor de la política, esta perspectiva se enfrenta a la 
restricción de los choques externos y al problema político de la búsqueda de la 
autoperpetuación de quienes se encuentran en el Gobierno. 

7. Dentro del cual existe una conocida como neoinstitucionalismo cognitivo o psicológico, 
centrado en los procesos y las opciones de la decisión racional de quienes construyen la 
política pública.
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Weyland señala, por ejemplo, que el carácter estable y la trayectoria predefinida 
que representa el neoinstitucionalismo histórico resultan problemáticos porque 
su análisis no tiene la capacidad de ajustarse al flujo constante de la vida polí-
tica, ni siquiera, incluso, a la configuración de su propia dinámica; además de 
que el empoderamiento de quienes se benefician de los arreglos establecidos 
en la perspectiva de larga duración, termina creando obstáculos para el esta-
blecimiento de la innovación y transformación institucional. Afirma también 
el autor citado, que esa situación ha venido cambiando e institucionalistas 
históricos como Kathleen Thelen, reclaman la necesidad de adaptar y modificar 
las disposiciones institucionales. Otros politólogos como Avner Greif y David 
Laitin, cuya tendencia es el institucionalismo de elección racional, han venido 
cuestionando la premisa del equilibrio entre lo público y lo privado que defien-
de el institucionalismo tradicional. A pesar de ello –advierte Weyland– estos 
autores no defienden modificaciones substanciales. 

Por su parte, el neoinstitucionalismo sociológico –nos explica Parsons (2007)– se 
desarrolla a partir de la sociología organizacional. March y Olsen afirman que 
las instituciones son los lugares donde se toman las decisiones con el objeto de 
solucionar un problema específico de la sociedad. En este sentido, el enfoque 
privilegia la capacidad que tienen las instituciones para “dar forma” al compor-
tamiento humano:

[...] El orden político, como marco de instituciones y reglas, proporciona los paráme-
tros del conflicto, la interacción de los participantes y la relación de los ciudadanos 
ocurren dentro de las fronteras de lo que se considera aceptable, legítimo y justo en 
cuestión de los medios (estrategias) y los fines (impactos) (Parsons, 2007, p. 253).

Ahora, nuestro interés teórico apunta en realidad al enfoque neoinstitucionalista 
que centra su análisis en la dimensión económica de las problemáticas sociales; 
tal es conocido como neoinstitucionalismo económico. 

El neoinstitucionalismo económico
Mientras el neoinstitucionalismo sociológico toma en cuenta los valores, los 
contextos, los intereses y en general el background culture para la toma de de-
cisiones dentro de las instituciones, el neoinstitucionalismo económico vuelve 
sobre la concepción clásica del liberalismo económico de la decisión racional 
basada en el egoísmo, el interés propio y las expectativas racionales de los in-
dividuos. Asimismo, se basa en el modelo económico de la disminución de los 
costos de transacción. Dado que los mercados implican intercambios de compra 
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y venta, los procesos internos y externos para llevar a cabo esas transacciones 
generan costos; este enfoque busca la disminución de los costos de transacción, 
la reducción de la incertidumbre, el incremento del control y el aumento de la 
eficiencia. Como nos explica Parsons:

En el principio fue el mercado. Los mercados implican comprar y vender. La eco-
nomía de costos de transacción argumenta que la decisión de comprar y vender (es 
decir, participar en un mercado) no está libre de costos. Por ejemplo, es necesario 
obtener información; es necesario localizar a los compradores (clientes) o vendedores 
(proveedores); es necesario negociar con ellos los precios términos y condiciones; 
es necesario acordar contratos (costos ex ante) y es necesario darles seguimiento 
para asegurar su cumplimiento (costos ex post). Todo el tiempo se está tratando 
de disminuir la incertidumbre y aumentar el control de las transacciones (p. 354). 

Para Kalmanovitz (2003) el neoinstitucionalismo económico enfatiza las reglas 
de juego de los agentes dentro de las dinámicas de las fuerzas económicas. Así, 
el conjunto de teorías denominadas neoinstitucionalistas hacen su propuesta 
a partir de la microeconomía y centran su discusión en la necesidad de bajar 
los costos de transacción con base en los siguientes presupuestos esenciales:

1. Maximización de la utilidad.

2. La racionalidad de los agentes en sus decisiones.

3. Una información perfecta frente a los bienes y servicios.

4. Una competencia adecuada entre ellos.

5. La existencia de “reglas de juego neutrales” para todos los agentes econó-
micos y sociales que intervienen en una decisión, la cual conduce a su vez 
a una “clarificación de los mercados”.

Una de las falacias más sólidas que podemos encontrar en el punto de vista de la 
teoría económica neoclásica consiste en la autorregulación del mercado. Stiglitz 
(2010) describe cómo Franklin Roosevelt logró sacar la economía norteameri-
cana de la gran depresión a partir de los postulados –planteados por Keynes– de 
aumento del gasto público para estimular la economía. Si bien Stiglitz reconoce 
que la preocupación por el déficit fiscal condujo a importantes recortes del gasto 
público, lo que demuestran la gran depresión de 1929 y la respuesta de Roosevelt 
es que los mercados no se autorregulan. Este mismo caso puede ser ejemplifi-
cado con la actual crisis económica mundial que tuvo su origen en la burbuja 
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inmobiliaria del 2006 y 2007 con las llamadas hipotecas subprime y la caída de 
importantes banqueros como Bear Stearn, Leahman Brothers y Merrill Lynch. 

En su lugar, Stiglitz describe que autores como Franklin Allen y Douglas Gale 
proporcionan una convincente explicación según la cual en el cuarto de siglo 
que siguió a la Segunda Guerra Mundial no hubo crisis precisamente por la es-
tricta regulación de la época. En los años ochenta, a partir de la implementación 
de políticas públicas por parte de gobernantes conservadores como Margaret 
Thatcher en Inglaterra y Ronald Reagan en Estados Unidos, se produjo un 
cambio en el paradigma político y económico: 

Sorprendentemente, en los años ochenta la opinión de que el mercado se auto-
rregulaba y era eficiente volvió a predominar, no solo en los círculos políticos 
conservadores, sino también entre los economistas de las universidades estadouni-
denses. Esta ideología favorable al mercado no correspondía ni a la realidad, ni a 
los modernos avances en la teoría económica, que también habían mostrado que 
ni siquiera cuando la economía se acercaba al pleno empleo y los mercados eran 
competitivos se asignaban de manera eficiente los recursos (Stiglitz, 2010, p. 285). 

Para Stiglitz, la tesis de que el mercado es la institución más eficiente en la 
asignación de recursos se basa en el modelo de equilibrio general de Léon 
Walras. Según este pensador francés, la economía funciona en forma análoga 
a la física. Así, la pregunta por el equilibrio económico es interpretada bajo la 
perspectiva newtoniana, en la cual los precios y las cantidades determinan el 
equilibrio entre oferta y demanda. Esta tesis es esgrimida junto a la célebre frase 
de Adam Smith en el sentido de que la que la búsqueda del interés particular 
conduce a la obtención del interés general. Estos presupuestos metodológicos 
y epistemológicos dan lugar a que bien avanzado el siglo XX, Kenneth Arrow y 
Gerard Debreu planteen su teoría de la búsqueda de mercados de capital per-
fectos, los cuales a través de la competencia mutua, propiciarán la dinamización 
de la economía con base en las fuerzas financieras y sus intereses competitivos. 

Uno de los aspectos de fondo del neoinstitucionalismo económico consiste, 
precisamente, en el presupuesto de la existencia de mercados perfectos y acceso 
a la información de manera imparcial e igualitaria que establecimos previamen-
te como características de la teoría neoclásica en economía. A continuación, 
argumentaremos en torno a la relación intrínseca entre el neoinstitucionalismo 
y las reformas de política educativa en Colombia. 
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La implementación del  
neoinstitucionalismo en Colombia
La relación entre el neoinstitucionalismo y su implementación en Colombia a 
partir de los principios establecidos por las instituciones multilaterales se evi-
dencian en documentos como Colombia 2006-2010: una ventana de oportunidad. 
Notas de políticas presentadas por el Banco Mundial. Se trata de un informe de 
carácter técnico presentado por el Banco Mundial en el 2007 que contiene un 
conjunto de recomendaciones técnicas para la implementación de determinadas 
estrategias dentro de la política pública. Frente al caso que nos concierne, a 
saber, la educación, el capítulo tercero titulado Preparar a los jóvenes de Colombia 
para un mundo competitivo manifiesta en forma explícita que los funcionarios del 
banco consideran que el gasto en educación del país es alto en comparación con 
los estándares internacionales y no obstante, esto no trae como consecuencia 
mejores resultados del sector. En forma explícita, dice el informe: 

El mejoramiento ha sido lento en la última década y se ha visto disminuido por 
la reciente recesión económica, pero debe acelerarse con base en las últimas re-
formas. Debe evaluarse el impacto de estas medidas, en particular con respecto a 
equidad y calidad y deben identificarse otras intervenciones necesarias. Con el uso 
expandido de medidas en el lado de la demanda, pueden acelerarse las mejoras en 
equidad y calidad de la educación, capacitando a mayor número de pobres para 
salir de la trampa intergeneracional de pobreza/baja educación (Banco Mundial, 
2007, p. 72).

Desde un punto de vista crítico, se reconocen tres aspectos importantes para el 
desarrollo de la educación en el país: el aumento de la cobertura, la búsqueda de 
la superación de la pobreza y el aumento de la equidad a través de la educación. 
No obstante, es importante preguntarse por el significado de la expresión “el uso 
expandido de medidas en el lado de la demanda”. Analicemos brevemente el 
problema de la demanda desde una perspectiva múltiple: la demanda entendida 
en un sentido general como formar a los jóvenes para las necesidades del país; la 
demanda entendida como la exigencia planteada por las fuerzas y dinámicas del 
mercado en una interpretación neoliberal del papel del Estado; la demanda que 
puede ser creada por una manera de interpretar el ejercicio de la política pública 
dentro de una dimensión neoclásica del desarrollo y la demanda entendida en 
clave de defensa de derechos constitucionales. Para el caso colombiano, de lo 
que significaría trabajar por la consecución de un Estado social de derecho desde 
una perspectiva que denominaré la demanda normativa. La pregunta es: ¿los 
funcionarios del Banco Mundial interpretan la exigencia de la demanda en esta 
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lectura compleja del concepto o, semánticamente, dentro del uso del lenguaje 
por ellos empleado existe una definición unívoca y cerrada? 

Este asunto de la demanda se encuentra ligado a una perspectiva del desarro-
llo que para el caso nuestro se ha centrado en el argumento del crecimiento 
económico. Esto resulta problemático, porque como lo expresa Bernal (1994), 
desde la década de los noventa ha sido necesario abordar los problemas del 
desarrollo desde una perspectiva más amplia que la del crecimiento económi-
co. Se ha requerido –según él– la construcción articulada de una democracia 
política, acompañada de un incremento del desarrollo económico sostenible 
que vaya de la mano de la equidad social. El motivo –diagnosticaba hace casi 
dos décadas– consistía en que Colombia era una de las naciones con los peores 
índices de distribución del ingreso del mundo y por lo tanto, donde la brecha 
entre los más ricos y los más pobres era mucho más extensa: 

Mientras en Dinamarca, Holanda, Japón, Suecia y el reino Unido la relación entre 
el ingreso del 25 % más rico de la población y el 25 % más pobre es de cinco veces; 
en Corea del Sur y Tanzania de siete veces; en Venezuela y México de veinte veces; 
en Colombia es de treinta veces. Esto indica a las claras que nuestro país es uno 
de los que presenta peores niveles de distribución del ingreso del mundo o lo que 
es lo mismo, donde la brecha entre los más ricos y los más pobres es más amplia 
(Bernal, 1994, p. 11). 

El problema de la existencia de un crecimiento económico acompañado de 
serios complicaciones en la distribución de la riqueza no es nada nuevo. Kuz-
nets (1968), advertía desde finales de los años sesenta sobre el desbalance en 
términos de equidad entre aquellas naciones que poseían una infraestructura 
industrial de desarrollo y aquellas que se encontraban en su búsqueda. Kuznets 
argumentó la presencia de serias limitaciones en las adaptaciones internas de 
una nación en desarrollo en relación con su política exterior y planteó que una 
de las principales dificultades existentes obedecía a la tendencia natural de los 
economistas a concentrar en su propia disciplina todas las variables en juego 
en el camino de desarrollo de una nación. Asimismo, sostuvo que en el análisis 
debía incluirse otras cuestiones además de las referidas en forma explícita a las 
condiciones económicas, como las instituciones sociales y políticas y las barreras 
sociales y culturales. 

En este orden de ideas, uno de los problemas de fondo parece hallarse en el 
paradigma mismo de crecimiento económico. Pues como Kuznets argumentó, 
desde 1955 en las primeras etapas de desarrollo de una nación se da una relación 
directa entre crecimiento y desigualdad; solo que después, una vez alcanzadas 
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mayores tasas de crecimiento, la curva de la desigualdad empezaría a decrecer. 
Así, la teoría económica es consciente de los niveles de desigualdad que ella 
misma genera. El otro problema radica en el argumento falaz de que una vez se 
ha obtenido el crecimiento económico deseado, el mercado mismo se encarga 
de regular los procesos distributivos. Esto se relaciona intrínsecamente con la 
tensión entre desarrollo y equidad, la cual parece encontrarse en la postura liberal 
de la desregulación de los flujos económicos y las dinámicas comerciales, que en 
términos neoclásicos significa guiarse por la mano invisible y la maximización 
de la utilidad por la vía de la eficiencia del mercado. 

Sin embargo, no todos piensan en la “bondad” de la demanda y la oferta. De 
acuerdo con Williams (1998), desde finales de los años ochenta se presenta un 
cambio en el proceso de desarrollo económico a partir de un marcado análisis 
de carácter institucional. El punto central de este debate consiste en afirmar que 
el mercado no puede, por sí mismo, alcanzar los niveles de desarrollo propuesto. 
En esta perspectiva, el problema del desarrollo no descansa únicamente en las 
políticas económicas, sino en la creación de un ambiente institucional correcto 
para el desarrollo económico y el crecimiento económico sustentado.8

En este documento no podemos analizar la conveniencia o inconveniencia del 
desarrollo sustentado; nos interesa la tensión en torno al papel que debe ocupar 
el concepto de mercado dentro de los neoinstitucionalistas, como es el caso 
anterior de Williams. Ahora, esta perspectiva de argumentación que establece 
una relación directa entre desarrollo, crecimiento económico y la pregunta por 
la inequidad en la distribución, la encontramos en los planes de desarrollo de 
los dos últimos gobiernos. 

El plan nacional de desarrollo (pnd) del expresidente Álvaro Uribe Vélez 
consigna lo siguiente: “En términos de política social, el objetivo es la justicia 
distributiva y la reducción de la pobreza” (dpn,9 2007, p. 29). De esta manera, 

8. Williams (1998) señala que estas frases son problemáticas precisamente porque se emplean, 
en muchísimas ocasiones, en forma intercambiable y hoy se refieren a dos procesos distin-
tos. Según Williams, la experiencia nos indica que podemos hablar de la existencia de cre-
cimiento económico, pero ello no quiere decir que todos los países que alcanzaron un creci-
miento están económicamente desarrollados. El desarrollo económico se refiere a procesos 
económicos más amplios, más complejos y más diversos. Subsiguientemente, el crecimiento 
económico se refiere a fluctuaciones más cortas que se encuentran dentro del desarrollo. El 
problema estriba en que ambos envuelven agentes del desarrollo y por esta circunstancia es 
difícil separar ambas nociones.

9. Departamento Nacional de Planeación.
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llegamos a un punto muy significativo para nuestra indagación: el hecho de que 
el pnd lleve a cabo una identificación entre la política social y la justicia distri-
butiva. En segundo lugar, como lo indica el mismo pnd existen dos principios 
universales en torno a la justicia social. El primero consiste en la focalización de 
los programas redistributivos hacia los beneficiarios más deseados; el segundo 
y literalmente: “La compatibilidad de incentivos: para los programas redistri-
butivos deben minimizar las distorsiones en los incentivos” (dnp, 2007, p. 29). 

Esto quiere decir que el pnd considera políticas que gracias a un mayor creci-
miento económico contribuyen a disminuir los niveles de pobreza. En forma 
específica, la segunda relación entre el crecimiento económico y el desarrollo 
con la dimensión de la equidad y la justicia distributiva se plantea en términos 
del mejoramiento de la distribución del ingreso: 

Las nuevas teorías sobre este tema (la relación entre desigualdad y crecimiento) 
enuncian que la existencia de mayor equidad en la distribución del ingreso permite 
que las personas con menores recursos tengan acceso a mayores posibilidades de 
acumulación de capital humano y físico. Lo anterior redunda en nuevas fuentes 
de crecimiento de largo plazo a partir de la inversión y de la innovación, a la vez 
que mejora la estabilidad macroeconómica, gracias a la diversificación en las 
fuentes de ingresos de los países. [...] La solución de tales problemas requiere 
una política estatal enfocada en dos ámbitos: la redistribución de los ingresos y el 
acceso a recursos de financiamiento. En primer lugar, el Estado debe promover 
la acumulación de capital humano, enfocándose en la actualización tecnológica y 
en la adaptabilidad de la fuerza laboral; también debe crear un ambiente propicio 
para la creación de nuevos proyectos productivos que absorban la fuerza laboral 
excedente. En segundo lugar, debe mejorar el acceso al crédito a los sectores menos 
favorecidos, poniendo especial énfasis en la transparencia del mercado de crédito, es 
decir, en el monitoreo de los proyectos de inversión y los mecanismos de protección 
al prestamista (dnp, 2007, p. 33).

En otras palabras, el pnd considera que la sostenibilidad del crecimiento econó-
mico a largo plazo, demanda la existencia de acumulación del capital humano y 
lo califica como el mejor vehículo para corregir la desigualdad e incrementar la 
igualdad de oportunidades. En consecuencia, además de la dimensión del capital 
humano como una oportunidad de crecimiento económico, esta perspectiva 
debe ir acompañada de políticas sociales

Por ello, la necesidad de lograr las coberturas universales en salud y educación y 
las reformas en la educación superior y el desarrollo de la Banca de las Oportu-
nidades están totalmente justificadas por la urgencia de consolidar el crecimiento 
de la economía y el mejoramiento de los índices de equidad (dnp, 2007, p. 33). 
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Esta perspectiva del desarrollo y de la construcción del capital humano no es 
muy diferente en el plan nacional de desarrollo del presidente Juan Manuel 
Santos. En Colombia es ampliamente conocido que el plan nacional de desarrollo 
Prosperidad para todos: más empleo, menos pobreza y más seguridad, está concebido 
para profundizar la introducción del país en las dinámicas de la globalización. 
Si las empresas colombianas logran conquistar los mercados internacionales es 
posible obtener un mayor crecimiento económico que repercuta en la dismi-
nución de la pobreza, la consecución de mayor bienestar y en progreso social:

El sueño de un país con empresas pujantes, social y ambientalmente responsables, 
que conquistan los mercados internacionales con bienes y servicios de alto valor 
agregado e innovación. Un país integrado a la economía mundial con una infraes-
tructura y un entorno de competitividad que transforma las ideas en negocios, los 
negocios en empleo, el empleo en más ingresos, y por ende, en menor pobreza y 
mayor bienestar y progreso social (pnd, 2011, p. 20).

Dentro del pnd 2011, la pregunta por la equidad y la igualdad tiene un capítulo 
titulado, precisamente, Igualdad de oportunidades para la prosperidad social, 
constituido por tres partes: política integral de desarrollo y protección social; 
promoción social; y política para la población víctima del desplazamiento forzado 
por la violencia (dnp, 2011, p. 5). Por su parte, la política integral de desarrollo 
y protección social abarca las siguientes problemáticas: primera infancia; niñez, 
adolescencia y juventud; formación de capital humano; acceso y calidad en 
salud: universal y sostenible; empleabilidad, emprendimiento y generación de 
ingresos; promoción de la cultura; y deporte y recreación.10

La meta del dnp 2011 es la prosperidad democrática. Sin embargo, no es posible 
concebir una prosperidad democrática sin hacerse la pregunta por la formación 
de los profesionales en el país. Esta meta es descrita en términos del capital 
humano y ello demanda una “adecuación” del sistema educativo del país hacia 
una perspectiva de productividad y crecimiento económico. La propuesta del 
capital humano está ideada en forma explícita para la formación técnica y la 

10. Por su parte, la promoción social abarca la red para la superación de la pobreza extrema 
(juntos), la política para la población víctima del desplazamiento forzado por la violencia 
y las políticas diferenciadas para la inclusión social, las cuales se divide en grupos étnicos 
género. Sin lugar a dudas, estos elementos desbordan por completo la capacidad de análisis 
que puede ser desarrollada en un documento de esta naturaleza. Haremos, entonces, una 
referencia a un elemento básico contenido en el pnd 2011: el programa de formación de 
capital humano. 
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razón instrumental; de ahí el papel y la preponderancia de asuntos como la eva-
luación por indicadores y la formación por competencias. En palabras del dnp: 

Es indudable que la prosperidad democrática y “una sola Colombia” requieren 
de una educación fortalecida, de calidad y con pertinencia [...]. Por lo tanto, una 
formación de capital humano que contribuye al fortalecimiento de la democracia 
con ciudadanas y ciudadanos cívicos y tolerantes que apunte al desarrollo continuo 
de sus competencias básicas y las laborales y que articule el sector educativo con 
el sector productivo, permitirá a la población ser más competente y competitiva 
para alcanzar los objetivos de cerrar las brechas e impulsar el desarrollo nacional 
(dnp, 2011, p. 270).

Una de las contradicciones de la política educativa en el país estriba en que 
el dnp 2011 parece incorporar la pregunta por la formación ciudadana y de 
búsqueda de la equidad: 

[...] La educación con calidad requiere entonces formar ciudadanos con valores 
éticos, respetuosos de lo público, que ejerzan los derechos humanos, cumplan sus 
deberes sociales y convivan en paz, e implica ofrecer una educación que genere 
oportunidades legítimas de progreso y prosperidad, que sea competitiva, que contri-
buya a cerrar las brechas de inequidad, centrada en la institución educativa, que 
permita y comprometa la participación de toda la sociedad en un contexto diverso, 
multiétnico y pluricultural (dnp, 2011, p. 270). 

Es difícil no estar de acuerdo con lo formulado por el dnp 2011. El problema 
está en la parte operativa, porque en él se señala en forma directa que el com-
promiso con la educación con calidad es la prosperidad económica y esto no 
necesariamente se traduce en desarrollo humano o en una distribución justa. 

La premisa del capital humano se queda corta no porque normativamente no 
se relacione con una dimensión social de la gestión y del gasto público, sino 
porque su implementación establece una prioridad alarmante de los elementos 
que tienen una mayor captación por el mercado y las dinámicas económicas y 
la introducción de un deterioro progreso de la dimensión humana y social del 
desarrollo en la implementación de la política. 

La política educativa de la ocde  
y la innovación para el desarrollo económico
El otro referente importante para la restructuración de la política educativa en 
el país, lo constituyen los lineamientos para el desarrollo científico, de educación 
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y tecnológico de la ocde (2008) establecidos en el documento Research and 
Innovation in Tertiary Education Pointers for Policy Development. 

En primer lugar, en torno al mejoramiento de la difusión del conocimiento la 
ocde considera necesario promover la difusión del conocimiento y fortalecer la 
comercialización a través de la instauración de sólidos derechos de propiedad 
intelectual. También se requiere evaluar el efecto de las oficinas de transferencia 
de tecnología (ott) en las instituciones de educación superior y fomentar las 
capacidades de difusión y actividades interactivas de apoyo de la educación 
superior (tei por sus siglas en inglés). 

En segundo lugar, la ocde se propone mejorar la interacción y la colaboración 
entre las instituciones de educación superior en los países y entre naciones. Este 
objetivo se pretende lograr a través de las siguientes acciones: 1. Desarrollar la 
colaboración entre las instituciones que conforman el sector de la educación 
superior y las empresas y organismos públicos de investigación. 2. Promover que 
todas las instituciones de educación superior –incluidas las no profesionales– 
sean sensibles a las necesidades de la industria para proyectos de cooperación 
tanto nacional como internacional. 3. Garantizar que las pequeñas y medianas 
empresas y en general las empresas de todos los sectores tecnológicos, sean teni-
das en cuenta para el diseño de nuevos programas académicos. 4. Fortalecer los 
lazos entre Universidad y Empresa a través de acciones concertadas (ocde, 2008). 

En tercer lugar, fomentar la movilidad nacional e internacional. Esta meta se 
obtiene proporcionando incentivos para facilitar la movilidad intersectorial 
entre las empresas, las instituciones de educación y los organismos públicos 
de investigación; facilitando escenarios que permitan superar las barreras 
culturales y estructurales, para atraer tanto a estudiantes como investigadores 
extranjeros; y creando entornos atractivos de investigación en ie que cuenten 
con la infraestructura requerida para llevar a cabo procesos de investigación. 

En cuarto lugar, la ocde busca mejorar las perspectivas profesionales de los 
investigadores a través de las siguientes acciones: 

1. Mejorar de la flexibilidad de las políticas públicas de empleo en el sector.

2. Garantizar que los salarios sigan siendo acordes con otras profesiones.

3. Supervisar la oferta y la demanda de recursos humanos para la ciencia y la 
tecnología y mejorar la información sobre los desajustes de oferta y demanda 
y las tendencias del mercado de trabajo.
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4. Mejorar la formulación de políticas relevantes sobre recursos humanos en 
ciencia y tecnología (rhct) (ocde, 2008). 

En quinto lugar, la ocde tiene como meta que las naciones garanticen aquellas 
competencias profesionales que permitan alcanzar la innovación. Para ello, es 
necesario que combinen las habilidades técnicas con las capacidades de resolu-
ción de problemas y de comunicación y desarrollen habilidades de gestión. Así 
mismo, las instituciones de educación superior deben formar a sus estudiantes 
con habilidades flexibles y transferibles en términos de competencias.

En sexto lugar, la ocde argumenta sobre la necesidad de crear y mantener una 
infraestructura de investigación adecuada. Para ello recomienda mantener y 
actualizar regularmente los instrumentos, materiales e infraestructuras reque-
ridas para el desarrollo de la investigación. De igual forma, aconseja establecer 
políticas de colaboración entre los países con el fin de crear procesos cooperativos 
de producción científica. 

En séptimo lugar, la ocde trabaja en pro de herramientas tales como articular 
las políticas de educación y formación con las políticas de infraestructura y la 
inserción de las empresas en un mercado globalizado.

En octavo lugar, la ocde señala que se deben mejorar los métodos de selección 
de las prioridades en los procesos de investigación de los países. Para lograr este 
objetivo se requiere establecer relaciones entre el conocimiento especializado 
y la innovación; garantizar que el sistema de la educación superior conserve la 
diversidad suficiente para responder a las necesidades futuras del sistema de 
innovación; lograr un equilibrio entre el apoyo a la investigación básica y apli-
cada; articular la existencia de centros de excelencia de educación superior con 
las prioridades nacionales de la industria y mantener la flexibilidad suficiente 
para apoyar las áreas emergentes; ampliar los criterios utilizados en la evaluación 
de la investigación y el desarrollo, incluida una amplia gama de indicadores de 
resultados que permitan garantizar la calidad de la investigación; e introducir 
otros mecanismos de evaluación, tales como la revisión de pares académicos 
para complementar la evaluación mediante indicadores. 

En noveno lugar, la ocde advierte sobre la importancia monitorear la financiación 
de los proyectos y llevar a cabo procesos mixtos de financiación que incluyan 
la formación de investigadores.

En décimo y último lugar, señala la importancia de fomentar una política de 
investigación e innovación coordinada, en la que las instituciones de educación 
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superior jueguen un papel más decisivo en la soluciones de las metas globales. 
Para ello es igualmente necesario que se dé una coherencia y coordinación 
entre la política del Gobierno y las acciones de las instituciones que forman la 
educación superior. 

Estas directrices de la ocde permiten comprender la perspectiva del Gobierno en 
la inversión en tic, dada la prioridad establecida en términos de la positivización 
de la investigación científica en Colombia. La restructuración de la política de 
investigación de Colciencias está directamente relacionada con los principios de 
formulación de política pública que plantea la ocde. Así, importa considerar la 
forma como las políticas públicas en educación están planteadas en términos de 
una visión del desarrollo heterónoma y su efecto sobre las reformas educativas. 
Así mismo es importante cuestionarse no solo por la instauración de la nueva 
geografía económica, sino también por el papel que tiene la educación dentro 
de la búsqueda del desarrollo. 

De igual forma, es pertinente recordar que no se trata de una política nueva. 
Méndez (1997) enfatiza la importancia que la ciencia y la tecnología ha tenido 
en el siglo veinte en cuanto a las dinámicas económicas, la internacionalización 
del capital, la aceleración histórica y su efecto en el concepto de geografía 
económica. La denominada Tercera Revolución Industrial o revolución mi-
croelectrónica de las últimas décadas, concretada en el diseño y producción 
de circuitos electrónicos, semiconductores, microprocesadores y el desarrollo 
constante de chips, entre otros, modifica el concepto de distancia porque 
conduce a la eliminación de barreras de tiempo y espacio. En el contexto de la 
globalización se origina así una perspectiva de optimismo en las lógicas econó-
micas, en cuanto se asume que progresivamente alcanzamos un mundo libre 
de barreras espacio-temporales. 

Así, por ejemplo, en el plano geográfico una de las ideas más repetidas en los 
últimos años ha sido la referencia a un mundo futuro progresivamente liberado de 
las exigencias de la concentración espacial, en el que una pléyade de cibernautas 
podrá trabajar en su domicilio y disfrutar de buena parte de su tiempo de ocio en 
ese hogar electrónico, conectado a las redes telemáticas y los equipos multimedia, 
tal como a principios del siglo XX predijeron otros visionarios, fascinados por el 
efecto combinado que el teléfono, la electricidad y el automóvil podían ejercer para 
el desmantelamiento de unas aglomeraciones urbano-industriales tan costosas (en 
términos económicos y sociales) como innecesarias en la nueva era tecnológica que 
se anunciaba (Mendez,1997, p. 158).

Este autor considera que a partir de la crisis que vivió el capitalismo en los años 
sesenta, el cambio tecnológico se presentó como una salida al agotamiento de 
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un modelo productivo y administrativo al proporcionar un abaratamiento de 
los costos de producción, un incremento en los espacios de influencia y en las 
posibilidades de inversión. No obstante, Méndez manifiesta que es importante 
recordar que todos los simplismos –incluido el tecnológico– pueden ser altamen-
te perjudiciales frente a las realidades económicas, políticas y sociales, siempre 
complejas y contradictorias. 

En otras palabras, la innovación tecnológica tiene unas consecuencias en 
términos de espacialidad económica que son indiscutibles11 tales como:

1. La modificación del espacio-tiempo a partir de los procesos telemáticos y 
en telecomunicaciones.

2. El incremento en la densidad de los flujos tangibles e intangibles; interco-
municación con los principales centros de actividad económica en el orden 
internacional.

3. Incidencias en nuevas configuraciones en la distribución del trabajo.

4. la conexión estratégica en el orden interescalar como factor del desarrollo 
y el ordenamiento territorial. 

Pero de igual forma se da una interpretación dialéctica del impacto de la inno-
vación tecnológica frente a la geografía económica, pues esta trae consigo las 
siguientes transformaciones:

1. El cambio tecnológico produce nuevas de formas de desigualdad, incremento 
de la inequidad y el desempleo.

2. Impactos en los procesos de desarrollo regional y local, toda vez que la 
innovación tecnológica incide directamente en los niveles demográficos 
debido a la relocalización de actividades económicas. La creación de parques 
tecnológicos y complejos industriales de alta tecnología12 generan nuevas 
dinámicas del ordenamiento local y regional (Méndez 1997).

11. Aquí se encuentran los trabajos de Hall y Preston (1988); Hepworth (1989) y Feldman 
(1995) en torno a la geografía de la innovación. 

12. Un complejo industrial de alta tecnología se define por presentar una alta densidad de 
industrias consideradas de alta tecnología y servicios avanzados, así como centros de in-
vestigación y enseñanza superior, todo lo cual supone la generación de un alto potencial 
innovador.
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3. Impactos medioambientales.

4. Choques culturales y modificación de los hábitos productivos y de consu-
mo. Recordemos que todo paradigma tecno-económico trae consigo una 
redefinición del sentido común y de lo que se concibe como buenas prácticas 
de gestión. 

Esta reflexión inicial de Méndez es importante dado que Colciencias ha venido 
introduciendo una serie de reformas en la investigación a partir de la política del 
sistema nacional de ct+i que enfatiza el papel de la transferencia e innovación 
del conocimiento científico producido en el país. Los planes estratégicos de los 
programa nacionales de ciencia, tecnología e innovación tienen el propósito 
claramente definido de introducir lineamientos que a partir de la generación 
de capacidades en ct+i permitan el desarrollo económico y social de la nación 
(Colciencias, 2011. Programas Nacionales de ct+i). En un sentido amplio, se 
trata de una apuesta por el desarrollo de la nación y entendido de esta manera 
el error no se encuentra en la meta, sino en los medios a través de los cuales 
el Gobierno se propone cumplirla. Aunque es un punto para otra discusión, el 
positivismo y la reducción epistemológica de ct+i deja apenas existente (desde 
un punto de vista formal-retórico, claro está), el papel que las humanidades y 
de las ciencias sociales pueden desempeñar en el destino de la nación.

Nussbaum (2010) lo expresa claramente: “Estamos en medio de una crisis de 
proporciones gigantescas y de enorme gravedad a nivel mundial” (p. 19). La 
crisis a la que se refiere Nussbaum no es la crisis económica que en los últimos 
años ha afectado a todo el mundo, especialmente Grecia, España e Italia y de 
contera Alemania y Francia. No. La crisis que nos describe Nussbaum ya ha sido 
señalada por Husserl (1991), Horkheimer (2010) y Habermas (1982).

El mundo se encuentra en crisis por el empobrecimiento de lo humano; por 
la reducción de la existencia humana a la utilidad, la tecnología y los medios 
de producción económica. El mundo se encuentra en crisis por una mirada 
positivista y la reducción fenomenología de la realidad del mundo de la vida a 
las dinámicas del mercado. Para Nussbaum (2010) es mucho más perjudicial 
la crisis mundial en materia de educación que la crisis económica y con ello, 
lo que se encuentra en crisis es la capacidad de los individuos de ser personas 
y de ser ciudadanos críticos.

Sedientos de dinero, los Estados nacionales y sus sistemas de educación están des-
cartando sin advertirlo ciertas aptitudes que son necesarias para mantener vida la 
democracia. Si esta tendencia se prolonga, las naciones de todo el mundo en breve 
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producirán generaciones enteras de máquinas utilitarias, en lugar de ciudadanos 
cabales con la capacidad de pensar por sí mismos, poseer una mirada crítica sobre 
tradiciones y comprender la importancia de los logros y los sufrimientos ajenos 
(Nussbaum, 2010, p. 20).

Como Ruth O’Brien lo manifiesta en el prefacio de la obra de Nussbaum (2010), 
hay un proceso paulatino y constante de la devaluación de las artes y las hu-
manidades. El asunto está en una educación que se concentra en preparar a las 
nuevas generaciones para la prosperidad económica. 

Sintéticamente, podemos afirmar que existen cuatro elementos fundamentales 
de la tesis de Nussbaum. Primero, nos encontramos en una crisis que no se re-
fiere a una depresión del sistema económico, sino a un resquebrajamiento desde 
dentro de la democracia. Segundo, la crisis de la democracia se fundamenta en 
una positivización del conocimiento centrado en la educación para el trabajo, 
la utilidad y el crecimiento económico, con la subsecuente subvaloración del 
papel de las humanidades y las artes en los procesos educativos. Tercero, las 
artes y las humanidades cumplen un papel determinante en el sistema edu-
cativo, toda vez que permiten la formación del alma, entendida esta como 
el desarrollo de las facultades del pensamiento, la imaginación y la emoción. 
Cuarto, se da una interpretación deformada por parte de los gobernantes de la 
política pública referida al sector educativo, al considerar que una economía 
sólida y el crecimiento económico se oponen al desarrollo de las humanidades 
y las artes. El argumento de Nussbaum radica en que no existe oposición entre 
el interés nacional de alcanzar una economía sólida y las humanidades; por el 
contrario, las competencias de formación en humanidades contienen elementos 
fundamentales para el crecimiento económico.

En este contexto, el papel de las humanidades y las ciencias sociales en términos 
de formación ciudadana y defensa de los derechos humanos se queda en el 
plano de lo retórico, no porque no se conciban –normativamente– como fines 
deseables en sí mismos, sino porque la operatividad de la política –la puesta 
en práctica– termina siendo planteada casi exclusivamente en la intención del 
fortalecimiento para el crecimiento económico.

Para evidenciar esta intencionalidad del Gobierno analizaremos la manera como 
seis artículos de la fallida reforma del Estado intentaban construir la dimensión 
de “equidad e igualdad de oportunidades” planteada en el plan nacional de 
desarrollo.
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Argumento de cierre del capítulo
La aplicación del neoinstitucionalismo en América Latina pasa por la adopción 
de principios económicos como los establecidos dentro del enfoque denominado 
Consenso de Washington. Como nos lo explica Roth (2009), el neoinstitucio-
nalismo económico recoge elementos de la teoría public choice y del paradigma 
económico neoclásico. Su postulado principal estriba en que no es el individuo 
el que tiene que adaptarse a las instituciones existentes, sino las instituciones 
las que deben modificarse para que los individuos logren la concreción de sus 
intereses. En consecuencia, este enfoque asume la economía liberal en el sentido 
de que las funciones del Estado deben garantizar el libre juego del mercado y 
sus intervenciones tienen el propósito de disminuir los costos de transacción. 
En palabras de Nozick (1974), se trata de “[...] implementar el programa po-
lítico neoliberal de reducción del Estado” (p. 40). El análisis que nos hemos 
propuesto consiste en argumentar cómo las reformas a las políticas educativas 
de la educación superior han sido establecidas desde una visión neoliberal que 
se sustenta a su vez en la teoría económica neoclásica como en el enfoque 
neoinstitucionalista. 

El ejercicio tecnócrata de la construcción de política pública del país de las úl-
timas décadas, ha profundizado la liberalización del mercado y la introducción 
del individualismo y del equilibrio e instrumentalismo metodológicos como 
principios primarios en la toma de decisiones en el sector educativo. En un 
argumento que Uprimny, Rodríguez y García (2006) emplean para referirse a 
las dificultades inherentes a las reformas del sistema judicial, pero que puede 
aplicarse perfectamente a la implementación de nuestras políticas educativas, 
se afirma lo siguiente:

[...] Los autores nacionales utilizan ideas teóricas provenientes de las escuelas 
mencionadas (neoinstitucionalismo- teoría neoclásica), pero lo hacen de tal manera 
que desconocen el contexto de producción de tales ideas en Estados Unidos, y las 
adoptan como dogmas que se aplican de igual manera a cualquier situación (p. 57).

Esto ha traído como consecuencia que en Colombia planteamientos como los 
de Milton Friedman, el Consenso de Washington y las políticas de reducción 
del Estado, fueron implementados en procesos de política pública tan vertica-
les que devinieron en las últimas dos décadas en una reforma estructural de la 
política social en la que, por supuesto, la educación es fundamental junto a la 
salud y la justicia. Así mismo, se requiere asumir una posición crítica frente a la 
política de innovación de Colciencias centrada en una perspectiva del desarrollo 
económico, no solo por las dificultades de implementación de una verdadera 
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sociedad del conocimiento en el país, sino por la concentración de la inversión 
en investigación en ciencia, tecnología, e ingenierías, que plantea el peligro de 
una pérdida del sentido de la sociedad al olvidar la pregunta básica: ¿desarrollo 
tecnológico y científico para qué tipo de sociedad?
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El propósito de este capítulo es hacer una comparación entre la perspectiva 
normativa existente a propósito de la educación como derecho, con la fallida 
reforma de la educación superior en Colombia. Este análisis pretende desde 
una perspectiva crítica, complementar el análisis anterior sobre la teoría neo-
clásica y el neoinstitucionalismo mediante argumentos y evidencias en torno 
a la reducción del concepto de desarrollo y sus consecuencias en términos de 
inequidad y desigualdad de oportunidades. Las dos primeras secciones son 
principalmente descriptivas, pero sus conclusiones permitirán evidenciar que 
desde el punto de vista normativo y constitucional existen suficientes instru-
mentos para fundamentar el enfoque de la educación como un derecho. Sin 
embargo, esta perspectiva deontológica encuentra un horizonte muy diferente 
con la fallida reforma a la educación superior en Colombia. El análisis de seis 
de los artículos que generaron mayor controversia en relación con la reforma a 
la Ley 30, estará acompañado de datos empíricos que permitirán cuestionar los 
elementos teleológicos de construcción de la política educativa en el país en lo 
concerniente a la educación superior.

Contexto internacional de la educación  
como derecho 
La declaración universal de los derechos humanos establece en el artículo 26 
que toda persona tiene derecho a la educación y que, al menos en lo referido 
a la educación elemental y fundamental, esta deberá ser gratuita y obligatoria 
y la educación técnica y profesional generalizada. La norma tiene asimismo la 
intención de fundamentar la importancia del acceso a la educación superior, 
no sin antes aclarar que esta última deberá considerar el factor del mérito (onu, 
2012). Igualmente, la declaración universal traza un aspecto teleológico fun-
damental de la educación al establecer como prioridad su dimensión política y 
de formación ciudadana:

La educación tendrá por objeto el pleno desarrollo de la personalidad humana y el 
fortalecimiento del respeto a los derechos humanos y a las libertades fundamentales; 
favorecerá la comprensión, la tolerancia y la amistad entre todas las naciones y 
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todos los grupos étnicos o religiosos, y promoverá el desarrollo de las actividades 
de las Naciones Unidas para el mantenimiento de la paz (onu, 2012, art., 26.2). 

Sin duda, la introducción de reformas a los sistemas de educación en el mundo 
se encuentra articulada de tal manera que permita el crecimiento económico. 
Al mismo tiempo, la política internacional señala que uno de los objetivos 
fundamentales de los procesos de educación es, precisamente, la formación 
en derechos humanos y la construcción de ciudadanía. Por ejemplo, en el caso 
colombiano el artículo 41 de la Constitución alude explícitamente a la respon-
sabilidad del sistema de instituciones de educación superior de llevar a cabo 
una formación ciudadana y política:

En todas las instituciones de educación, oficiales o privadas, serán obligatorios el 
estudio de la Constitución y la instrucción cívica. Así mismo, se fomentarán prác-
ticas democráticas para el aprendizaje de los principios y valores de la participación 
ciudadana. El Estado divulgará la Constitución. 

El Pacto Internacional de los Derechos Económicos, Sociales y Culturales (Pi-
desc) de 1966 instaura en su artículo 13 el reconocimiento de toda persona a 
la educación y establece una relación directa entre los conceptos de educación, 
pleno desarrollo de la personalidad humana y dignidad. En este sentido, la 
educación se concibe como un medio para el respeto a los derechos humanos, 
las libertades políticas, culturales morales y religiosas y de la obtención de la 
paz. Para lograr este objetivo el Pidesc propone que los Estados que suscriben 
el pacto deben trabajar en el fortalecimiento de la obligatoriedad y la gratuidad 
de la educación primaria. Así mismo, debe garantizarse el acceso generalizado 
a la educación secundaria –incluso a la educación técnica o profesional– y en 
cuanto a la educación superior, se deben implementar en forma progresiva po-
líticas públicas y programas que permitan concretar estos procesos, las cuales 
deben basarse en el respeto y la autonomía de los principios étnicos y religiosos.

A pesar de esta perspectiva deontológica de la educación, según un informe 
de la Unesco varios países consideran la educación más que un derecho una 
oportunidad de desarrollo. Al corriente de esta lógica, la Corte Europea de los 
Derechos Humanos se ha adherido a la interpretación de la educación como 
un derecho, pero a costa de tensiones y disputas en su interior (Groof, 2007). 
Sin embargo, en las últimas tres décadas la educación ha sido introducida pro-
gresivamente como un derecho en las constituciones y su estatus de derecho 
fundamental ha intensificado la intervención de las cortes en los procesos de 
defensa de la educación. Aunque normativamente la educación está consagrada 
como derecho desde la promulgación universal de los derechos humanos, el 
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punto de quiebre de su aplicación jurídica en Europa se produjo en 1999 a raíz 
del caso de dieciocho niños romanos que vivían en la República Checa, cuyo 
derecho de acceso a la educación se basó en una perspectiva de igualdad y no 
discriminación racial o étnica. Esto demuestra que se trata de una perspectiva 
relativamente nueva en el tiempo y al contrario de lo que se pudiera creer, es 
necesario fortalecer los mecanismos jurídicos y políticos que propicien la defensa 
de la educación como un derecho fundamental.

La política de la Unesco Educación para todos (ept) fue creada a partir de la 
reunión del año 2000 en Dakar, cuyo propósito, entre otros, fue fijar las metas 
para la educación del año 2015 en todos los niveles de formación: primera 
infancia, primaria universal, alfabetización, educación de jóvenes y adultos, 
género y calidad. En nuestro continente, durante la Segunda Cumbre de las 
Américas llevada a cabo en Santiago de Chile en 1998, los treinta y cuatro jefes 
de Estado de los países miembros de la oea establecieron tres metas que debían 
ser cumplidas hacia el año 2010:

Meta 1: El acceso del 100 % de los menores a una educación primaria de calidad, 
con permanencia universal. Meta 2: El acceso para por lo menos 75 % de los 
jóvenes a la educación secundaria de calidad, con porcentajes cada vez mayores 
de jóvenes que culminen la escuela secundaria. Meta 3: Ofrecer oportunidades de 
educación a lo largo de la vida a la población en general (oea, 1998). 

La regional de la Unesco para Latinoamérica creó el Proyecto Regional de Edu-
cación para América Latina y el Caribe (ept/Prelac) cuyo objetivo principal es 
cumplir de manera contextualizada las metas del programa Educación para 
todos (ept). Este proyecto abarca los siguientes campos estructurales para los 
subsistemas educativos de la región:

1. Calidad de la educación.

2. Estrategia regional de docentes.

3. Educación inclusiva.

4. Innovación educativa.

5. Prevención del vih/Sida y educación en sexualidad.

6. Educación para el desarrollo sostenible.

7. Alfabetización y educación de personas jóvenes y adultas.
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Uno de los documentos de referencia internacional más importantes es la 
declaración de Yakarta,13 la cual fue presentada en el marco de la política de la 
Unesco Educación para todos (ept). La declaración de Yakarta es fundamental 
porque en ella se aprueba el derecho a la educación básica como un derecho 
humano fundamental y se establece un marco jurídico para su financiación. Se 
subraya que el derecho a la educación es un derecho reconocido internacional-
mente ligado profundamente al concepto de desarrollo. De ahí se sigue que su 
protección jurídica y constitucional es indispensable para su plena realización 
(Unesco, 2005). Además, la conferencia internacional resalta que la educación 
es uno de los pilares fundamentales de la concepción de los derechos econó-
micos, sociales y culturales y exhorta en forma directa al alto comisionado y a 
los miembros de las naciones a introducir reformas Constitucionales y jurídicas 
que asuman la educación básica como un derecho universal.14 

Resulta fundamental que la declaración de Yakarta establezca una relación direc-
ta entre el principio de la educación como un derecho y una serie de elementos 
socioeconómicos fundamentales para el goce efectivo del derecho. Por ejemplo, 
la declaración acepta los principios de la no discriminación en ninguna de sus 
formas y la igualdad de oportunidades educativas como aspectos estructurales 
del derecho a la educación. Pero así mismo, establece una relación directa 
entre este principio normativo y otros elementos conexos, como la educación 
de calidad. La declaración manifiesta la necesidad de poner un acento en “[...] 
los resultados del aprendizaje de calidad, las escuelas basadas en los derechos 
humanos, que respeten a los niños y los derechos humanos y los valores morales 
y que sean integradoras y acojan la diversidad” (Unesco, 2005). La conferencia 
internacional también recuerda que es necesario mejorar las condiciones de 
trabajo de los docentes tanto de los establecimientos educativos públicos como 
de los privados, y la necesidad de que el ejercicio docente se convierta en una 
carrera más atractiva. 

13. Celebrada en Yakarta (Indonesia) los días 2 a 4 de diciembre de 2005. 
14. “Recomendamos a la Unesco, a la Oficina del Alto Comisionado para los Derechos Hu-

manos y a la comunidad internacional que: i) lleven a cabo, desde una perspectiva compa-
rativa, un análisis de las disposiciones sobre el derecho a la educación básica en las consti-
tuciones y leyes de los distintos países; ii) subrayen las “prácticas idóneas” para promover 
la educación básica en los países cuyas constituciones o leyes contienen disposiciones y 
aplican el derecho a la educación básica; iii) lleven a cabo una reflexión a fin de elaborar 
una definición práctica de la educación básica que sea aceptable Universalmente, a partir 
de la cual se pueda supervisar el cumplimiento y la observancia de este derecho” (Unesco, 
2005).



101¿Desarrollo e igualdad de oportunidades en política educativa?

La perspectiva normativa del derecho  
a la educación en Colombia
La Constitución Política de Colombia establece una doble caracterización de la 
educación al denominarla como un derecho de la persona y como un servicio 
público. El artículo 44 que instaura los derechos de los niños, define la educación 
como un derecho fundamental y su ejercicio pleno deberá ser garantizado por 
la familia, la sociedad y el Estado. Además, enfatiza el carácter prioritario de la 
defensa de los derechos de los niños sobre los demás.15 En este mismo sentido, 
el artículo 45 determina la educación como un derecho de los jóvenes y ado-
lescentes y establece como función del Estado y la sociedad la participación 
activa de los jóvenes en instituciones que permitan el desarrollo y progreso de 
los jóvenes del país.16 

Síntesis descriptiva de la definición del concepto de educación  
en la Constitución Política de Colombia

Categoría de análisis Definición o conceptualización 

Texto
(artículo, parágrafo, 

sentencia o ley)
La educación como 
derecho fundamental. 

El artículo 44 instaura los derechos de los niños, de-
fine la educación como un derecho fundamental y su 
ejercicio pleno deberá ser garantizado por la familia, 
la sociedad y el Estado. Además, la Constitución 
hace énfasis en el carácter prioritario en la defensa de 
los derechos de los niños sobre los demás.

Artículo 44 de la 
Constitución Política de 
Colombia (cpc). 

15. “Artículo 44. Son derechos fundamentales de los niños: la vida, la integridad física, la salud 
y la seguridad social, la Alimentación equilibrada, su nombre y nacionalidad, tener una fa-
milia y no ser separados de ella, el cuidado y amor, la educación y la cultura, la recreación y 
la libre expresión de su opinión. Serán protegidos contra toda forma de abandono, violencia 
física o moral, secuestro, venta, abuso sexual, explotación laboral o económica y trabajos 
riesgosos. Gozarán también de los demás derechos consagrados en la Constitución, en las 
leyes y en los tratados internacionales ratificados por Colombia. La familia, la sociedad y 
el Estado tienen la obligación de asistir y proteger al niño para garantizar su desarrollo ar-
mónico e integral y el ejercicio pleno de sus derechos. Cualquier persona puede exigir de la 
autoridad competente su cumplimiento y la sanción de los infractores. Los derechos de los 
niños prevalecen sobre los derechos de los demás” (República de Colombia, Constitución 
Política, 1991).

16. “Artículo 45. El adolescente tiene derecho a la protección y a la formación integral. El 
Estado y la sociedad garantizan la participación activa de .los jóvenes en los organismos 
públicos y privados que tengan a cargo la protección, educación y progreso de la juventud” 
(República de Colombia, Constitución Política, 1991).
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Categoría de análisis Definición o conceptualización 

Texto
(artículo, parágrafo, 

sentencia o ley)
La educación como 
derecho de los 
jóvenes.

El artículo 45 determina la educación como un de-
recho de los jóvenes y adolescentes y establece como 
función del Estado y la sociedad la participación 
activa de los jóvenes en instituciones que permitan el 
desarrollo y progreso de los jóvenes del país. 

Artículo 45 (cpc).

La educación como 
derecho. 

El artículo 70 manifiesta nuevamente el deber del 
Estado colombiano de promover y fomentar el acceso 
a la cultura empleando como medio permanente la 
educación y la enseñanza científica.

Artículo 70 (cpc).

La educación como 
gasto social.

El artículo 52 se refiere en forma explícita a la educa-
ción junto al deporte como elementos constitutivos 
del gasto público social.*

Artículo 52 (cpc).

La educación como 
gasto social.

El artículo 366 la Constitución define que el bienes-
tar general y el mejoramiento de la calidad de vida de 
la población son finalidades sociales del Estado. En 
ese sentido, es una misión fundamental del Estado de 
derecho garantizar el goce pleno de las necesidades 
básicas insatisfechas. Este artículo es importante 
porque establece la prioridad del gasto público social 
por encima de otro tipo de gastos.** 

Artículo 366 (cpc).

* “Artículo 52. Modificado por el artículo 1 del A.L. 2 de 2000. El ejercicio del deporte, sus manifestaciones 
recreativas, competitivas y autóctonas tienen como función la formación integral de las personas, preservar 
y desarrollar una mejor salud en el ser humano. El deporte y la recreación, forman parte de la educación 
y constituyen gasto público social”. (República de Colombia, Constitución Política, 1991).

** “Artículo 366. El bienestar general y el mejoramiento de la calidad de vida de la población son finalidades 
sociales del Estado. Será objetivo fundamental de su actividad la solución de las necesidades insatisfechas 
de salud, de educación, de saneamiento ambiental y de agua potable. Para tales efectos, en los planes y 
presupuestos de la Nación y de las entidades territoriales, el gasto público social tendrá prioridad sobre 
cualquier otra asignación”. (República de Colombia, Constitución Política, 1991).

El artículo 64 define la educación como un servicio público cuyo acceso se 
encuentra al mismo nivel de la oferta de otros bienes como la salud, vivienda, 
crédito, seguridad social, recreación y acceso a las comunicaciones.17 Al res-
pecto, la sentencia T-779/11 de la Corte Constitucional con ponencia de Jorge 
Ignacio Pretelt Chaljub, reconoce la doble connotación de la educación como 
derecho y como servicio en su tratamiento constitucional. De acuerdo con esta 
sentencia, la educación entendida como un derecho y servicio contiene cuatro 

17. “Artículo 64. Es deber del Estado promover el acceso progresivo a la propiedad de la tierra 
de los trabajadores agrarios, en forma individual o asociativa, y a los servicios de educación, 
salud, vivienda, seguridad social, recreación, crédito, comunicaciones, comercialización de 
los productos, asistencia técnica y empresarial, con el fin de mejorar el ingreso y calidad de 
vida de los campesinos”. (República de Colombia, Constitución Política, 1991). 
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dimensiones: la disponibilidad, la accesibilidad, la adaptabilidad y la aceptabi-
lidad. Por disponibilidad la sentencia entiende “[...] la obligación del Estado 
de proporcionar el número de instituciones educativas suficientes para todos 
los que soliciten el servicio.” La disponibilidad se interpreta como los recursos 
institucionales que proporciona el Estado para la existencia del goce pleno de la 
educación. En cuanto a la accesibilidad la Corte la entiende como “[...] la obli-
gación que tiene el Estado de garantizar que en condiciones de igualdad, todas 
las personas puedan acceder al sistema educativo, lo cual está correlacionado 
con la facilidad, desde el punto de vista económico y geográfico para acceder 
al servicio y con la eliminación de toda discriminación al respecto; [...]”. De 
esta forma, la responsabilidad del Estado no solo se centra en la existencia de 
instituciones educativas, sino que abarca un conjunto de recursos que eliminen 
las barreras socioeconómicas que impidan el derecho a la educación. 

La adaptabilidad “[...] consiste en el hecho de que la educación debe adecuarse 
a las necesidades de los demandantes del servicio y que se garantice la conti-
nuidad en su prestación”. La adaptabilidad alude, entonces, a la adecuación de 
las instituciones del Estado que prestan el servicio público a los niños y jóvenes 
con el propósito de garantizar la continuidad en el acceso y disfrute del derecho 
a la educación. Por último, la sentencia entiende por aceptabilidad la calidad 
en el servicio que debe ser brindado. 

Dos consecuencias importantes se derivan de la sentencia T-779/11. La pri-
mera tiene que ver con el alcance del concepto de accesibilidad en el sentido 
de que implica la remoción de las barreras para el goce efectivo del derecho a 
la educación. Por consiguiente, la accesibilidad entraña un deber del Estado 
colombiano de trazar una política pública y un conjunto de programas dirigi-
dos a crear la infraestructura adecuada y asignar los recursos suficientes para 
garantizar unas condiciones mínimas de acceso, continuidad y eficacia en la 
prestación del servicio público.

Síntesis descriptiva de la definición del concepto de educación  
en la Constitución Política de Colombia (continuación)

Categoría de análisis Definición o conceptualización 

Texto
(artículo, parágrafo, 

sentencia o ley)
La educación como de-
recho y servicio público. 

El artículo 64 define la educación como un servicio 
público cuyo acceso se encuentra al mismo nivel de 
la oferta de otros bienes, como la salud, la vivienda, 
el crédito, la seguridad social, la recreación y el 
acceso a las comunicaciones.

Artículo 64 (cpc).
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Categoría de análisis Definición o conceptualización 

Texto
(artículo, parágrafo, 

sentencia o ley)
La educación como de-
recho y servicio público.

El artículo 67 establece la doble condición de la 
educación como un derecho y como un servicio 
público con una función social. Así mismo, fija la 
educación como una actividad obligatoria entre los 
cinco y los quince años de edad. Desde el punto de 
vista de la financiación, este artículo sostiene que 
la educación será gratuita en las instituciones del 
Estado, sin que ello implique un detrimento para 
quienes puedan acceder a una educación privada.* 

Artículo 67 (cpc).

El artículo 68 establece como un derecho la capa-
cidad de los particulares de fundar instituciones 
educativas, pero al mismo tiempo propone como 
obligación especial del Estado la búsqueda de igual-
dad de oportunidades para aquellas personas que 
tienen limitaciones físicas o mentales, establecien-
do así el carácter de derecho de la educación.

Articulo 68 (cpc).

La educación como derecho y servicio público se 
encuentra determinada por cuatro principios: la 
disponibilidad, la accesibilidad, la adaptabilidad y 
la aceptabilidad. 

Sentencia de la 
Corte Constitucional 
T-779/11

La Ley 115 establece una prioridad de la educación 
como un servicio público, pero a su vez reconoce 
su fundamento en la perspectiva de la educación 
como un derecho. 

Ley 115 de febrero 8 
de 1994.

* “Artículo 67. La educación es un derecho de la persona y un servicio público que tiene una función social; 
con ella se busca el acceso al conocimiento, a la ciencia, a la técnica, y a los demás bienes y valores de la 
cultura. La educación formará al colombiano en el respeto a los derechos humanos, a la paz y a la demo-
cracia; y en la práctica del trabajo y la recreación, para el mejoramiento cultural, científico, tecnológico y 
para la protección del ambiente. El Estado, la sociedad y la familia son responsables de la educación, que 
será obligatoria entre los cinco y los quince años de edad y que comprenderá como mínimo, un año de 
preescolar y nueve de educación básica. 

 La educación será gratuita en las instituciones del Estado, sin perjuicio del cobro de derechos académicos 
a quienes puedan sufragarlos. Corresponde al Estado regular y ejercer la suprema inspección y vigilancia de 
la educación con el fin de velar por su calidad, por el cumplimiento de sus fines y por la mejor formación 
moral, intelectual y física de los educandos; garantizar el adecuado cubrimiento del servicio y asegurar a los 
menores las condiciones necesarias para su acceso y permanencia en el sistema educativo. La Nación y las 
entidades territoriales participarán en la dirección, financiación y administración de los servicios educativos 
estatales, en los términos que señalen la Constitución y la ley”. (República de Colombia, Constitución 
Política, 1991).

La Ley 115 de febrero 8 de 1994,18 conocida como Ley General de la Educa-
ción, retoma en su artículo primero la perspectiva de la educación como un 

18. Ley 115 de 1994: “Artículo 1o. Objeto de la ley. La educación es un proceso de formación 
permanente, personal, cultural y social que se fundamenta en una concepción integral de la 
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servicio público con fines sociales. Esta ley centra sus aspectos teleológicos en 
la obtención de una finalidad social del Estado y reconoce su fundamento en la 
educación como un derecho. No obstante, la prioridad queda establecida desde 
el principio al plantear la definición de su objeto en términos del servicio público.

El papel de la educación privada se fortalece con el artículo 68, en el cual fa-
culta a los particulares para fundar instituciones educativas, sin dejar de lado 
la obligación del Estado de establecer igualdad de oportunidades para aquellas 
personas que tienen limitaciones físicas o mentales.19 El artículo 70 evidencia 
nuevamente el deber del Estado colombiano de promover y fomentar el acceso 
a la cultura empleando como medio permanente la educación y la enseñanza 
científica.20 Por su parte, el artículo 69 garantiza la autonomía universitaria y 
determina como deber del Estado facilitar los mecanismos financieros necesarios 
para el acceso de todas las personas a las instituciones y programas de educación 
superior en el país.21 

persona humana, de su dignidad, de sus derechos y de sus deberes. La presente ley señala las 
normas generales para regular el servicio público de la educación que cumple una función 
social acorde con las necesidades e intereses de las personas, de la familia y de la sociedad. 
Se fundamenta en los principios de la Constitución política sobre el derecho a la educación 
que tiene toda persona, en las libertades de enseñanza, aprendizaje, investigación y cátedra 
y en su carácter de servicio público”. (República de Colombia, L1y 115).

19. “Artículo 68. Los particulares podrán fundar establecimientos educativos. La ley estable-
cerá las condiciones para su creación y gestión. La comunidad educativa participará en la 
dirección de las instituciones de educación. La enseñanza estará a cargo de personas de 
reconocida idoneidad ética y pedagógica. La Ley garantiza la profesionalización y dignifica-
ción de la actividad docente. Los padres de familia tendrán derecho de escoger el tipo de 
educación para sus hijos menores. En los establecimientos del Estado ninguna persona po-
drá ser obligada a recibir educación religiosa. Las integrantes de los grupos étnicos tendrán 
derecho a una formación que respete y desarrolle su identidad cultural. La erradicación del 
analfabetismo y la educación de personas con limitaciones físicas o mentales, o con capa-
cidades excepcionales, son obligaciones especiales del Estado”. (República de Colombia, 
Constitución Política, 1991).

20. “Artículo 70. El Estado tiene el deber de promover y fomentar el acceso a la cultura de todos 
los colombianos en igualdad de oportunidades, por medio de la educación permanente y 
la enseñanza científica, técnica, artística y profesional en todas las etapas del proceso de 
creación de la identidad nacional”. (República de Colombia, Constitución Política, 1991).

21. “Artículo 69. Se garantiza la autonomía universitaria. Las universidades podrán darse sus 
directivas y regirse por sus propios estatutos, de acuerdo con la ley. La ley establecerá un 
régimen especial para las universidades del Estado. El Estado fortalecerá la investigación 
científica en las universidades oficiales y privadas y ofrecerá las condiciones especiales para 
su desarrollo. El Estado facilitará mecanismos financieros que hagan posible el acceso de 
todas las personas aptas a la educación superior”. (República de Colombia, Constitución 
Política, 1991).
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El artículo 300 (modificado por el artículo 2 del acto legislativo 01 de 1996) 
otorga como función a las asambleas departamentales regular la educación en 
los términos que establece la ley. Y el artículo 336 afirma que el dinero obte-
nido del monopolio de los licores se destinará preferiblemente a los servicios 
de salud y educación. Por su parte, el artículo 356 en el inciso modificado por 
el artículo 1 del acto legislativo 04 de 2007 (artículo 1 del acto legislativo 4 de 
2007, publicado en el Diario oficial No. 46.686 del 11 de julio de 2007) establece 
que los recursos del sistema general de participaciones de los departamentos, 
distritos y municipios, se utilizarán para la financiación de los servicios que se 
encuentren a su cargo, al tiempo que determina una prioridad de los servicios 
de educación preescolar, primaria, secundaria y media.22 En este artículo se in-
troduce una modificación con el fin de establecer la educación de la población 
pobre como uno de los factores de prioridad en la asignación del sistema general 
de participaciones.23

El parágrafo transitorio del artículo 356 funda los principios para la distribución 
de recursos, para los diferentes servicios públicos, incluida la educación preesco-
lar, primaria, secundaria y media a través del sistema general de participaciones. 
Allí se define que un quince por ciento del situado fiscal se distribuirá por partes 
iguales entre los departamentos, el distrito capital y los distritos de Cartagena, 
Santa Marta y Barranquilla. El resto se asignará a partir de criterios de eficiencia 
administrativa de las respectivas entidades territoriales.24 

22. “Artículo 356. Nota de vigencia. Inciso modificado por el artículo 1 del Acto Legislativo 4 
de 2007, publicada en el Diario Oficial No. 46.686 de 11 de julio de 2007. Rige a partir del 
1o de enero de 2008. Los recursos del sistema general de participaciones de los departamen-
tos, distritos y municipios se destinarán a la financiación de los servicios a su cargo, dándole 
prioridad al servicio de salud y los servicios de educación pre-escolar, primaria, secundaria y 
media, garantizando la prestación de los servicios y la ampliación de cobertura”. (República 
de Colombia, Constitución Política, 1991).

23. “Artículo 356. Modificado por el artículo 2 del A.L. 04 de 2007. Para educación, salud y 
agua potable y saneamiento básico: población atendida y por atender, reparto entre pobla-
ción urbana y rural, eficiencia administrativa y fiscal, y equidad. En la distribución por en-
tidad territorial de cada uno de los componentes del sistema general de participaciones, se 
dará prioridad a factores que favorezcan a la población pobre, en los términos que establezca 
la ley”. (República de Colombia, Constitución Política, 1991).

24. “Artículo 356. Los recursos del situado fiscal se destinarán a financiar la educación prees-
colar, primaria, secundaria y media, y la salud, en los niveles que la ley señale, con especial 
atención a los niños. El situado fiscal aumentará anualmente hasta llegar a un porcentaje de 
los ingresos corrientes de la Nación que permita atender adecuadamente los servicios para 
los cuales está destinado. Con este fin, se incorporarán a él la retención del impuesto a las 
ventas y todos los demás recursos que la Nación transfiere directamente para cubrir gastos 
en los citados niveles de educación. La ley fijará los plazos para la cesión de estos ingresos 
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Síntesis descriptiva de la definición del concepto de educación  
en la Constitución Política de Colombia (continuación)

Categoría de análisis Definición o conceptualización 

Texto
(artículo, parágrafo, 

sentencia o ley)

Financiación de la 
educación. 

El artículo 69 garantiza la autonomía universitaria 
y determina como un deber del Estado facilitar la 
existencia de mecanismos financieros para el acceso 
de todas las personas a las instituciones y programas 
de educación superior en el país.

Artículo 69 (cpc).

El artículo 300 (modificado por el artículo 2 del acto 
legislativo No. 1 de 1996) otorga como función a las 
asambleas departamentales regular la educación en 
los términos que establece la ley. Y el artículo 336 
afirma que el dinero obtenido del monopolio de los 
licores se destinará preferiblemente a los servicios de 
salud y educación.

Artículo 300 (cpc). 

El artículo 356 establece que los recursos del sistema 
general de participaciones tanto de los departa-
mentos, distritos y municipios se utilizarán para la 
financiación de los servicios que se encuentren a su 
cargo y determina una prioridad de los servicios de 
educación preescolar, primaria, secundaria y media.

Artículo 356, en el 
inciso modificado por 
el artículo 1 del acto 
legislativo No. 4 del 
2007.

En el artículo 356 se establece la educación de la po-
blación pobre como uno de los factores de prioridad 
en la asignación del sistema general de participa-
ciones y se definen algunos criterios esenciales en la 
distribución del gasto social. 

Artículo 356 cpc. 

A pesar de la ambigüedad constitucional al definir la educación como derecho y 
servicio público, en la definición de la Corte Constitucional y en la Ley General 
de la Educación hay suficientes antecedentes para fundamentar una perspectiva 
de la educación en Colombia como un derecho ciudadano. Tanto los principios 
normativos internacionales como los nacionales instituyen una diferencia en 

y el traslado de las correspondientes obligaciones, establecerá las condiciones en que cada 
departamento asumirá la atención de los mencionados servicios y podrá autorizar a los 
municipios para prestarlos directamente en forma individual o asociada. No se podrán des-
centralizar responsabilidades sin la previa asignación de los recursos fiscales suficientes para 
atenderlas. Un quince por ciento del situado fiscal se distribuirá por partes iguales entre los 
departamentos, el distrito capital y los distritos de Cartagena, Santa Marta y Barranquilla. 
El resto se asignará en proporción al número de usuarios actuales y potenciales de los servi-
cios mencionados, teniendo en cuenta, además, el esfuerzo fiscal ponderado y la eficiencia 
administrativa de la respectiva entidad territorial. Cada cinco años la ley, a iniciativa de 
los miembros del Congreso, podrá revisar estos porcentajes de distribución”. (República de 
Colombia, Constitución Política, 1991). 
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términos de obligatoriedad en la educación básica, media y universitaria. La 
educación básica y media se establece como obligatoria y como un deber del 
Estado, la familia y la sociedad. Las referencias en torno a la educación superior 
están planteadas en relación con la conveniencia de la generalización del servicio 
y no se instaura su universalidad u obligatoriedad. A continuación haremos un 
análisis de seis de los artículos que suscitaron mayor controversia en la fallida 
reforma a la educación superior en Colombia en el año 2011, con el propósito 
de comprender cómo las normas permiten fundamentar la educación como un 
derecho y como un servicio público generalizado, pero la construcción de la 
política pública a pesar de los elementos dialógicos que se construyen a su alre-
dedor, se sitúa en una perspectiva de inequidad y desigualdad de oportunidades.

Análisis de seis artículos de la reforma  
a la Ley 30 de 1992 
Uno de los artículos más controversiales de la reforma a la Ley 30 es precisa-
mente el correspondiente a la financiación de la educación. El artículo 146 
establece lo siguiente: 

A partir del año 2012 y hasta el 2014 la Nación asignará recursos adicionales 
al Ministerio de Educación Nacional equivalentes a tres puntos reales respecto 
a los aportes de la Nación asignados a las Instituciones de educación superior 
estatales en el año inmediatamente anterior. El cincuenta por ciento (50 %) (1.5 
puntos) serán transferidos por el Ministerio de Educación Nacional en la misma 
proporción de los aportes de la Nación en el año 2011. El cincuenta por ciento 
(50 %) (1.5 puntos) restante será distribuido entre las Instituciones de educación 
superior estatales, según el grado de complejidad de las instituciones y el aporte 
que reciban del Estado.25

25. Continúa el artículo: “Estos últimos recursos estarán destinados a financiar: a. La genera-
ción de nuevos cupos teniendo en cuenta el área del conocimiento, y el nivel y la modalidad 
del programa respectivo, así como los programas de regionalización, la presencia en zonas 
de frontera, y la atención a población vulnerable. b. El reconocimiento de la productividad 
académica de los docentes, teniendo en cuenta las distintas formas de protección de la pro-
piedad intelectual. c. La formación del recurso docente. d. El fortalecimiento de la capaci-
dad de investigación e innovación. Los recursos de que trata este artículo incrementarán la 
base presupuestal de las instituciones a la que se refiere el artículo 142 de la presente Ley. El 
mecanismo para la distribución de los recursos previstos en este artículo a las Universidades 
estatales, será definido de manera conjunta entre el Ministerio de Educación Nacional y el 
Sistema de Universidades Estatales, sue. El mecanismo para la distribución de los recursos a 
las demás Instituciones de Educación Superior estatales, será definido por el Ministerio de 
Educación Nacional y los rectores de estas instituciones. (men, 2011, p. 41).
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En un artículo de la revista Semana del 18 de octubre de 2011 titulado Reforma 
a la Ley 30: por qué sí, por qué no, se plantea que la molestia de las universidades 
públicas radica en que el proyecto de ley no incluye rembolsar el dinero inver-
tido en cobertura y calidad de los últimos trece años. De manera explícita, el 
artículo se refiere al argumento esgrimido por Moisés Wasserman, rector de la 
Universidad Nacional de Colombia:

[...] En ese tiempo nuestro presupuesto se ha mantenido fijo con el índice de precios 
al consumidor [...]. En el año 2009 se hizo una adición de 70.000 millones de 
pesos que es muy poco para el sistema de 32 universidades públicas con 600.000 
estudiantes. Ese dinero no se ha terminado de dar y es la única adición que han 
hecho en ese tiempo.

El punto central no estriba en que el país no ha tenido un incremento en la 
cobertura, sino que esta no ha sido financiada –más que marginalmente– por el 
Estado colombiano. Esto se explica porque el aumento de los estudiantes con 
acceso a la educación superior ha sido gracias a la ampliación de los cupos en 
las universidades públicas a través de medidas neoliberales, pero no mediante 
inversión directa por parte del Estado. Este es uno de los principales motivos 
de disputa entre el Gobierno y el sistema de las universidades públicas del país, 
discrepancia basada en el hecho de que esos recursos no han sido girados. Así 
lo expresa el rector de la Universidad Nacional, Moisés Wasserman. Incluso, si 
analizamos el periodo de tiempo que muestra el aumento en la cobertura, ello 
también nos indica que la inversión privada ha tenido un leve decaimiento desde 
el año 2002, aunque la tendencia durante la última década ha sido mantener 
un equilibro (Tabla 2):

Tabla 2
Graduados por nivel académico educación superior

Año Posgrado Pregrado Total Posgrado (%) Pregrado (%)
2002 22.534 109.362 131.896 17,08 % 82,92 %
2003 23.965 127.676 151.641 15,80 % 84,20 %
2004 24.229 121.660 145.889 16,61 % 83,39 %
2005 25.388 128.640 154.028 16,48 % 83,52 %
2006 27.050 120.343 147.393 18,35 % 81,65 %
2007 33.026 127.215 160.241 20,61 % 79,39 %
2008 36.077 133.817 169.894 21,24 % 78,76 %
2009 47.000 150.007 197.007 23,86 % 76,14 %

2010* 58.605 199.578 258.183 22,70 % 77,30 %

Fuente: men-snies (2011a).
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Sistema nacional de indicadores 
Resulta del cociente entre el gasto total en educación y el valor total de bienes y 
servicios producidos en un país en un año dado, ambos expresados en la misma 
unidad monetaria.

Gráfica 2
Gasto como porcentaje del pib

Fuente: men-snies (2011a).

Sin embargo, es necesario establecer la manera como se comporta el número de 
estudiantes matriculados por sector y observar si existe una correlación entre 
la inversión económica y el número de matriculados (Tabla 3):

Estadísticas sectoriales educación superior 
Tabla 3

Matrícula por sector educación superior

Año Oficial Privado Total Oficial (%) Privada (%)
2002 416722 583426 1000148 41,67 % 58,33 %
2003 470532 579500 1050032 44,81 % 55,19 %
2004 541274 572452 1113726 48,60 % 51,40 %
2005 588051 608639 1196690 49,14 % 50,86 %
2006 661612 622453 1284065 51,52 % 48,48 %
2007 739468 621680 1361148 54,33 % 45,67 %
2008 827259 665035 1492294 55,44 % 44,56 %
2009 877346 707949 1585295 55,34 % 44,66 %
2010 930307 761490 1691797 54,99 % 45,01 %

Fuente: men-snies (2011a).
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La gráfica muestra cómo el crecimiento de cobertura se debe fundamentalmente 
al esfuerzo por parte de sistema de educación oficial, a pesar de la denuncia 
del rector de la Universidad Nacional de Colombia sobre los giros ejecutados 
por el Gobierno. 

Desde otra perspectiva, es necesario apreciar la situación de cobertura de la 
educación superior colombiana en relación con Latinoamérica (tablas 4 y 5): 

Tabla 4
Cobertura de América Latina

Tasa de cobertura de  
América Latina

2005 2006 2007 2008 
N.D. N.D. N.D. N.D.

Argentina 64,60 % 68,10 % 67,73 % 69,38 %
Brasil 25,49 % N.D. 30,01 % 34,44 %
Colombia 30,01 % 31,93 % 32,98 % 35,36 %
Chile 47,83 % 46,57 % 52,06 % 54,79 %
Cuba 62,80 % 87,90 % 108,70 % 121,51 %
Ecuador N.D. N.D. 35,32 % 42,41 %
México 24,71 % 25,44 % 26,30 % 27,19 %
Panamá 43,89 % 44,93 % 45,03 % 45,10 %
Uruguay N.D. 92,70 % 128,53 % 64,91 %
Venezuela N.D. N.D. N.D. 78,64 %

Fuente: men-snies (2011a).

Gráfica 3
Educación superior. Matrícula por sector

Fuente: men-snies (2011a).
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Tabla 5
Indicadores de educación superior en Colombia

2000 2001 2002 2003 2004 2005 2006 2007 2008 2009 2010
- - - - - - - - - - -

Tasa de cobertura de 
educación superior

23,50 % 24,32 % 24,49 % 25,65 % 26,96 % 28,43 % 30,07 % 31,62 % 34,15 % 35,56 % 37,21 %

Tasa de absorción N.D. 44,89 % 53,56 % 61,85 % 64,17 % 64,48 % 57,73 % 70,31 % 71,19 % N.D. N.D.
Participación de la 
matrícula de educa-
ción técnica

17,53 % 19,42 % 19,51 % 21,55 % 24,73 % 25,94 % 28,40 % 30,18 % 32,49 % 33,27 % 33,97 %

Nuevos cupos en 
educación superior

934.085 43.158 22.905 49.884 63.694 82.964 87.375 77.083 131.146 93.001 106.502

Nuevos cupos creados 
en educación técnica 
y tecnológica

153.887 24.525 4.571 31.790 48.117 32.173 52.023 46.494 70.242 37.315 40.632

Nuevos cupos creados 
Sena

2.628 1.600 7.429 36.466 44.906 4.439 44.297 55.721 52.168 5.622 39.207

Fuente: men-snies (2011a).

La gráfica nos muestra que la cobertura colombiana en educación superior (34,15 %) 
en el año 2008 es solo más amplia que la de México (27,19 %; Tabla 4). Por ende, 
es inferior a la de países como Cuba (121,51 %), Venezuela (78,64 %), Argentina  
(69,38 %), Uruguay (64,91 %), Chile (54,79) %, Panamá (45,10 %), Ecuador  
(42,41 %) y Brasil (34,44 %). Sin embargo, debe tenerse en cuenta el origen de los 
datos. Por cobertura en educación superior se entiende la profesional, la técnica y 
la tecnológica. Esto quiere decir, por ejemplo, que al pasar del 37,21 % en el 2008, 
al 34,15 % en el 2010, el índice de ampliación de cobertura se refiere a 106.502 
personas, de las cuales 40.632 lo hicieron a través de formación técnica y tecnológica. 
Este dato no incluye los estudiantes del Sena, institución para la cual se generaron 
nuevos cupos (39.207). Dado que 40.632 corresponde al 38 % (0,38151396) y 39.207 
al 37 % (0,36813393), de la cifra de 106.502, el 75 % (0,74964789) corresponde a 
ampliación de cobertura en educación técnica y tecnológica y consecuentemente solo 
el 25 % a educación profesional. Esto significa que la inversión anual en educación 
superior asciende alrededor del 1 % del pib (tabla 6 y Gráfica 4). 

La Gráfica 4 demuestra dos cosas: una tendencia leve del incremento en la inversión 
pública en educación al pasar del 3, 2 % en el 2000 al 3,9 % en el 2010 y una relación 
entre la inversión en educación básica y media y la inversión en educación superior, 
la cual se sitúa alrededor del 25 %. Esta cifra requiere un análisis más profundo, ya 
que es necesario aumentar la inversión en educación superior sin deteriorar la de 
básica y media. El motivo que puede ser esgrimido en este sentido, es una mayor 
rapidez en la tasa de retorno de la inversión. El dato que muestra que la inversión 
en la educación superior en Colombia es apenas del 1 % del pib es sumamente pre-
ocupante. En consecuencia, el Gobierno tiene razón cuando sostiene que con la ley 
se va a producir un incremento de la inversión, puesto que los tres puntos implican 
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una ampliación significativa de la inversión en relación con la financiación histórica 
del país. Sin embargo, para los estudiantes y los profesores universitarios del sector 
público ese incremento es insuficiente frente a las metas de crecimiento propuesto. 

Tabla 6
Gasto público en educación como porcentaje del pib

Año

Gasto público en 
educación básica y 

media
Gasto público en 

educación superior
Gasto público no 

clasificable por nivel
2000 3,20 1,00 0,10
2001 3,40 1,00 0,10
2002 3,30 1,00 0,10
2003 3,40 0,90 0,10
2004 3,50 0,90 0,10
2005 3,40 0,90 0,10
2006 3,60 0,90 0,10
2007 3,50 0,80 0,10
2008 3,40 0,90 0,10
2009 3,80 0,90 0,10
2010 3,90 1,10 0,10

Fuente: men-snies (2011a).

Gráfica 4
Gasto público como porcentaje del pib

Fuente: men-snies (2011a).26

26. Fuente del Ministerio: matrícula certificada por las secretarías de educación (2002). MEN-
Sistema Nacional de Información de Educación Básica (Sineb) [2003-2009]. Población 
proyectada con base en el censo de 2005-Dane 

 *Dato preliminar sujeto a modificación.
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Analicemos el presupuesto del próximo año (Tabla 7): 

Tabla 7
Presupuesto general de la nación

Fuente: Ministerio de Hacienda y Crédito Público (2011). 

Fuente: Dirección general del presupuesto público nacional. 

Lo más alarmante del presupuesto del 2012 no es la escandalosa cifra de 14.6 
billones en deuda. La variación porcentual para la educación superior alcanza el 
0,6 % y esto trae como consecuencia que la variación del 2012 como porcentaje 
del pib en relación con el 2011 es inexistente, dado que se mantiene en solo  
0,3 % para ambos años. En palabras simples, se aumenta la cifra pero no el porcen-
taje de inversión en relación con el pib. Esto nos permite afirmar que el Gobierno 
nacional no tiene ningún propósito de cumplir el artículo 146 de la reforma a la 
ley 30 y se va a amparar en el parágrafo que establece que la inversión se efectúa 
según lo establecido en el presupuesto general de la nación. Analicemos esta 
situación con mayor detalle. La propuesta del Ministerio es la siguiente: 

El Gobierno del Presidente Juan Manuel Santos y la política “Educación de 
calidad, el camino para la prosperidad”, se ha propuesto pasar del 37 % al 50 % 
de cobertura en educación superior. Gracias a los nuevos recursos de la Nación 
se espera incrementar en 600.000 los nuevos cupos de pregrado y en 45.000 los 
de posgrado, así como aumentar la participación de matriculados en programas 
técnicos y tecnológicos de 33 % a 45 %. La meta es que con la reforma el país 

Concepto 2011 (1)
2012 

proyecto (2)

Variación 
porcentual  

12/11 
(3)=(2/1)

Como porcentaje  
del PIB

2011 (4) 2012 (5)
Funcionamiento 83.066 90.943 9,5 13,8 13,9
Gastos de personal 16.684 17.672 5,9 2,8 2,7
Gastos generales 5.417 5.185 (4,3) 0,9 0,8
Transferencias 59.576 66.425 11,5 9,9 10,2
SGP 24.757 26.000 5,0 4,1 4,0
Pago de mesadas pensionales sin SGP 22.874 24.983 9,2 3,8 3,8
Universidades sin pensiones 1.900 2.015 6,0 0,3 0,3
Fondo prestaciones magisterio sin pensiones 916 1.129 23,2 0,2 0,2
FONPET 200 312 56,0 0,0 0,0
Resto de transferencias 8.928 11.986 34,2 1,5 1,8
Operación comercial 1.389 1.661 19,5 9,9 10,2
Deuda 35.187 40.332 14,6 5,8 6,2
Inversión 32.723 34.001 3,9 5,4 5,2
Total 150.976 165.276 9,5 25,0 25,3
Total sin deuda 115.789 124.944 7,9 19,2 19,2
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alcance en el año 2022 los niveles de cobertura de los países desarrollados, que 
está alrededor del 64 % (men, 2011b).

Hay un error en la misma argumentación presentada por el Gobierno. No es 
posible un crecimiento en educación técnica y tecnológica del 33 % al 45 % 
porque este ya se sitúa en el 75 % (0,74964789). El fondo de la cuestión radica 
en que en los datos suministrados por el Gobierno no se tiene en cuenta el papel 
que cumplen los estudiantes del Sena. Esto es preocupante, porque o el cálculo 
está mal elaborado o en forma intencionada el Gobierno emplea los datos del 
Sena para aumentar las estadísticas de cobertura, pero no los incluye cuando 
habla de educación técnica y tecnológica.

Ahora bien, es importante revisar la manera como será establecida –hipoté-
ticamente hablando, después del asunto de la voluntad política– la inversión 
pública en educación superior con base en la ley a partir del año 2015:

Artículo 147. A partir del año 2015 y hasta el año 2022 se mantendrá una asig-
nación adicional al Ministerio de Educación Nacional de tres (3) puntos reales 
respecto a los aportes de la Nación asignados a las Instituciones de educación 
superior estatales del año inmediatamente anterior, los cuales serán distribuidos 
entre dichas instituciones e incrementarán la base presupuestal de las instituciones a 
la que se refiere el artículo 142 de la presente ley, teniendo en cuenta los resultados 
obtenidos durante los tres años inmediatamente anteriores en cuanto a formación 
de estudiantes, Acreditación de Alta Calidad, producción académica, investigativa 
y de innovación, la ampliación y mantenimiento de cupos teniendo en cuenta el 
área del conocimiento, el nivel, la modalidad, la ubicación geográfica del programa 
respectivo y la atención a población vulnerable; la formación del recurso docente; 
el desarrollo de políticas de gestión y aprovechamiento de la propiedad intelectual; 
y los avances en la gestión institucional. El mecanismo para la distribución de los 
recursos previstos en este artículo a las Universidades estatales, será definido de 
manera conjunta entre el Ministerio de Educación Nacional y el Sistema de Uni-
versidades Estatales, SUE. El mecanismo para la distribución de los recursos a las 
demás Instituciones de educación superior estatales, será definido por el Ministerio 
de Educación Nacional y los Rectores de estas instituciones (men, 2011, p. 41).

En ambos artículos (el 146 y el 147), la manera como se distribuirán los recursos 
depende en gran medida de los procesos de evaluación vía la acreditación del 
programa y de las instituciones. Ciertamente, los mecanismos de evaluación 
se encuentran abiertos; sin embargo, es importante observar las estadísticas de 
instituciones acreditadas (Tabla 8).
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Tabla 8
Evolución de los procesos de acreditación institucional 2003-2011.

Fecha de corte: mayo 2011

Total  
evaluadas

Total  
acreditadas

Acreditación 
primaria

Reacreditadas Recomendadas

2003 4 4 4 0 0
2004 1 1 1 0 0
2005 6 5 5 0 1
2006 2 2 2 0 0
2007 1 1 1 0 0
2008 5 2 2 0 3
2009 2 1 1 0 1
2010 8 8 4 4 0
2011 2 2 2 0 0
Total 31 26 22 4 5

Fuente: cna (2011).

Por otro lado, el artículo 101 de la reforma a la ley establece lo siguiente: 

El Gobierno nacional podrá destinar recursos con criterios objetivos de elegibilidad 
a las Instituciones de educación superior privadas, orientados al mejoramiento 
del servicio, a través de fondos competitivos o convenios de desempeño. Con el 
fin de incentivar la excelencia, el Gobierno nacional podrá destinar recursos a 
las instituciones de educación superior estatales y privadas que cuenten con la 
acreditación de alta calidad en los términos que defina el Ministerio de Educación 
Nacional (men, 2011, p. 25).

El punto álgido que aquí se plantea alude a un sistema de justicia distributiva o 
si se quiere, de injusticia distributiva. Bentham (1973) y Mill (1993) consideran 
que una distribución es justa si produce utilidad y por utilidad se entiende la 
búsqueda de la felicidad como la medida de corrección e incorrección de las 
acciones humanas. En una perspectiva del desarrollo humano, puede plantearse 
con Sen (1990), (1996), (2000) que fomente las libertades y las capacidades 
humanas como base del desarrollo de las políticas públicas. O los argumentos 
podrán plantearse a partir de una defensa de los derechos a través de la acción 
comunicativa (Habermas, 2005); de la igualdad de oportunidades y de la justi-
cia como equidad (Rawls,1993, 2000, 2001).27 Pero, el análisis tiende a hacerse 

27. Rawls inicia la defensa de la igualdad de oportunidades desde sus primeros textos en los que 
propugnaba la búsqueda de un criterio imparcial de justicia distributiva. Ver: Rawls, John 
(1958). Justice as Fairness. In: Rawls, John (2001). Collected Papers. Cambridge, Massachu-
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desde la perspectiva del mercado, de la búsqueda de la mayor eficiencia de los 
recursos económicos y de una liberalización de la ley de oferta y demanda del 
mercado tipo James M. Buchanan (1968), (1978); Milton Friedman (1957), 
(1962), (1962b) o Friedrich A. von Hayek (1941). En un contexto económi-
co de este tipo, lo que se fomenta es una ampliación de la cobertura a partir 
del apalancamiento de las ie privadas. Esto se evidencia en la tendencia que 
instaura el artículo anterior en el sentido de que si el Estado tiene el derecho de 
invertir con base exclusiva en el sistema de acreditación, lo que se genera es un 
financiamiento público de la universidad privada. Empero, la intencionalidad 
en la privatización no viene exclusivamente por vía de inversión directa por 
parte del Estado. Recordemos lo establecido por los artículos 152, 153 y 154: 

Artículo 152. Transfórmese el Fondo de Desarrollo de la educación superior, Fo-
desep, creado por la Ley 30 de 1992, en una sociedad de economía mixta de carácter 
nacional, vinculada al Ministerio de Educación Nacional, con domicilio en Bogotá, 
constituida como sociedad anónima y cuyos principales objetivos serán actuar como 
instancia estructuradora de proyectos para la expansión y el mejoramiento de la 
calidad del servicio público de educación superior y como fondo de garantías para 
los créditos otorgados a Instituciones de educación superior estatales y privadas, 
cuyo destino sea el financiamiento de proyectos que contribuyan al mejoramiento 
de las condiciones de calidad educativa o a la ampliación de cobertura.

Artículo 153. El Fondo Nacional de Garantías (fng) podrá garantizar los cré-
ditos otorgados a Instituciones de educación superior estatales y privadas, cuyo 
destino sea el financiamiento de proyectos de dichas instituciones que contribuyan 
al mejoramiento de las condiciones de calidad educativa.

Artículo 154. La Financiera de Desarrollo Territorial S. A., Findeter, a través de 
la banca comercial, establecerá líneas de crédito especiales para las Instituciones 
de educación superior, con destino a inversión en infraestructura física y tecnoló-
gica que conduzca al mejoramiento de la calidad de la prestación del servicio de 
educación superior o a la ampliación de cobertura.

La ampliación de cobertura de la financiación sin más, es decir, sin un análisis 
más profundo de sus consecuencias es positiva. Pero la ampliación de la cobertura 
ligada a la acreditación y a indicadores exclusivamente cuantitativos es perversa, 

setts: Harvard University Press; Rawls, John (1963). Constitutional Liberty and the Concept 
of Justice. In: Rawls, John (2001b). Collected Papers. Cambridge, Massachusetts: Harvard 
University Press; Rawls, John (1982). Social Unity and Primary Goods. In: Rawls, John. Co-
llected Papers. Cambridge, Massachusetts: Harvard University Press, (2001); Rawls, John 
(1988). The Priority of Right and Ideas of the Good. In: Philosophy & Public Affairs, Vol. 17, 
No. 4 (Autumn, 1988), pp. 251-276.
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sobre todo en cuanto el Estado permitiría el incremento de las matrículas de 
acuerdo con la satisfacción obtenida en términos de indicadores cuantitativos 
ligados a procesos de acreditación institucional: 

Artículo 151. Las Instituciones de educación superior fijarán anualmente el valor 
de todos los derechos pecuniarios de que trata el artículo 152, que podrán incremen-
tarse hasta por el índice de precios al consumidor del año inmediatamente anterior. 
Los valores y los costos de formación de los estudiantes deberán informarse al 
Ministerio de Educación Nacional de acuerdo con los plazos y procedimientos que 
éste determine. Las instituciones podrán incrementar los valores de matrícula por 
encima del índice de precios al consumidor, siempre que presenten al Ministerio de 
Educación Nacional un informe financiero que precise las razones que dan lugar al 
incremento y que estén directamente relacionadas con la proyección de inversiones 
para el mejoramiento de la calidad del servicio que prestan. El incumplimiento de 
lo dispuesto en el presente artículo dará lugar a las acciones administrativas y a la 
imposición de las sanciones previstas en esta ley.

El movimiento social de los estudiantes tiene toda todo el sentido del mundo. 
Es una invitación a que en el país ocurra el mismo fenómeno de Chile donde 
el Gobierno financia la educación superior vía crédito, pero las universidades 
privadas –presas de la lógica de la eficiencia y la productividad– incrementan 
exponencialmente las matrículas con el fin de adaptarse a las medidas de calidad 
exigidas por la comparación constante con las universidades más importantes 
del mundo a partir de estándares como el de Shangai. Dicho en otras palabras, 
la satisfacción de los estándares internacionales demanda más inversión, la cual 
termina transfiriéndose a las matrículas. Toda vez que existe un sistema que 
financia, permite e incluso defiende el endeudamiento con fines de educación, 
el sistema en general culmina produciendo una burbuja. 

Conclusiones
1. La Constitución Política de Colombia define la educación como un derecho 

y un servicio público y en este sentido, los artículos que complementan esta 
definición inicial tanto en su interior como en la creación de jurisprudencia 
por parte de la Corte Constitucional, permiten considerar como suficientes 
los antecedentes normativos para la fundamentación de una perspectiva 
de la educación en Colombia como un derecho de los ciudadanos. Este 
enfoque inicial se encuentra en posición dialéctica en relación con la Ley 
115 o Ley General de la Educación, que si bien reconoce la educación como 
un derecho, la estructura argumentativa de la norma está edificada a partir 
de la educación como servicio.
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2. Ciertamente, tanto los principios normativos internacionales como los 
nacionales establecen una diferencia en términos de obligatoriedad en la 
educación básica, media y universitaria. Aunque la educación básica y media 
se establece como obligatoria y como un deber del Estado, la familia y la 
sociedad, las referencias en torno a la educación superior están planteadas 
en términos de la conveniencia de la generalización del servicio y no se 
establece su universalidad u obligatoriedad. 

3. Si bien el desarrollo de la nación es intrínseco al sistema de educación su-
perior, es preocupante la concentración de los esfuerzos en la financiación 
de esta hacia el concepto de capital humano entendido como educación 
para el trabajo. Ello trae no solo la pérdida del sentido fundamental de la 
educación como un derecho, sino la positivización del conocimiento que 
redunda en un empobrecimiento de los componentes sociales en la forma-
ción profesional.

4. El 16 de noviembre de 2011, la Comisión Sexta de la Cámara de Repre-
sentantes aprobó el retiro definitivo del proyecto de reforma a la educación 
superior. La decisión fue tomada luego de que el Ministerio de Educación 
Nacional oficializara la solicitud del retiro del proyecto a través de una carta 
enviada a dicha Comisión. Esta decisión la toma el Gobierno del presidente 
Santos con el propósito de ponerle fin al paro estudiantil de las universidades 
públicas y con el objeto de que cesara el movimiento social de los estudiantes 
universitarios, que presionó al Gobierno para que modificara su curso de 
acción frente a la propuesta de reforma de la educación superior. En este 
contexto social, el documento consistió en un examen de seis artículos de la 
fallida propuesta de reforma de la ley de educación superior en Colombia y 
a partir de un análisis de las estadísticas que presenta el mismo Gobierno, el 
documento evidencia la incoherencia del Estado en relación con los datos 
provenientes del Sena frente al problema de ampliación de cobertura de la 
educación superior, en el sentido del doble manejo que este hace a propósito 
de los niveles de educación tecnológica y técnica profesional. 

5. El texto presenta evidencia sobre la manera como el Gobierno aparentaba 
en su discurso aumentar la inversión en educación superior, pero en realidad 
la propuesta ligaba los giros futuros de la educación al presupuesto del año 
fiscal 2012, cuando dicho presupuesto no introdujo la inversión expresada, 
creando así un escenario retórico de igualdad de oportunidades. Se llega 
así a una incoherencia entre lo planteado por el proyecto de reforma a la 
Ley 30 y la asignación del presupuesto real de la nación, en el ítem concer-
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niente a la ampliación de la inversión en educación superior. Esta dificultad 
que demuestra falta de voluntad política por parte del Estado de invertir 
en educación pública, toda vez que de acuerdo con la reforma a la ley, la 
inversión de los próximos años partiría de lo establecido en el presupuesto 
del año 2011-2012.

6. Por último, se plantea el peligro de establecer una relación directa entre la 
inversión pública en universidades privadas y las ie acreditadas. Si esto se 
establece, el resultado sería un oligopolio en la educación, dado que solo 
veintisiete instituciones se encuentran acreditadas y solo ellas recibirían el 
apoyo del Estado. 
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Introducción
Este capítulo es una mirada general –y si se quiere descriptiva– de las maneras 
como se ha dado la educación superior en Colombia. El análisis se hará a partir 
de tres reformas: autonomía y cogobierno; mercantilización y diferenciación; y 
masificación e internacionalización.

Posteriormente, se abordará el estudio por en el contexto de los periodos colo-
nial y republicano, a fin de comprender mejor el proceso de la formación de las 
universidades colombianas. Seguidamente se describirá y examinará la aparición 
de las universidades pedagógicas de Tunja y Bogotá. 

Igualmente, se dará cuenta de manera rápida del inicio de las universidades 
públicas, a saber, Nacional, del Valle, Universidad de Antioquia y Universidad 
Industrial de Santander (uis).

Más adelante se expondrán las características generales del docente universitario 
y el estudiante, con la idea de mostrar aquellos aspectos básicos que se deben 
considerar para una valoración indagativa de estos dos actores.

Al finalizar se intenta dejar algunos elementos en relación con lo que pudiéra-
mos calificar como modernidad tardía o, si se quiere, contemporaneidad en la 
educación superior.

En síntesis, se pretende mostrar en forma general y sintética el surgimiento de 
la universidad colombiana y revelar los hitos principales que dan cuenta de ello.

Acercamiento a la historia de la universidad en los 
periodos colonial y republicano
Para llevar a cabo un acercamiento a la historia de la educación superior en 
Colombia se tomaron como referencia, primeramente, los estudios de Claudio 
Rama Vitale28 que describen tres reformas importantes sucedidas en la historia 

28. Entre mayo del 2001 y junio del 2006 fue Director del Instituto Internacional de la Unesco 
para la Educación Superior en América Latina y el Caribe (Iesalc), con sede en Venezuela.
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reciente de la educación superior en América Latina: autonomía y cogobierno, 
mercantilización y diferenciación y masificación e internacionalización.

Autonomía y cogobierno
Esta reforma se gestó en las primeras décadas del siglo XX bajo las siguientes 
condiciones socioeconómicas:

América Latina tuvo su primera reforma sobre la educación superior hacia co-
mienzos del siglo XX, como respuesta a las nuevas demandas de las capas medias 
urbanas, a los requerimientos que implicaba la conformación de los Estados 
modernos, a la industrialización por sustitución de importaciones y a la vigorosa 
urbanización, todo lo cual requirió la democratización y la expansión de las uni-
versidades y una nueva orientación hacia la formación de los profesionales. Éste 
fue el detonante de la primera reforma universitaria en América Latina, marcada 
por la Reforma de Córdoba en 1918, que se fue expandiendo e instalando por toda 
la región (Rama, 2006, pp. 11, 24).

Mercantilización y diferenciación 
Para este periodo Rama (2006) indica una serie de elementos de transformación 
sucedidos en medio de un sinnúmero de confrontaciones:

Para entonces, un nuevo y radical movimiento estudiantil latinoamericano mostró 
claramente que las universidades, tal como estaban estructuradas, no respondían 
a los nuevos escenarios políticos y económicos ni a las nuevas demandas sociales. 
Desde las luchas por los boletos estudiantiles,29 la inviolabilidad de los recintos, más y 
mayores niveles de autonomía y de cogobierno, la exigencia de mayores presupuestos, 
o la demanda de cambios curriculares. El incremento de los precios petroleros en la 
década del setenta, las dictaduras militares, la caída de los precios de las materias 
primas y el cierre de los mercados para los productos aftosos, dieron el golpe final 
a la expansión del financiamiento público en muchos de los países de la región, e 
imposibilitó –desde ese momento y para siempre– que las demandas de cobertura, 
como resultado de la expansión de la educación media, fueran cubiertas en su 
totalidad por los tradicionales mecanismos de financiamiento públicos (pp. 11, 24).

Digamos que este momento de la reforma da cuenta de un esquema que pone 
en evidencia dos órdenes, público y privado, manteniendo –como señalará el 
autor– la diferenciación igualmente en lo concerniente a la calidad, mediada 
ya por una ola de mercantilización.

29. Pasajes especiales con descuento para los autobuses.
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Masificación e internacionalización
Esta tercera etapa enmarca una dinámica en la cual necesariamente resulta de 
inevitable valor cualquier consideración en esta temática. Frente a ello Rama 
(2006) señalará:

Un verdadero choque sufren hoy en América Latina los sistemas de educación 
superior, a causa de la internacionalización de la educación superior, las nuevas 
tecnologías de comunicación e información, las nuevas demandas de acceso de la 
población, incluyendo sectores fuertemente marginados con anterioridad, como 
los grupos indígenas, u otras minorías, como las personas con discapacidad o los 
migrantes… (Unesco, 2005). De manera directa e indirecta, la internacionalización 
en curso esta promueve la movilidad estudiantil como parte constitutiva de las 
nuevas dinámicas de aprendizaje en la sociedad del saber, el establecimiento de 
estándares internacionales de calidad sobre la educación superior, la presión hacia 
nuevas pertinencias globales y locales (glocales) y la vinculación de los ciclos y 
procesos educativos a escala global (pp. 11, 24).

La Tabla 9 es una síntesis de los rasgos característicos de estas reformas: 

Tabla 9
Fases de la educación superior en América Latina

Modelo de educación 
superior Modelo político Objetivos políticos Instrumento

Primera reforma:
autonomía y cogobierno.
Modelo monopolítico 
público.

Lógica pública.
Lucha por la auto-
nomía.

Búsqueda de fondos.
Estado educador.

Luchas políticas.
Alianzas con estudian-
tes y partidos.

Segunda reforma:
mercantilización.
Modelo dual público-
privado.

Diversificación.
Lógica privada.
Lucha por la libertad 
de mercado.
Restricciones a la 
educación
pública.

Competencia por los 
estudiantes.
Libertad de enseñanza

Competitividad basada
en la publicidad y en
diferenciaciones de 
calidad-precios.

Tercera reforma:
internacionalización.
Modelo trinario (público-
privado- internacional).

Lógica nacional 
defensiva.
Sistemas de asegura-
miento de la calidad.
Asociaciones recto-
rales.
Nueva función del 
Estado

Búsqueda de la regu-
lación
pública nacional
e internacional.
Incremento de cober-
tura.
La educación como un 
bien público interna-
cional.

Alianzas internacio-
nales.
Educación transfron-
teriza.
Posgrados.
Nueva competencia 
internacional.

Fuente: Rama, 2006.
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Para el caso colombiano se ha recurrido a varios autores: Borrero (2008),30 Soto 
(2002)31 y Tünnerman y Franco (1978), 32,33 quienes han llevado a cabo diversos 
estudios sobre universitología e historia de la educación superior en Colombia y 
América Latina. Con base en estos, una primera idea para abordar el problema 
es la clasificación propuesta por Diana Soto Arango, quien en su aproximación 
histórica a la universidad colombiana, señala los siguientes hitos:

Periodo colonial (1580-1826).  
Formación de las primeras universidades
La universidad en América Latina se originó en el periodo colonial según los 
designios de la corona española y la influencia de la Iglesia católica. En términos 
generales, la universidad tradicional abarca dos épocas: la colonial, de corte 
señorial, clasista y una estructura académica unitaria, y la independentista, 
interesada en preparar a los funcionarios para el nuevo gobierno mediante un 
conjunto de escuelas profesionales aisladas: medicina, jurisprudencia, teología, 
letras, ciencias naturales, filosofía y bellas artes.

Según Tünnermann y Franco (1978), como características de la universidad 
latinoamericana tradicional se pueden mencionar, entre otras, las siguientes:

1. Carácter elitista, profesionalizante.

2. Estructura académica constituida por facultades o escuelas semiautónomas 
y autárquicas.

3. Predominio de la cátedra magistral.

30. Alfonso Borrero (1923-2007) es sacerdote jesuita y su obra es de referencia obligada para 
los estudiosos de la institución universitaria en todas sus dimensiones. Su contribución ma-
yor, a saber, el Simposio Permanente sobre la Universidad, representa una obra debidamente 
estructurada que se ubica en la bibliografía internacional. 

31. Diana Soto es directora del proyecto Historia y prospectiva de la Universidad Latinoamericana 
a cargo de la dirección de investigaciones de la Universidad Pedagógica y Tecnológica de 
Colombia. 

32. Carlos Tünnerman ha desempeñado importantes cargos de autoridad y planeación educati-
va en el sector educativo de Nicaragua y en general de América Latina y el Caribe. Asesor 
principal y director en 1975, del Programa pnud de la Unesco en Colombia con sede en 
Bogotá.

33. Augusto Franco fue director del Icetex, rector de la Universidad Pedagógica y del Colegio 
Anglo Colombiano de Bogotá.
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4. Carrera docente incipiente o inexistente.

5. Autonomía limitada (según el país).

6. Burocratización.

7. Enseñanza exclusivamente en el aula.

8. Escasez de recursos.

9. Duplicación innecesaria de personal docente, laboratorios, bibliotecas, etc., 
en cada escuela y cátedra.

10. Jerarquía magisterial regida por el profesor catedrático.

11. Incongruencia en la concesión de títulos y grados de una escuela a otra

12. Marcada influencia de la Iglesia católica.

Resulta particular que en América Latina la universidad fuese la única institu-
ción en donde se impartió enseñanza superior creada por muy largo tiempo antes 
que la otra educación. La primera universidad en el Nuevo Mundo se inauguró 
en 1538 en Santo Domingo, República Dominicana, luego en 1551 en Lima y 
México. Para esa época, en el Viejo Mundo solo había dieciséis universidades 
y ninguna en lo que es hoy Estados Unidos.

La aparente intención de la Corona de retener los nuevos territorios en una especie 
de oscurantismo intelectual, semejante al obligado a las instituciones económicas, 
contrasta con el gran número de centros de estudios superiores erigidos entre 
1538 y 1826: treinta y tres en total, de los cuales dos surgieron en medio de la 
agitación revolucionaria de la independencia. Este número supera, por paradoja, 
a las universidades existentes en la metrópoli por la misma época. ¿Cómo explicar 
la sorprendente expansión universitaria en territorios recién integrados al mundo 
occidental, aún poco poblados y apenas en tempranos momentos de urbanización? 
(Borrero, 2008, Tomo I, p. 442).

Al decir de Tünnermann (1996) este interrogante podría explicarse por cuatro 
factores: 

a) La necesidad de proveer localmente de instrucción a los novicios de las órdenes 
religiosas para la evangelización del nuevo mundo. b) La conveniencia de propor-
cionar oportunidades de educación, a los hijos de los peninsulares y criollos, a fin 
de vincularlos culturalmente al imperio y, a la vez, preparar el personal necesario 
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para llenar los puestos secundarios de la burocracia colonial, civil y eclesiástica. 
c) Las dificultades de las comunicaciones, arriesgadas y costosas, aconsejaban im-
partir esa instrucción en las mismas colonias. d) La presencia, en los primeros años 
del periodo colonial, en los colegios y seminarios del Nuevo Mundo, de religiosos 
formados en las aulas de las universidades españolas, principalmente Salamanca, 
deseosos de elevar el nivel de los estudios y de obtener autorización para conferir 
grados mayores (pp.11, 38).

Las particularidades estaban presentes en cuanto

[…] esta estructura federativa, profesionalizada, rígida, autárquica, estancada, 
duplicativa, autocrática, tiene como atributos funcionales su extrema rigidez, su 
tendencia al enquistamiento, su disfuncionalidad y su carácter elitista. La función 
universitaria de preparación de los cuadros especializados de nivel superior nece-
sarios para operar las camarillas docentes internas, luego a círculos gremiales, y, 
solo muy lejanamente, a los reclamos de la sociedad nacional y sus requisitos de 
desarrollo (Ribeiro, 1971, p. 73).

Durante el periodo colonial esta realidad de las universidades permaneció hasta 
el grito de la reforma de Córdoba en 1918,34 cuando se denunció que las uni-
versidades seguían siendo “virreinatos del espíritu”. Como lo expresó Valentín 
Letelier:35 “Admirablemente organizadas para realizar el doble propósito de 
formar hombres de profesión e impedir que se formaran hombres de ciencia”.

Cabe resaltar cómo en la América colonial se fundaron treinta y dos univer-
sidades que otorgaron grados académicos a eclesiásticos y civiles, a partir de 
cédulas reales y bulas papales que otorgaban plena autonomía en el manejo 
financiero y educativo. 

En 1538 los dominicos fundaron la primera universidad en las colonias españolas 
americanas en la ciudad de Santo Domingo, en la actual República Domini-
cana (antiguamente La Española). El 13 de junio de 1580 se erige la primera 

34. Movimiento estudiantil que nació en la Universidad Nacional de Córdoba de Argentina en 
1918 y se extendió luego a las demás universidades del país y de América Latina. La reforma 
de Córdoba dio origen a movimientos estudiantiles integrados por agrupaciones de diferen-
tes vertientes ideológicas. Entre sus principios se encuentran la autonomía universitaria, el 
cogobierno, la gratuidad de la enseñanza, la extensión universitaria, la periodicidad de las 
cátedras y los concursos de oposición.

35. Abogado, político e intelectual chileno especializado en asuntos de educación y derecho 
administrativo. Fue miembro del Partido Radical y diputado por los periodos de 1879-1882 
y 1888-1891. Ejerció el cargo de rector de la Universidad de Chile entre 1906 y 1913.
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universidad de Santa Fe de Bogotá, la cual se clausura el 3 de octubre de 1826 
para dar paso a la universidad oficial. 

En 1653, se funda en Santa Fe de Bogotá el Colegio Mayor de Nuestra Señora 
del Rosario por Fray Cristóbal Torres, hoy Universidad del Rosario. Es la única 
institución de educación superior que permanece y se mantiene desde sus 
orígenes.

Según Soto (2004), la comunidad de los Agustinos Calzados funda la Univer-
sidad de San Nicolás de Mira en el convento de San Agustín, mediante bula 
del 24 de abril de 1694, que le daba derecho para fundar universidad y otorgar 
grados “a los individuos de la corporación”. 

En 1604, la comunidad de San Ignacio de Loyola (jesuitas) llega a Santa Fe de 
Bogotá y establece en el mismo año el Colegio Seminario de San Bartolomé, 
el cual da origen como tal a la academia javeriana en 1623, ascendida a uni-
versidad en 1704.

Por su parte, la Universidad de San Buenaventura fue fundada por la orden 
franciscana conforme al “Decreto Especial” del definitorio provincial de los 
franciscanos de 1688, por el cual se determinó “que en Santa Fe, se erigiese y 
formase un Colegio con el título del excelso Doctor San Buenaventura” (Man-
tilla 1986). Su dirección y construcción estuvo a cargo de fray Diego Barroso en 
1708. Obtuvo su reconocimiento como institución plenamente constituida en 
el Capítulo General de la orden franciscana reunido en Valladolid, España, en 
1740 y fue aprobada por la Corona Española mediante Cédula Real de Fernando 
VI en 1747 “por la cual debían reconocerse a los estudiantes seculares los cursos 
que legítimamente constare para la obtención de sus respectivos grados, en la 
Universidad de aquellos reinos” (Mantilla 1986).

Planes de estudios y reformas administrativas
Durante la Colonia, las universidades tenían como fin otorgar los grados y esta-
ban controladas por la Iglesia, cuya metodología de enseñanza se fundamentaba 
en el método y la filosofía escolásticos. Era un modelo universitario inspirado en 
las universidades españolas más famosas, como Salamanca y Alcalá de Henares 
del cual emergieron dos tipos de esquemas universitarios:

La estructura académica de la universidad colonial respondió a una concepción 
y a unos propósitos muy definidos, lo que le permitió ser una institución unitaria. 
Se organizó como una totalidad y no como un simple agregado de partes, con 
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una visión propia del mundo, del hombre y la sociedad (Tünnermann y Franco, 
1978, p. 168).

Las áreas de estudio, se centraban en la trivium: gramática, retórica y súmulas; 
y la cuatrivium: aritmética, geometría, música y astronomía. Los planes de es-
tudio de gramática latina, filosofía, teología y jurisprudencia se impartían bajo 
el método de enseñanza escolástico fundamentado en el dictatio y la disputatio. 

En las universidades de la comunidad dominica y la comunidad jesuita se 
otorgaban grados a los civiles que hacían estudios en los Colegios Mayores del 
Rosario y San Bartolomé respectivamente. Cabe resaltar que solo hasta el siglo 
XIX se comenzó a enseñar medicina en el Colegio Mayor del Rosario.

Profesores y estudiantes
La universidad colonial se orientaba a la formación de los jóvenes de la élite 
criolla y española admitidos luego de cuidadosos procesos de selección. Los cate-
dráticos ingresaban bajo condiciones rigurosas a partir de la reforma de Moreno 
y Escandón que buscaba la total secularización de los estudios superiores, según 
la idea de que la universidad era el lugar para formar a los funcionarios de la 
Corona. En su momento la cátedra se convirtió en un medio para que la élite 
criolla accediera a los cargos en la administración virreinal. Los salarios anuales 
oscilaban entre ciento cincuenta y cuatrocientos pesos anuales de acuerdo con 
la cátedra: “La universidad colonial hispánica fue señorial y clasista como la 
sociedad a la cual servía y de la que era expresión. Creada dentro del contexto 
de la política cultural trazada por el imperio español, tuvo como misión aten-
der los intereses de la Corona, la Iglesia y las clases superiores de la sociedad” 
(Tünnermann y Franco, 1978, p. 167).

Durante esta época, las universidades se dedicaron a la formación de abogados 
y sacerdotes. En el periodo de la Independencia, la población universitaria de 
los Colegios Mayores del Rosario, San Bartolomé, San Francisco en Popayán 
y las universidades de Mira en Santa Fe y San Pedro Apóstol en Mompox, era 
aproximadamente de doscientos estudiantes.

Financiación
Las comunidades religiosas y las donaciones constituían la fuente de financia-
miento de las primeras universidades. La pretendida y frustrada universidad 
pública intentó que se financiaran las cátedras con el capital de las temporali-
dades. El fiscal Moreno y Escandón señalaba que
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[…] se tomaría el edificio del Colegio San Bartolomé y 36.201 pesos con tres reales 
de las Temporalidades para financiar cuatro o cinco cátedras. Se completaría con 
los novenos del Arzobispado de Santafé, Popayán, Cartagena y Santa Marta. Los 
grados se cobrarían a todos, contrario a lo señalado en la metrópoli. Para Moreno 
estos no debían ser gratuitos. Indicaba que: “si muchos por su pobreza no tuviesen 
el dinero necesario para obtener el grado de doctor y costear la pompa y propinas 
acostumbradas, se habrán de contentar con el grado de Bachiller o licenciado, 
que presta aptitud necesaria para los empleos y quedará más apreciable y menos 
común que en lo presente el doctorado.

Expulsión de los jesuitas
Este periodo de la universidad colonial termina con la expulsión de la comunidad 
de San Ignacio de Loyola por parte del Rey Carlos III en 1767.

Habiéndome conformado con el parecer de los de mi Consejo Real […] y de lo 
que me han expuesto personas del más elevado carácter, estimulado de gravísimas 
causas relativas a la obligación en que me hallo constituido de mantener en subor-
dinación, tranquilidad y justicia mis pueblos, y otras urgentes, justas y necesarias 
que reservo en mi real ánimo; usando de la suprema autoridad económica que el 
Todopoderoso ha depositado en mis manos para la protección de mis vasallos y 
respeto de mi corona, he venido a mandar se extrañen de todos mis dominios de 
España e Indias, Islas Filipinas y demás adyacentes, a los religiosos de la Compañía, 
así sacerdotes, como coadjutores y legos que hayan hecho la primera profesión, 
y a los novicios que quisieren seguirles, y que se ocupen todas las temporalidades 
de la Compañía de mis dominios. Y para su ejecución uniforme en todos ellos os 
doy plena y privativa autoridad, y para que forméis las instrucciones y órdenes 
necesarias, según lo tenéis entendido y estimareis para el más efectivo, pronto y 
tranquilo cumplimiento. Y quiero que no solo las justicias y tribunales superiores 
de estos reinos ejecuten puntualmente vuestros mandatos, sino que lo mismo se 
entienda con los que dirigiereis a los virreyes, presidentes, audiencias, gobernadores, 
corregidores, alcaldes mayores y otras cualesquiera justicias de aquellos reinos y 
provincias, y que, en virtud de sus respectivos requerimientos, cualesquiera tropas, 
milicias o paisanaje den el auxilio necesario sin retardo ni tergiversación alguna, so 
pena de caer, el que fuere omiso, en mi real indignación […] (Decreto del Rey 
Carlos III sobre la expulsión de la Compañía de Jesús. 27 de febrero de 1767).

A partir de 1826 cuando se estructura la universidad republicana, los estudios 
superiores creados se basan en la normativa del Código de las Siete Partidas 
que expidió en 1254 Alfonso X, el Sabio.36

36. Bajo el mandato de Alfonso X el Sabio se elabora la primera obra de carácter legislativo 
“Las siete partidas”, la cual se estudiaba en la universidad y sus normas se aplicaban en los 
tribunales.
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Periodo republicano
Este periodo se caracterizó por dos factores:

1. El Inicio de la estructura de la universidad republicana y el control de las 
universidades por el Estado.

2. A partir de los movimientos de independencia, las corrientes de la Ilustración 
europea influyeron en un nuevo tipo de educación pública oficial.

 En este periodo, la élite que organizó el nuevo Estado nacional fue 
influenciada por las corrientes de la Ilustración europea que buscaban un 
nuevo tipo de educación en la cual las “ciencias útiles”37 marcaran la pauta 
dentro de la concepción de la educación pública y oficial: “La llegada de 
la República no implicó la modificación de las estructuras sociales de la 
Colonia que permanecieron prácticamente iguales, salvo la sustitución de 
las autoridades peninsulares por las criollas”. (Tünnermann y Franco, 1978, 
p.168).

 La educación universitaria –como la educación en general– con la caracte-
rística de pública y gratuita, debía ser el vehículo de formación del nuevo 
ciudadano. Sin embargo, la verdadera diferencia consistió, precisamente, 
en los contenidos del currículo –especialmente en los campos de la filosofía 
y la política–, la eliminación de la escolástica y la utilización del método 
experimental. 

 Las dos concepciones de universidad que predominaron en este periodo gira-
ron en torno al pensamiento de Francisco de Paula Santander (1792-1840) y 
Simón Bolívar (1783-1830). Ambos coinciden en el modelo administrativo-
financiero en el marco de una estructura centralista de unidad de currículo 
y de control por parte del Estado.

 En tal sentido, la Constitución Política del Estado de Nueva Granada de 
1832, también llamada la Constitución de Bolívar por plasmar su forma de 
gobierno y sus ideales, además de ser centralista y conservadora planteó la 
separación de poderes, la responsabilidad de los funcionarios públicos, la 
libertad de prensa y la protección a cargo del Estado de la religión católica. 

 En la época republicana la universidad pierde autonomía académica, ad-
ministrativa y financiera, ya que debía estar subordinada a los intereses del 

37. Los textos de Jeremías Bentham se impusieron por decreto el 8 de noviembre de 1825.
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Estado que la reglamenta y regula su funcionamiento. Por su parte, el clero 
buscaba la protección del Estado –como en los tiempos de la Colonia– y 
conservar al mismo tiempo su propia independencia. En ese sentido, los 
nuevos gobiernos pretendían conservar el control sobre la Iglesia para sacar 
provecho sin dar garantías o hacer compromisos. 

 En esta vía conviene retomar el pensamiento de Bolívar en el mensaje de 
Lima al Congreso Constituyente de Bolivia:

En una Constitución política no debe prescribirse una profesión religiosa; porque, 
según las mejores doctrinas sobre las leyes fundamentales, estas son las garantías 
de los derechos políticos y civiles; y como la religión no toca a ninguno de estos 
derechos, ella es de naturaleza indefinible en el orden social, y pertenece a la moral 
intelectual. La religión gobierna al hombre en la casa, en el gabinete, dentro de sí 
mismo: solo ella tiene derecho a examinar su conciencia íntima. Las leyes, por el 
contrario, miran la superficie de las cosas: no gobiernan sino fuera de la casa del 
ciudadano... La religión es la ley de la conciencia. Toda ley sobre ella la anula, 
porque imponiendo la necesidad al deber, quita el mérito a la fe, que es la base de 
la religión. Los preceptos y dogmas sagrados son útiles, luminosos, y de evidencias 
metafísicas; todos debemos profesarlos, mas este deber es moral, no político. 

 El gobierno de Santander representó el control del Estado sobre la univer-
sidad y los intentos de un currículo moderno dentro de cierta libertad de 
cátedra para los profesores de literatura y de ciencias naturales, lo cual, sin 
embargo, desembocó en el monopolio de las comunidades religiosas sobre los 
estudios superiores. Se permitieron colegios-seminario, pero manteniendo 
el control del currículo por parte del Estado. 

 El periodo republicano termina, en cierto modo, con el ascenso conservador 
y por lo tanto de la Iglesia a través de la Constitución de 1886 y la firma del 
Concordato entre el Estado colombiano y la Santa Sede.

 Al corriente de esta descripción panorámica, se debe indicar que dado el 
permanente conflicto entre la Iglesia y el Estado durante el gobierno de 
Núñez, se decidieron algunas reformas que buscaban separar la Iglesia del 
Estado. En 1887 se firmó el Concordato que otorgaba ciertos privilegios a 
la Iglesia en ciertos campos. Los elementos claves del Concordato fueron:

 –  En materia educativa, la Santa Sede prestaría apoyo para la formación 
de instituciones religiosas dedicadas principalmente a la educación de 
la juventud.

 –  La educación e instrucción públicas se organizaría y dirigiría de confor-
midad con los dogmas y la moral de la religión católica.
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 –  La enseñanza de la religión se hizo obligatoria en las instituciones pú-
blicas.

 –  Los sacerdotes, obispos y arzobispos, se reservaron el derecho de revisar 
y autorizar los textos de enseñanza.

 –  Los maestros de las instituciones públicas serían vigilados por los sacer-
dotes, quienes tendrían la potestad de censurar cualquier actividad que 
se considerara perjudicial para los niños y jóvenes.

 –  La Iglesia controlaría los cementerios públicos y la demografía por me-
dio de los libros parroquiales, en los cuales se anotaba el nacimiento, la 
muerte y el estado civil de las personas. el Estado podría solicitar estos 
libros a la Iglesia para obtener información.

 Para reforzar el Estado confesional, el Gobierno patrocinó la llegada al país 
de nuevas comunidades religiosas que se dedicarían a la educación y a las 
misiones. Para combatir la pobreza, la Iglesia se comprometió a utilizar la 
caridad como forma de compensación con los más necesitados. 

Segunda reforma (1918). Antecedentes de la 
dinámica universidad-movimiento estudiantil
En la segunda década del siglo XX, un grupo de estudiantes universitarios co-
lombianos no conformes con la manera como el sistema educativo nacional se 
estaba desarrollando, impulsa un movimiento de cambio para que la realidad 
y las necesidades sociales fueran discutidas en los espacios universitarios. Ese 
nacionalismo surge también como apoyo a los movimientos estudiantiles que 
se estaban llevando a cabo en Córdoba, Argentina. Todos estos grupos aspira-
ban a una participación crítica de lo social en el espacio universitario, a una 
autonomía universitaria y a una integración de universidades latinoamericanas 
para liderar propuestas educativas autónomas y nacionales sin la aprobación de 
países extranjeros. Esta lucha por el reconocimiento nacionalista era un acto 
de identidad y solidaridad con los países latinoamericanos.

Dos fuentes de inspiración para el momento fueron claves: la gran lucha por la 
equidad agrícola de la revolución mexicana en 1917 y la revolución en Rusia 
en contra del sistema represivo que llevaba más de tres siglos, impulsada por el 
proletariado y conocida luego como la gran revolución rusa de febrero de 1917.
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Desde 1910 se proponen en nuestro país reformas educativas universitarias 
y para 1914, muchos intelectuales que habían hecho sus estudios en Europa 
expusieron la idea de llevar a cabo reformas acordes con una realidad nacional 
orientada al trabajo y la industria e inspirada en la búsqueda de una identidad 
nacional. Era, ante todo, una propuesta que fortaleciera la modernidad, “[…] 
la ciencia y su método, los saberes experimentales aplicados –prácticos–, los 
métodos inductivos y experimentales en la ciencia y la enseñanza, la actividad, 
la conducta, lo medible, lo material, lo visible, lo útil, lo actual, lo individual, 
lo natural; en fin, la unidad entre lo físico, lo moral y lo intelectual” (Piñeres, 
2001, p. 109). 

Para el momento, la Ley 62 de 1916 en su artículo 11 establecía que el Congreso 
Pedagógico de Colombia –como sería llamado– se reuniría cada cuatro años 
a partir del 15 de diciembre de 1917 y en él se discutirían asuntos educativos. 
Para ese año, se planteó la necesidad de formar profesionales en un contexto 
interdisciplinario que permitiera que los estudiantes reconocieran en su pro-
ceso de formación asignaturas como economía, salud y estadística, entre otras. 
Igualmente, se fomentó el apoyo a la educación y la formación nacional y la 
oposición a la “importación” de profesores extranjeros. 

Este movimiento de reforma encontró en la causa estudiantil de Córdoba un 
ejemplo de lucha para aquella renovación educativa universitaria que tanto 
buscaba:

[…] por la libertad dentro de las aulas y la democracia fuera de ellas” era el lema 
del movimiento revolucionario de Córdoba que explica su interés propiamente 
académico de la reforma docente, de gobierno, de métodos, administrativa y la 
preocupación política por la modernización de la sociedad en busca de la amplia-
ción de la democracia y la participación de los estudiantes en la vida nacional 
(Sandoval, 2001, p. 180).

Según Piñeres (2001), no se buscaba una alianza con estos grupos, sino una 
corriente creadora que asumiera un liderazgo en la lucha por la defensa de 
los interés sociales y educativos, la identidad y la integración entre sociedad y 
universidad. 

Líderes Universitarios como el ensayista, historiador y político Germán Arci-
niegas (1900-1999); el abogado, político y representante del ala socialista Diego 
Luis Córdoba (1907-1964); el intelectual y político Diego Montaña Cuéllar 
(1910-1991); el intelectual, escritor y político colombiano Gerardo Molina 
Ramírez (1906-1991) y el médico psiquiatra, político, periodista, escritor, filó-
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sofo e historiador José Francisco Socarrás (1907-1995) hicieron parte de esta 
pléyade de inquietos e incómodos estudiantes que propusieron una renovación 
y modernización universitaria. 

En 1921 se crea la revista Universidad, regida por principios de libertad y de-
mocracia bajo la dirección de Germán Arciniegas. Esa revista era el medio que 
disponían los estudiantes para manifestar sus inconformidades y plantear las 
necesidades de cambio y renovación. La publicación promulgaba la asociación, la 
organización estudiantil y el apoyo internacional en las universidades de América 
Latina, como una manera de presionar a los gobiernos para implementar reformas 
educativas. Cabe señalar sin duda, la inclusión de la mujer en la organización 
estudiantil como un reconocimiento de sus derechos civiles. Ellas encontraron 
por su parte espacios de respaldo y apoyo. 

Este movimiento que estaba surgiendo es de suma importancia en la historio-
grafía de la educación colombiana, pues nace en un momento álgido cuando 
el acceso a los estudios superiores era restringido. Para 1922 el movimiento 
estudiantil se aúna bajo la Federación Estudiantil de Colombia y propone con 
mayor fuerza los propósitos de la reforma estudiantil. Allí resultaban claves 
“[…] la autonomía universitaria, la vinculación de profesores por concurso, la 
centralización de la universidad colombiana, ante la precariedad de las univer-
sidades regionales, la centralización de las facultades pedagógicas en una sola, 
donde se formen los maestro” (Piñeres, 2001, p. 113).

En 1928 se reconoce que el ideal de solidarizar las universidades en América 
Latina no era fácil, pues las realidades políticas, sociales, económicas e históri-
cas de cada país eran disímiles. Sin embargo, dos objetivos concretos, a saber, 
la reforma educativa y la formación de nacionalismo, fueron los pilares de la 
segunda etapa del movimiento de renovación estudiantil y de sus objetivos:

 – Fomento por la cátedra libre y la asistencia libre. El alumno debe investigar, 
no aprender ciegamente lo que se dice. El alumno debe ser crítico.

 – La universidad debe tener un puesto en el Estado, en el estudio y resolución 
de los problemas nacionales. 

 – Creación y fomento de las universidades populares. El ambiente de cultura 
que se respira dentro de las aulas debe llevarse a todas las clases sociales y 
a las regiones todas de la patria.
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 – Petición de la autonomía universitaria tanto económica como administrati-
va. El Gobierno no debe nombrar directores sino los profesores y los alumnos.

 – Tender al mejoramiento social. El desarrollo de luchas antisifilíticas y 
antialcohólicas. Trabajar por la elevación material intelectual y moral del 
proletariado.

 – Luchar por la liberación ideológica de la mujer y la conquista para ella de 
la igualdad jurídica. 

 – Defensa del nacionalismo: conservación de la integridad del patrimonio 
patrio. 

 – Fomento de la justicia social e igualdad de oportunidades, sin otras causas 
de inferioridad que las que forjó la vida. 

Posteriormente, muchos de los líderes de ese movimiento de renovación edu-
cativa universitaria hicieron parte de la clase dirigente. Germán Arciniegas fue 
Ministro de Educación y Carlos Lleras Restrepo presidente de la República. 
Muchas de sus ideas fueron promovidas y sus ideales son considerados plata-
formas para posteriores reformas educativas universitarias. 

Las universidades pedagógicas de Tunja y Bogotá
En el siglo XIX, la formación de los docentes estaba a cargo de profesores ca-
tedráticos que solo enseñaban las asignaturas de acuerdo con su formación e 
interés. Así, el médico se encargaba de asignaturas como anatomía; el abogado 
era el responsable de la cívica; el sacerdote de filosofía, moral, religión y ética. 
Esta práctica constituyó una preocupación en el siglo XX, pues para la época 
no existía una educación universitaria facultada para formar a los formadores, 
ni se conocía una formación de maestros en educación normalista y media. 

Todos los movimientos de pensadores que estaban surgiendo en Colombia en 
ese momento (tres primeras décadas del siglo XX) daban cuenta del afán por 
nivelar nuestro modelo educativo con la práctica europea. Algunos educadores 
como el político y escritor Diego Mendoza Pérez (1887-1933) el médico, político 
y diplomático Miguel Jiménez López (1875-1995) examinaron diversas expe-
riencias educativas de la instrucción pública y privada en Europa y propusieron 
aspectos que podrían ser imitados en nuestro país. Coincidieron en la necesidad 
de un cambio en el papel del maestro que desde la época colonial hecho raíces 
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en nuestro país: aquel maestro dictador que tenía el poder del conocimiento y 
ejecutaba todas las prácticas escolares desde su planeación y desarrollo; aquel a 
quien sus estudiantes debían obediencia absoluta y tenía la potestad de decidir 
sobre los objetivos de la educación; el mismo que consideraba a los estudiantes 
y a los padres de familia instrumentos para ejecutar la labor educativa (López 
de la Roche, 1998); aquel que desviaba el interés y la naturaleza del estudiante 
y lo convertía en un ser dependiente y memorístico de lo que el conocimiento 
europeo y americano ofrecía. 

En contra de ese pensamiento surgen ideólogos que ven la necesidad de crear 
una escuela nueva, donde se apliquen prácticas participativas y activas como 
nuevo método de enseñanza para la formación de las nuevas generaciones. Para 
este fin, era necesario fundar nuevas instituciones de educación superior que 
formaran a los maestros en esas modernas propuestas. Este deseo de cambio se 
considera el inicio de las universidades pedagógicas en Colombia. 

La escuela nueva y el método de enseñanza activa fueron presentados como una 
de las reformas educativas más importantes de principios del siglo XX. Algunos 
pedagogos seguidores de esta corriente formados en Europa y América, fueron 
los precursores de la difusión de dicho método en el mundo. En Colombia te-
nemos al escritor, educador, psicólogo, filósofo y abogado Agustín Nieto Caba-
llero (1889-1975), a Rafael Bernal Jiménez y a Tomás Cadavid Restrepo, entre 
otros. Una nueva visión sobre la educación estaba forjándose: aquella que no 
desatendiera las necesidades sociales y laborales y se hiciera en consideración 
a la vida misma y al respeto de las individualidades. Para Ocampo (1998), la 
escuela activa introdujo en Colombia los “centros de interés” y el nuevo método 
de “globalización de la enseñanza” que promovían la educación a partir de las 
necesidades del educando. 

Como desarrollo de esta nueva escuela, era indispensable la participación 
activa, creadora y formadora de los estudiantes y una visión reflexiva y crí-
tica que permitiese pensar en problemas y proponer soluciones a la situación 
colombiana del momento. Es decir, una propuesta de cambio hacia un nuevo 
hombre colombiano. 

En la tercera década del siglo XX, cuando en la Escuela Normal de Varones de 
Tunja y acorde con las ideas de Rafael Bernal Jiménez –quien en ese momento 
se desempeñaba como secretario de educación– se planteó la necesidad de crear 
una escuela de formación para formadores, se organizó un curso suplementario 
de especialización para los profesores que allí se formaban, cuyo reconocimiento 
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legal se dio a través de la Ordenanza 38 de 1929 del departamento de Boyacá. 
Posteriormente, aparecen cursos de especialización y de información para 
maestros graduados en Medellín y Bogotá.

El éxito de estos cursos suplementarios de especialización dictados en Tunja, 
Medellín y Bogotá configuraron las futuras facultades de educación. Mediante el 
Decreto 1990 del 5 de diciembre de 1933, se establece oficialmente la facultad 
de ciencias de la educación a nivel universitario en Bogotá y su objetivo era la 
formación de personal directivo en las escuelas normales, formación de maestros 
de las instituciones de secundaria y la preparación de inspectores escolares. 

Un año después, el 5 de julio de 1934, con el Decreto 1379 el presidente Enrique 
Olaya Herrera crea la Facultad de Ciencias de la Educación para hombres de 
Tunja, como dependencia de Escuela Normal de Institutores y funcionamiento 
como parte de la Universidad Nacional y dirección del Ministerio de Educa-
ción Nacional (López de la Roche, 1998). Al año siguiente se continuó con la 
Facultad de Ciencias de la Educación para mujeres.

Fue en las siguientes dos décadas (treinta y cuarenta) cuando el Gobierno na-
cional en cabeza del presidente López Pumarejo crea la Escuela Normal Superior 
de Colombia uniendo las tres facultades de educación existentes: una en Tunja 
y dos en Bogotá. La pedagogía ya no era vista como una disciplina aislada del 
conocimiento, sino que debía ser aplicada dentro de otras disciplinas. La in-
vestigación científica y la docencia eran consideradas de suma importancia y se 
aseguraba que los maestros fueran conscientes de su labor no como instructores 
de conocimientos, sino como forjadores de seres integrales. Esta situación les 
permitiría a los colombianos tener mejores docentes en las escuelas de primaria 
y secundaria y en consecuencia serían promotores del cambio en nuestro país. 

De la Escuela Normal Superior de Colombia nacen dos universidades pedagó-
gicas en la década de los cincuenta. Para ese entonces, Colombia estaba bajo el 
mandato del General Gustavo Rojas Pinilla, quien mediante el Decreto 2655 
del 10 de octubre de 1953 crea la Universidad Pedagógica de Colombia y al año 
siguiente la Universidad Pedagógica Femenina en Bogotá a través del Decreto 
547 del 23 de febrero. Las experiencias del pedagogo alemán Julius Sieber 
fueron pilares fundamentales en la formación de educadores en la Universidad 
Pedagógica. La visión de la universidad uniprofesional pedagógica, persigue unos 
objetivos netamente didácticos y de formación en todas sus ramas. Con base 
en las diferentes disciplinas, el formador no puede separarse de la investigación 
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científica rigurosa que le exige su labor ni de las teorías psicológicas y técnicas 
modernas de enseñanza. 

En 1960 la Universidad Pedagógica de Colombia en Tunja se convirtió en la 
Universidad Pedagógica y Tecnológica de Colombia toda vez que fueron crea-
das varias facultades técnicas, como la agronomía y la ingeniería. Al tiempo, la 
Universidad Pedagógica Femenina se fortaleció y se convirtió en lo que es hoy 
la Universidad Pedagógica Nacional. 

Las universidades públicas Nacional, del Valle,  
de Antioquia e Industrial de Santander
La aparición de la universidad pública se concreta luego de la independencia 
de la Gran Colombia, cuando muchos de los dirigentes de la época, entre ellos 
Simón Bolívar y Francisco de Paula Santander, dedicaron sus esfuerzos en for-
talecer el espíritu nacionalista como el único camino para lograr una identidad 
cultural. 

En tal sentido, para Benítez (2001) el Decreto del 3 de octubre de 1826 es 
considerado el código de instrucción pública, pues Santander imprime en él la 
concepción del deber ser de la universidad pública en Colombia que apunta a 
un conocimiento de lo académico claro, riguroso y meticuloso.

Autores como Rivadeneira (1998) coinciden en tal apreciación:

El General Santander tuvo un claro concepto de lo que era y significaba en su 
tiempo la instrucción pública, no solo como servicio público esencial asociado a 
una concepción integral de la forma de gobierno republicano, fue en el área espe-
cífica de la educación superior donde mejor debe apreciarse el contraste entre las 
influencias doctrinarias que recibió y los criterios utópicos que inspiraron aquellos 
estatutos legales, cercanos en el tiempo pero diferentes en su sistema metodológico 
y en su estructura institucional (Rivadeneira, 1998, pp. 69-70). 

El nuevo Estado de la Gran Colombia incentivaba la promoción de la populari-
zación y oficialización de la educación como estrategia para difundir un modelo 
democrático. Con ese fin, el general Santander promovió la organización de las 
escuelas normales para la educación de formadores de maestros en las escuelas 
de primaria, secundaria y de educación superior. 

Por otro lado, Ocampo (2001) afirma que las críticas a la deficiente educación y 
a la proyección de la cultura española en América fueron algunos de los factores 
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que impulsaron nuestra independencia. En 1821, el Congreso de Cúcuta basado 
en el Decreto del 6 de octubre de 1820 expedido por el vicepresidente Santander, 
fundó las bases para el nuevo Estado de la República de Colombia y se ocupó 
en legislar sobre educación en el país. Asimismo, promocionó la creación de 
escuelas gratuitas y obligatorias alrededor del territorio colombiano, reformó 
el plan de estudios, ordenó la fundación de escuelas normales para la creación 
del magisterio en Colombia y ordenó la difusión del método lancasteriano en 
educación (Ocampo, 1998). 

Así, el general Santander se convirtió en el precursor de la reforma educativa 
al establecer los colegios llamados santanderinos y las casas de educación. Los 
colegios santanderinos consideraban la educación como un todo y la primaria, la 
secundaria y la educación superior debían seguir la misma estructura educativa. 
Por esa época se estableció el método del pedagogo inglés José Lancaster que 
facultaba a los estudiantes más avanzados para ser monitores de sus propios 
compañeros. El concepto de maestro “dictador”, el aprendizaje memorístico, 
la disciplina autoritaria y los castigos físicos empiezan a imponerse en el ámbito 
educativo. Adicionalmente estaban los inspectores escolares, encargados de 
distribuir y vigilar los útiles de enseñanza. Para Santander, la educación debía ser 
la empresa más grande del Estado y garantizar la prosperidad de los ciudadanos. 

La ley del 18 de marzo de 1826 creó la primera universidad oficial, la Universi-
dad Central en Bogotá, la cual se integró con las facultades de jurisprudencia, 
medicina, filosofía y literatura de otras universidades. Veinticinco años después, 
en 1850, se suprimen las universidades oficiales y solo subsisten el Colegio Mayor 
del Rosario y el Colegio Mayor de San Bartolomé. 

Años más tarde, con la Ley 22 de septiembre de 1867 sancionada por el presi-
dente Santos Acosta, se funda la Universidad Nacional de Colombia cuyo primer 
rector fue Ezequiel Rojas. Así, el surgimiento de la Universidad Nacional de 
Colombia presenta dos momentos: el año de 1826 como Universidad Central 
y el año de 1867 como Universidad Nacional de Colombia. 

Lo mismo sucedió con la creación de la Universidad Industrial de Santander 
(uis) que se consolidó en cuatro etapas: 1940, 1943, 1944 y 1947. Es importante 
reconocer que su fundación y el énfasis puesto en educación técnica, nacen a 
partir de la significación de progreso y especialización profesional del trabajo; 
en otras palabras, no es más que una alternativa de desarrollo de la industria 
en una zona que ofrecía excelentes posibilidades de explotación económica. 
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El nacimiento de la Universidad Industrial de Santander fue producto de la 
continuidad de las escuelas que fomentaron la educación pública e industrial, 
como el Colegio Santander (1936), el bachillerato industrial en 1941 y la crea-
ción de un centro de estudios en ingenierías (1948). 

No obstante, esta universidad no era la única motivada por el desarrollo indus-
trial de la región. En 1945 nace la Universidad Industrial del Valle –así llamada 
inicialmente– como una continuidad de los centros que impartían formación 
en agricultura en la región, como eran la Estación Agrícola Experimental de 
Palmira (posteriormente la Facultad de Agronomía) y la Escuela Superior de 
Agricultura Tropical de Cali. A partir de ese momento se crearían más facul-
tades y su crecimiento demográfico fue significativo. En 1954, la Universidad 
Industrial del Valle adquiere el nombre de Universidad del Valle. Por su parte, 
la Universidad de Antioquia había recorrido más tiempo (desde 1888) con la 
Escuela de Minas de Medellín. 

Características del docente universitario  
y el estudiante
El problema de la formación profesional y de sus actores no ha sido ajeno a las 
propuestas que sobre autonomía universitaria surgen desde principios del siglo 
XX. El docente universitario debe responder no solo en su papel de guía en la 
construcción de un saber científico y formador de las aptitudes cognitivas del 
estudiante, sino también en la responsabilidad moral y ética del estudiante en su 
servicio como profesional. Hoy en día, un docente universitario reclama mayor 
tiempo para su formación académica investigativa al tiempo que se le exige una 
mayor eficiencia en su labor. 

Para un estudiante, el proceso de formación en la universidad es trascendental. 
La decisión de querer ser alguien reconocido laboralmente en la sociedad, implica 
adquirir no solo conocimientos disciplinares sino también hábitos mentales, cos-
tumbres y lenguajes propios. Por ello, la decisión de lo que se quiere estudiar es 
tal vez la más importante que toma un joven antes de ingresar a la universidad.

La modernidad tardía y la contemporaneidad  
en la educación superior
La modernidad, entendida como un conjunto de valores, ideales y conocimientos 
de una época que han trascendido en el tiempo en diferentes contextos sociales 
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y culturales, ha ejercido una gran influencia en el sector educativo. En Colom-
bia, el proceso de modernización se vivió con mayor fuerza entre 1930 y 1960. 
En el periodo de la república liberal (1930-1946) se llevan a cabo importantes 
reformas que permean lo social, lo cultural y lo educativo en un intento por 
convertir a Colombia en un país moderno.

En los procesos educativos toma fuerza la propuesta de una educación laica y 
se introducen a los pensum con gran dinamismo áreas como las ciencias, las 
humanidades y la tecnología. Se pugna, asimismo, por una democratización de 
las relaciones entre estudiantes y docentes. Al respecto se plantea:

Colombia entró en la modernidad pedagógica, al llamado movimiento de la escuela 
nueva o activa a comienzos de los años treinta del siglo XX.Sin embargo, desde 
la fundación del Colegio Moderno en Bogotá por Agustín Nieto Caballero, se 
comenzaron a difundir algunas de las nuevas ideas de manera que antes de la 
llegada del gobierno liberal de Olaya Herrera en 1930, las autoridades del país ya 
habían introducido algunas modificaciones en las políticas y prácticas educativas 
[…] Olaya Herrera creó, durante su gobierno, la Facultad de Ciencias donde se 
formó la primera generación de docentes de enseñanza media, directores de grupos 
escolares, inspectores y demás funcionarios que se encargaron de renovar el pano-
rama pedagógico nacional. El presidente Alfonso López Pumarejo (1934-1938) 
continuó con esa voluntad de cambio: dedicó mayores recursos a la educación, 
apoyó la educación rural, transformó las relaciones maestro alumno y los métodos 
de enseñanza […] (Patiño, 2004, pp. 13-14). 

Otros fenómenos que se deben tener en cuenta en el proceso de modernización 
en Colombia de finales de los cincuenta son la expansión y la cobertura de la 
educación, el desarrollo de las ciencias sociales como campos especializados 
de producción intelectual y el movimiento expansivo de la industria editorial, 
los cuales que generaron una “creciente intelectualidad de izquierda” y confi-
guraron otras maneras de organización social, política y cultural (López de la 
Roche, 1998). 

Desde la perspectiva internacional de este proceso de modernidad y contempo-
raneidad, es importante tener en cuenta dos autores: Alberto Martínez Boom 
y Claudio Rama. Alberto Martínez Boom plantea tres etapas por las que ha 
transcurrido la escuela en América Latina en el proceso de modernización: la 
etapa expansiva, el giro estratégico y la etapa competitiva

La primera etapa se presenta en la década de los cincuenta y se caracteriza por 
el énfasis puesto en la oferta de los servicios educativos, principalmente de 
la educación primaria y la educación de masas. El papel de la universidad es 
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apoyar el proceso de expansión y cualificar a los docentes para el mejoramiento 
de la oferta educativa: En 1962, la Unesco en su boletín trimestral número 13 
Conferencia sobre educación y desarrollo económico y social en América Latina, 
plantea el papel de la educación en el desarrollo económico centrado en la 
formación de mano de obra profesional y técnica y en la necesidad de ampliar 
la cobertura a partir de un estudio de las exigencias del medio para determinar 
las necesidades de formación. 

En el mismo documento se encuentra un apartado exclusivo sobre la enseñanza 
superior en el que se plantea la necesidad de vincular la universidad a los pro-
blemas y necesidades del medio y la autonomía universitaria en cada nación:

Se ha atribuido a la universidad latinoamericana un cierto distanciamiento o 
desvinculación de su labor con los problemas y necesidades del medio. Es importante 
analizar lo que pueda haber de cierto en ello, precisar las funciones que competen 
en ese plano a las instituciones de educación superior y sugerir las medidas más 
convenientes. 

Ese proceso está enmarcado en una lógica pública en la que el Estado regula y 
planifica. Al respecto Rama (2006) nos dice:

América Latina tuvo su primera reforma sobre la educación superior hacia comien-
zos del siglo XX, como respuesta a las nuevas demandas de las capas medias urba-
nas, a los requerimientos que implicaba la conformación de los Estados modernos, 
a la industrialización por sustitución de importaciones y a la vigorosa urbanización, 
todo lo cual requirió la democratización y la expansión de las universidades y una 
nueva orientación hacia la formación de los profesionales (pp. 11-24).

La segunda etapa anunciada por Martínez corresponde al giro estratégico y se 
presenta en las décadas de los setenta y ochenta. El autor denomina esta etapa 
“la década perdida” a raíz de la crisis de los modelos de industrialización generada 
por las dificultades fiscales y su repercusión en la capacidad de los gobiernos para 
mantener financieramente la educación superior pública, la cual a su vez, se vio 
en líos para cubrir las demandas sociales de cobertura. Rama (2006) denominó 
esta etapa como “segunda reforma: mercantilización y diferenciación”:

[…] restricciones al acceso automático de los bachilleres a las universidades públicas 
en casi todos los países de la región y, vía la libre acción del mercado, se promovió una 
expansión desordenada de la educación superior privada. Promovió un incremento 
de la cobertura, en el marco de una fuerte diferenciación de las instituciones y de la 
calidad de los servicios educativos, y que terminó conformando un nuevo modelo 
universitario de carácter dual: por un lado, una educación pública cada vez más 
elitizada socialmente, con restricciones de acceso con base en cupos y exámenes de 
conocimiento asociados a las limitaciones del financiamiento público y, por otro, 
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un sector privado pagante y con restricciones de acceso, como consecuencia de los 
costos de las matrículas (pp. 11-24).

Este conjunto de situaciones trajo consigo varios problemas en aspectos como 
la calidad y la diversificación de la educación superior. En términos de calidad, 
debido a la proliferación desmedida de instituciones de educación superior los 
procesos de regulación dejaron de ser competencia exclusiva del Estado y se 
le otorga al mercado esta competencia, lo cual deja a la universidad en una 
dinámica de mercantilización del servicio que conduce a una relación nefasta 
entre calidad y precio. Las críticas al respecto no se hicieron esperar y generaron 
en los gobiernos la necesidad de establecer mecanismos de control para regular 
los problemas de calidad: 

“Como derivación de la crítica a dichas concepciones fuertemente sesgadas por 
las ideas neoliberales y aperturistas, se comenzó a verificar la urgente necesidad 
de nuevas políticas públicas que regularan el funcionamiento de las instituciones 
universitarias, en especial de las privadas, y que tendieran al establecimiento de 
mecanismos de aseguramiento de la calidad (Rama, 2006, pp. 11-24).

En Colombia, la Constitución de 1991 establece en el artículo 67 lo siguiente:

Corresponde al Estado regular y ejercer la suprema inspección y vigilancia de la 
educación con el fin de velar por su calidad, por el cumplimiento de sus fines y 
por la mejor formación moral, intelectual y física de los educandos; garantizar el 
adecuado cubrimiento del servicio y asegurar a los menores las condiciones nece-
sarias para su acceso y permanencia en el sistema educativo 

A su vez, la Ley 30 de 1992 en su artículo 53 determina lo siguiente:

Artículo 53. Créase el Sistema Nacional de Acreditación para las instituciones 
de educación superior cuyo objetivo fundamental es garantizar a la sociedad que 
las instituciones que hacen parte del Sistema cumplen los más altos requisitos de 
calidad y que realizan sus propósitos y objetivos.

En términos de diversificación y para dar respuesta al problema de cobertura en 
la educación superior, se organiza mediante el Decreto 80 de 1980 (artículo 9) 
el sistema de postsecundaria, el cual haría parte de la diversificación del servicio 
educativo, diversificando así la oferta educativa y posibilitando el acceso a la 
formación técnica y profesional:

Articulo 9. La investigación dentro de la educación superior tiene como finalidad 
fundamentar, reorientar y facilitar el proceso de enseñanza y aprendizaje así como 
promover el desarrollo de las ciencias, las artes y las técnicas, para buscar soluciones 
a los problemas de la sociedad.
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Este decreto fue derogado por el artículo 144 de la Ley 30 de 1992 y en el 
Capítulo IV, artículo 16 clasifica las instituciones de educación superior en:

a. Instituciones técnicas profesionales.

b. Instituciones universitarias o escuelas tecnológicas.

c. Universidades.

El Tiempo de 1982 (22 de octubre) publicó un artículo titulado Educación, derecho 
sagrado como el de la justicia: B.B., en el que se plasman algunas de las declaracio-
nes del presidente de entonces, Belisario Betancourt, durante la instalación del 
Consejo Nacional de Educación Abierta y a Distancia en el Palacio de Nariño:

Hay como cien mil estudiantes que se quedan después del inmenso esfuerzo de las 
familias y ellos mismos sin disponer de un cupo en las universidades […] cuando 
el bachiller llega a tocar las puertas de la universidad y las encuentra cerradas pero 
no por cuenta de él, sino del Estado que le creó una ilusión y no le corresponde a él 
esa ilusión […] las pruebas Icfes son un cedazo que el estado ha establecido para 
justificar su incapacidad de abrir las puertas de la universidad a los bachilleres a los 
cuales les crea esas expectativas al otorgarles el cartón […] no vamos a remediar 
de la noche a la mañana este desfase […] poner las bases para que la educación 
lo sea realmente y abra unas posibilidades igualitarias. Empezar a andar a través 
de todas las metodologías existentes en materia de educación abierta y a distancia 
es también ese querer buscar instrumento que permitan que haya posibilidades 
igualitarias en ese sentido. 

Se podría cuestionar que la diversificación de la educación superior supone 
una estratificación y no es así. Se trata de poner al servicio de los estudiantes 
una oferta que se adapte no a sus intereses y deseos, sino a sus posibilidades 
económicas y sociales. También se presenta la educación a distancia como so-
lución para ampliar la cobertura y masificar la educación superior. Este aspecto 
se retomará en el siguiente apartado.

La tercera etapa propuesta por Martínez plantea una escuela competitiva, enfo-
cada en la demanda y en la reducción de la inversión para mejorar el servicio, la 
calidad y la eficacia de los procesos aprendizaje-desarrollo de competencias. Se 
desplaza el saber pedagógico del maestro para dar lugar a aprendizajes efectivos 
y a la incorporación de la tecnología en las aulas. Rama (2006) a su vez, presen-
ta la tercera reforma a la que denomina “masificación e internacionalización” 
y plantea una universidad globalizada basada en la internacionalización y la 
movilidad estudiantil:
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El impacto de las nuevas tecnologías, por su parte, contribuye a la globalización de la 
educación, permitiendo acortar las distancias, expandir la educación transfronteriza 
y las modalidades de educación en red, y al generar la educación virtual, viabilizar 
nuevas prácticas pedagógicas de simulación, de autoaprendizaje y de praxis, y una 
educación no presencial.

Este nuevo contexto, además, está favorece ampliamente a la educación, al flexi-
bilizarla y renovarla, y también promueve su masificación como respuesta de las 
familias (p. 17).

La Unesco, en sus declaraciones de 1974 y 1989, hizo referencia a los aspectos 
que se deben tener en cuenta en el ámbito de la diversificación y el uso de las 
tecnologías:

Declaración de 1974:

 – Diversificación de las modalidades y niveles educativos. Enseñanza preu-
niversitaria. Ciencia y la tecnología.

 – Desarrollo cultural, científico y tecnológico.

 – Adaptabilidad a las necesidades de los países.

 – Inserción en el sistema global.

Declaración de 1989:

 – Aumento de la calidad y pertinencia de la enseñanza superior.

 – Colaboración de las instituciones de enseñanza superior con la industria y 
con programas de investigación y desarrollo científico.

 – Uso de las tecnologías de la enseñanza para la reducción costo-beneficio.

De esta manera, en relación con la educación a distancia, cuyos antecedentes 
se remontan a 1947, se harían ciertas consideraciones: 

El sistema de educación abierta y a distancia en Colombia se emprende en el año 
de 1947, cuando el sacerdote José Joaquín Salcedo Guarín, en Sutatenza, Boyacá, 
mediante el uso combinado y sistemático de la radio y demás medios de comuni-
cación adelanta una acción educativa, que va desde enseñar a leer y a escribir, 
hasta el uso de las técnicas en la producción agropecuaria, pasando por campañas 
básicas, como el mejoramiento de vivienda, deporte, buen uso del tiempo libre, 
hasta la asunción de una conciencia crítica, política y participativa. Esta fundación 
toma el nombre de Acción Cultural Popular Escuelas Radiofónicas (Acpo). Ante 
la incapacidad de aglutinar a los adultos en escuelas, había que llevar una escuela 
de educación y cultura a los campesinos colombianos (Sarmiento, 2007, p. 76).
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En la década de los ochenta este sistema se consolidó como una alternativa para 
dar respuesta a la demanda de estudiantes que deseaban ingresar a la educación 
superior. El Plan Nacional de Desarrollo Cambio con equidad de 1983-1986 del 
presidente Belisario Betancur, plantea como uno de sus objetivos el mejora-
miento de la calidad de la educación y el fortalecimiento de la equidad en el 
acceso a opciones y permanencia en el sistema. 

Por otro lado, gracias al artículo 15 de la Ley 30 de 1992, las instituciones de 
educación superior podrán adelantar programas en la metodología de educación 
abierta y a distancia. 

Los mandatos de la Unesco y el Banco Mundial  
para la privatización de la educación superior
Los años transcurridos desde 1980 hasta el 2000 fueron considerados como de 
ajuste estructural. Durante esos años, organismos internacionales como el Banco 
Iberoamericano del Desarrollo (bid), el Banco Mundial (bm) y el Fondo Mone-
tario Internacional (fmi) jugaron un papel protagónico al exigir la aplicación 
de los programas de ajuste estructural (pae) como condición de préstamo. Estas 
condiciones, según McCoy (2008), consisten en reducción de la deuda a través 
de austeridad fiscal e inversión privada; reducción del papel del Estado con el 
fin de atraer más inversión privada; y liberalización económica para disminuir 
los precios, aumentar la productividad y estimular el crecimiento económico.

Esos requerimientos implicarían privatización, altos costos de matrícula y cre-
ciente mercantilización del servicio, lo cual generó numerosas movilizaciones 
sociales en torno a la educación como derecho.

A finales de 1980 y principios de 1990 algunos préstamos de ajuste a la educación 
terciaria con frecuencia implicaban un número excesivo de condiciones que nunca 
se concretaban, encontraron la oposición de varios grupos de interés e incluso 
provocaron violentos disturbios estudiantiles (Banco Mundial, 2003). 

Esta misma institución, en su documento de 1995 La enseñanza superior. Las 
lecciones derivadas de la experiencia traza un diagnóstico que resalta los siguientes 
aspectos: 

 – Ajustes fiscales drásticos y recursos escasos generaron un grave deterioro 
en la calidad de la enseñanza y la investigación. 
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 – Reducción de la capacidad de los gobiernos para prestar apoyo a la educación 
superior. Deterioro en los sueldos de los profesores y en la infraestructura 
física y académica. 

 – La disminución de recursos se ha agravado por su uso ineficiente. Gastos no 
educacionales (subsidios y servicios subvencionados para estudiantes), bajas 
tasas de graduados, altos índices de repetición y deserción y proliferación 
de instituciones pequeñas antieconómicas. 

 – Eficacia externa, desempleo de graduados y resultados decrecientes de la 
investigación. El financiamiento estatal a la investigación ha disminuido, 
la investigación no tiene repercusiones importantes en la economía ni se 
destina a aplicaciones prácticas. Hay baja interacción entre universidad e 
industria. 

 – La educación superior es elitista. La mayoría de los estudiantes de la educa-
ción superior proviene de clases medias y altas y hay un evidente sesgo que 
se traduce en una inequitativa distribución de oportunidades. El subsidio a 
las universidades implica un subsidio a las clases acomodadas.

En el mismo documento se plantean las soluciones para superar la crisis sin 
aumentar el gasto: 

 – Diferenciación institucional, consistente en el desarrollo de instituciones 
no universitarias y el fomento de establecimientos privados. 

 – Incentivos para que las instituciones públicas diversifiquen su financia-
miento, con base en combinar subsidios gubernamentales con cobros de 
cuotas, apoyo al crédito educativo, venta de servicios, fondos por concurso 
y evaluación de la productividad institucional. 

 – Redefinir la función del Gobierno en la enseñanza superior. La intervención 
gubernamental debe orientarse a establecer un ámbito coherente de políticas 
y un orden jurídico definido. El nivel de los estudiantes admitidos tiene que 
reflejar las oportunidades de empleo más que las previstas. 

 – Políticas que den prioridad a la calidad y la equidad. Las instituciones deben 
matricular solo la cantidad de aspirantes que pueden instruir de manera 
adecuada. Hay que establecer procesos de selección rigurosos, aceptar los 
que posean conocimiento y capacidad. Contar con personal de calidad y 
motivado, así como incluir representantes de los sectores productivos en 
los consejos de administración, son elementos claves.
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En estas soluciones podemos evidenciar las siguientes tendencias:

1. Búsqueda de una mayor eficiencia interna y externa y ampliación de la vin-
culación de la universidad con el mundo laboral en términos de estudios del 
mercado; responder a las necesidades del medio y a la demanda de empleos 
del sector productivo.

2. Búsqueda de diferentes fuentes de financiación y crédito.

3. Diversificación de la oferta educativa. Creación de instituciones de edu-
cación superior privadas con diferentes niveles de formación por ciclos 
propedéuticos.

Sobre el particular, en 1998 la oit en la resolución sobre la educación técnica 
y la formación profesional resuelve lo siguiente: 

 – El Estado debe garantizar el derecho de todo ciudadano a una educación 
técnica y una formación profesional inicial y continua.

 – Asignar suficientes recursos para la educación técnica y la formación pro-
fesional de los sectores público y privado.

 – Desarrollar nuevas relaciones de colaboración entre docentes, gobiernos y 
empleadores con la intención de mejorar la educación técnica y la formación 
profesional. Los empleadores, los sindicatos en general y los sindicatos del 
magisterio en particular, tienen el legítimo interés de participar en el estable-
cimiento y la conducción de la educación técnica y la formación profesional.

 – Se debe fomentar dicha cooperación entre las instituciones públicas y el 
mundo del trabajo de acuerdo con los procedimientos establecidos depen-
dientes del sistema y con respeto a los principios y misiones de la enseñanza 
pública; educación y los organismos internacionales dedicados a la misma.

En la conferencia mundial sobre la educación superior de 1998 de la Unesco, se 
hizo una recopilación sobre la base de las recomendaciones dadas en diferentes 
conferencias y comisiones y se subrayó lo siguiente:

Los sistemas de educación superior deberían aumentar su capacidad para vivir en 
medio de la incertidumbre, para transformarse y provocar el cambio, atender las 
necesidades sociales y fomentar la solidaridad y la igualdad; preservar y ejercer el 
rigor y la originalidad científicos con espíritu imparcial por ser un requisito previo 
decisivo para alcanzar y mantener un nivel indispensable de calidad; y poner a 
los estudiantes en el primer plano de sus preocupaciones en la perspectiva de una 
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educación a lo largo de toda la vida a fin de que se puedan integrar plenamente en 
la sociedad mundial del conocimiento del siglo que viene, considerando asimismo 
que la cooperación y el intercambio internacionales son mecanismos decisivos para 
promover la educación superior en todo el mundo. 

Esta declaración es específica y directiva frente a las funciones que debe desem-
peñar la educación superior y el marco de acción para llegar al cambio necesa-
rio. De acuerdo con el texto, se entrevé una universidad que hemos definido 
camaleónica ya que debe adaptarse a:

1. Lo social. Alude a lo que la sociedad espera de la universidad: resolver los 
problemas de hambre, violencia inequidad, analfabetismo y deterioro del 
medio ambiente. 

2. El estudiante. Es el centro de un proceso de enseñanza basado en su di-
versidad, que supera el mero dominio cognitivo de las disciplinas y propicia 
conocimientos prácticos, competencias y aptitudes

3. El mercado. Satisface las demandas en el ámbito laboral mediante la inte-
gración de la teoría con la formación para el empleo y la diversificación de 
la oferta.

4. La innovación. Adapta las nuevas tendencias, las metodologías y las tecno-
logías en los procesos de formación, con autonomía y respeto por la cultura, 
protegiendo el medio ambiente y propiciando espacios democráticos para 
la formación de una masa crítica de personas cualificadas y cultas.

En la conferencia mundial sobre educación superior del 2009, la Unesco se 
centra en el debate sobre la enseñanza pública y privada y cuál ha de ser el reto 
de las universidades:

La educación superior está experimentando una transición y un cambio acelerado 
y la universidad del siglo XXI llegará a ser probablemente un hibrido de empresa 
pública y privada, con un alumnado de gran movilidad. El reto es crear universi-
dades de categoría mundial.

En este punto es importante llamar la atención acerca de la tendencia de los 
organismos internacionales de poner la educación superior al servicio directo 
del sector productivo como opción para el desarrollo económico. Se debe pensar 
la oferta más en función de la demanda de empleos y mano de obra que en la 
preservación del capital cultural de las naciones a fin de lograr una universidad 
estandarizada y global. 
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La Constitución Política de Colombia propugna por la conservación, la 
promoción y la protección de la educación como un derecho social con 
responsabilidad compartida, de acuerdo con su concepción como un 
Estado social de derecho. Como derecho fundamental, la educación 
exige responsabilidad estatal; empero, las políticas educativas nacio-
nales, tomadas de las políticas educativas internacionales, muestran 
en las últimas dos décadas una tendencia regresiva por las prácticas 
de empresarización de la educación –para nuestro interés, la educa-
ción superior– que priorizan la lógica administrativa por encima de la 
racionalidad académica y de beneficio de una sociedad y una nación 
que requieren elevar los niveles de formación de sus pobladores para 
asumir con idoneidad los retos científicos, técnicos y culturales que el 
modelo de desarrollo global supone. La garantía del derecho pareciera 
insuficiente frente a la presión que la economía de los servicios –entre 
ellos la educación como parte de esa tercerización– ejerce en el con-
texto de competitividad y alto rendimiento que el capital financiero 
transnacional registra en sus altos índices de rentabilidad y crecimiento.
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